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I. Presentación 
Con atención al mandato constitucional que me ha sido conferido como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos en cuanto a velar por el respeto y garantía de los derechos humanos de todas las personas, en esta ocasión presento la Compilación de Posicionamientos Institucionales emitidos durante mi primer año de gestión.
Consciente de que el trabajo institucional no se encuentra limitado a la investigación de  casos individuales, he establecido mi posición respecto de aquellas situaciones o hechos que de forma determinante han afectado el desarrollo pleno de quienes habitan en El Salvador a través de distintos pronunciamientos que hoy pongo a disposición con el fin de fortalecer los conocimientos de la población respecto a sus derechos humanos y, a la vez, hacer hincapié en las autoridades sobre su obligación de proteger, cumplir y garantizar los derechos humanos para toda la población. 

Todo ello dentro del marco del Mandato otorgado por la Constitución de la República y la normativa interna, el cual da sustento a todo un Sistema de Protección y Promoción de Derechos Humanos, que tiene como objetivo el establecimiento de mecanismos específicos que contribuyen en conjunto hacia el cumplimiento de los objetivos institucionales por la defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales.

Esta recopilación consta de documentos relacionados con el trabajo institucional realizado durante la emergencia nacional por la pandemia de COVID-19 y otros vinculados a distintas temático, especialmente las vinculadas a los derechos de las personas en mayor condición de vulnerabilidad. 

La publicación de este documento responde a mi interés de mantener actualizada a la sociedad salvadoreña sobre los posicionamientos más relevantes e ilustrativos declarados en todos los campos de los derechos humanos y  con ello, continuar con la tarea de promover y difundir la doctrina institucional que contribuye en la defensa permanente de la dignidad humana en el país.
De esta manera, también se identifican los principales logros obtenidos, ya que desde el inicio de mi gestión he instruido la adopción de metodologías de participación y colaboración con las distintas mesas temáticas de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil, espacios interinstitucionales, organismos internacionales, cuerpo diplomático y de manera particular con la población salvadoreña, visitando los territorios y escuchando sus necesidades e intereses a través de mecanismos de consulta específicos con cobertura nacional. 

He reforzado el apoyo para las Delegaciones Departamentales en tanto que éstas representan y ejercen un vínculo más estrecho con la población y las autoridades locales en materia de protección y promoción de los derechos humanos. También he promovido el fortalecimiento de capacidades del personal institucional y dirigido lineamientos con miras a consolidar la prestación de un servicio público comprometido y sensibilizado que potencie la responsabilidad en las tareas encomendadas y por ende la confianza y credibilidad en la Procuraduría.

Hago énfasis en que, a partir de la experiencia acumulada durante este periodo he comprobado la urgente necesidad de superar las causas estructurales que mantienen la desigualdad y discriminación y que además generan agravios especialmente manifestados en la falta de progresividad de los derechos y las diferentes situaciones de violencia que gravemente afectan de manera particular a las mujeres, las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes, pueblos indígenas y población LGBTIQ+.

Asimismo, he insistido a través de distintas y reiteradas recomendaciones sobre la urgente adopción de medidas concretas tendientes a garantizar la atención de dichas situaciones a través de políticas públicas integrales ligadas a la realización efectiva de los derechos humanos y  la modificación de actitudes y prácticas políticas, económicas y socioculturales que los vulneran, teniendo como base un verdadero, transparente y robusto sistema de información, así como los recursos materiales, técnicos y presupuestarios adecuados. 
Para ello es esencial la correcta y concreta aplicación del principio de la centralidad humana, la equidad e integración intergeneracional y el enfoque diferencial con énfasis territorial, particularmente para atender las problemáticas de las poblaciones en situación de mayor vulnerabilidad. De igual manera, resulta también urgente la adopción de medidas concretas que garanticen oportunidades reales para el ejercicio adecuado de la participación política, trascendiendo del desencanto y la frustración hacia un ejercicio ético, responsable e informado de las propuestas y acciones públicas, teniendo como premisa que el ejercicio de los derechos políticos no son un fin en sí mismo sino un medio fundamental para garantizar los demás derechos.

La ocasión es propicia para refrendar mi compromiso de ofrecer una institución cercana a la población, atenta a las necesidades de las personas y grupos en mayor condición de vulnerabilidad y disponible para actuar de manera eficaz, eficiente y oportuna en la tutela y promoción de la dignidad humana, acorde con los principios plasmados en la Constitución de la República, la normativa nacional y los tratados internacionales en materia de derechos humanos.  

Lic. José Apolonio Tobar Serrano

Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos 

INFORME DE ACTIVIDADES Y LOGROS INSTITUCIONALES 
II. Informe de actividades y logros institucionales 
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En este sentido, sin duda alguna, su creación supone uno de los logros más relevantes de los Acuerdos de Paz y constituye el hito de mayor trascendencia en materia de protección institucional de los derechos humanos y libertades fundamentales de la población salvadoreña, de tal forma que desde el asidero constitucional de su mandato y la definición de su carácter permanente e independiente, con personalidad jurídica propia y autonomía administrativa, está facultada para ejercer su magistratura moral dotada de un conjunto de competencias cuya amplia formulación se encuentra en sintonía con las exigencias de una efectiva defensa de los derechos humanos.

De esta forma, con su amplio mandato puede conocer cualquier situación en la que los derechos humanos estén siendo amenazados o hayan sido vulnerados. Pero también se le faculta asistir a víctimas de violaciones a dichos derechos, promover y proponer las medidas que estime necesarias en orden a prevenir vulneraciones a los mismos y formular conclusiones y recomendaciones pública o privadamente.
 Estas atribuciones dan paso a la actividad de protección dentro de todos los centros de detención administrativa, penitenciarios, militares, etc., realizando visitas in situ, investigando presuntas violaciones de derechos humanos ya sea de oficio o por denuncia que hubiera recibido y emitiendo recomendaciones por medio de resoluciones, informes o cualquier otro tipo de pronunciamiento institucional.

A su vez, la Constitución también otorga a la Procuraduría la atribución de promover el respeto universal y efectivo de todos los derechos humanos y libertades fundamentales a través de procesos de educación, capacitación y difusión de los mismos, actividades académico culturales, publicaciones especializadas, disponibilidad de acervo bibliográfico u otras actividades complementarias, contribuyendo de esta manera con la prevención de los abusos y violaciones a los derechos humanos y a la formación de una cultura que asuma entre sus valores y principios el imperativo ético del respeto a la dignidad humana y la convivencia sana entre las personas y las instituciones del Estado.

Cuadro N° 1

Mandato constitucional

	Artículo 194, romano I de la Constitución de la República

	1º
	Velar por el respeto y la garantía a los derechos humanos;

	2º
	Investigar, de oficio o por denuncia que hubiere recibido, casos de violaciones a los derechos humanos;

	3º
	Asistir a las presuntas víctimas de violaciones a los derechos humanos;

	4º
	Promover recursos judiciales o administrativos para la protección de los derechos humanos;

	5º
	Vigilar la situación de las personas privadas de su libertad. Será notificado de todo arresto y cuidará que sean respetados los límites legales de la detención administrativa;

	6º
	Practicar inspecciones, donde lo estime necesario, en orden a asegurar el respeto a los derechos humanos;

	7º
	Supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas;

	8º
	Promover reformas ante los Órganos del Estado para el progreso de los derechos humanos;

	9º
	Emitir opiniones sobre proyectos de leyes que afecten el ejercicio de los derechos humanos;

	10º
	Promover y proponer las medidas que estime necesarias en orden a prevenir violaciones a los derechos humanos;

	11º
	Formular conclusiones y recomendaciones públicas o privadamente;

	12º
	Elaborar y publicar informes;

	13º
	Desarrollar un programa permanente de actividades de promoción sobre el conocimiento y respeto de los derechos humanos;

	14º
	Las demás que le atribuyen la Constitución o la ley.


En síntesis, la Procuraduría supervisa a todos los órganos del Estado salvadoreño, sin excepción alguna, examinando si con su comportamiento cumplen con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos humanos; con ese propósito se enmarca dentro de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, que gozan de la máxima acreditación que supone su aceptación internacional y el cumplimiento de los Principios de Paris.

En la actual gestión, iniciada en octubre de 2019, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, licenciado José Apolonio Tobar Serrano, ha considerado especialmente importante que la investigación de presuntos abusos y otras situaciones en relación con los derechos humanos sea realizada a través de una atención oportuna, ágil y eficaz, disponiendo de las medidas de asistencia apropiadas para personas y grupos en mayor condición de vulnerabilidad, en un plazo razonable y garantizando la participación de las víctimas, debiendo también tomarse acciones coordinadas para la difusión, promoción y educación junto con la incidencia para lograr el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en concordancia con los principios plasmados en la Constitución, la normativa nacional y los tratados internacionales en materia de derechos humanos. 
En ese contexto, se ha reforzado el apoyo para las Delegaciones Departamentales en tanto que estas representan y ejercen un vínculo más estrecho con la población y las autoridades locales en materia de protección y promoción de los derechos humanos. También se ha promovido el fortalecimiento de capacidades del personal institucional y dirigido lineamientos con miras a consolidar la prestación de un servicio público comprometido y sensibilizado que potencie la responsabilidad en las tareas encomendadas y por ende la confianza y credibilidad en la Procuraduría.

Asimismo, durante este período, se han realizado importantes acciones de protección y promoción en derechos humanos en cumplimiento del mandato constitucional y legal, así como importantes iniciativas que han beneficiado a diversos de la población salvadoreña como resultado de las medidas y enfoques adoptados, las cuales se detallan en los siguientes apartados.
1. Acciones de protección y promoción de derechos humanos

En el periodo comprendido entre el 16 de octubre de 2019 y el 31 de diciembre de 2020 las acciones de protección de derechos humanos, en relación a la prevención e investigación de presuntas violaciones a los mismos, suman 9,012 a nivel nacional en el marco de la asistencia a víctimas y la investigación de presuntas violaciones a sus derechos. De estas, 6,162 están referidas a orientaciones legales, 1,185 a acciones inmediatas
 y 1,665 a denuncias atendidas.  
De igual manera se han emitido 2,643 pronunciamientos que formalizan el ejercicio de los mecanismos y acciones de protección
; entre estos, 922 se refieren a resoluciones u oficios iniciales cuya  función es solicitar informe a la autoridad señalada o superior jerárquico sobre los hechos denunciados y las medidas adoptadas al respecto, pudiendo activar o solicitar colaboración a otras autoridades, dictar recomendaciones y medidas que promuevan  el cese de la presunta violación denunciada, evitar que sea consumada o recomendar la restitución del derecho presuntamente vulnerado, además de promover la investigación de los hechos, entre otras cuestiones.
  Además se han firmado 473 resoluciones iniciales, 109 resoluciones de responsabilidad, 32 relativas al acatamiento de recomendaciones y 54 pronunciamientos vinculados a buenos oficios, entre otros. 
Por otro lado, de manera particular es importante destacar la emisión de 150 posicionamientos públicos por medio de los cuales se ha externado la opinión pública, inmediata y oportuna de la PDDH sobre hechos que implican violaciones o presuntas violaciones a derechos humanos, de trascendencia nacional e internacionales y en los cuales se han realizado llamados, exhortaciones, recomendaciones o propuestas para su superación. Estos posicionamientos han estado vinculados a las carencias derivadas de la gestión inadecuada de riesgos, las afectaciones al medio ambiente, la falta de acceso a la justicia pronta eficaz y oportuna así como medidas de protección en situaciones de violencia para las mujeres y la población LGBTIQ+, la supresión ilegal de plazas en el sector público, los derechos de la niñez y adolescencia, especialmente en relación a la violencia sexual que les afecta, las necesidades de las víctimas del conflicto armado en materia de verdad, justicia y reparación, la situación del derecho al agua en sus elementos de calidad, acceso y abastecimiento, las violaciones a derechos humanos vinculadas a la seguridad pública y las necesidades  y derechos laborales del cuerpo policial, el desplazamiento forzado, los derechos de las personas migrantes, y salvadoreñas en el exterior,  entre otras temáticas.  

Finalmente, se realizaron 120 verificaciones de observación preventiva, 135 mediaciones
 y 1,263 atenciones vinculadas a derechos de las personas privadas de libertad.
 Asimismo, se realizaron 330 atenciones humanitarias, jurídicas y psicoemocionales vinculadas a víctimas migrantes y familiares de migrantes desaparecidos, así como a víctimas de desplazamiento forzado interno.

Cuadro N° 2

Resumen de Acciones Vinculadas a la Protección de Derechos Humanos

	Periodo 16 de octubre de 2,019 a 31 de diciembre de 2020

	1
	6, 192 orientaciones legales

	2
	2,643 pronunciamientos firmados


	3
	1,665 denuncias atendidas

	4
	1,263 atenciones personas privadas de libertad

	5
	1,185 acciones inmediatas

	6
	330 atenciones migrantes y desplazamiento forzado

	7
	163 acciones inmediatas

	8
	150 posicionamientos públicos sobre diversas temáticas que afectan a los derechos humanos

	9
	135 mediaciones

	10
	120 verificaciones de observación preventiva

	
	Total
	13,846


En relación a las actividades de promoción de los derechos humanos, se realizaron 446 acciones a nivel nacional, 53 de estas fueron actividades educativas, referidas a 24 cursos formativos (11 Cursos Básicos de Derechos Humanos), 24 jornadas formativas y 1 diplomado relativo a “Derechos Humanos, Discapacidad, Participación Ciudadana y Humanización”. Estas actividades beneficiaron a 1,353 personas (718 hombres y 635 mujeres), además se entregaron 733 materiales educativos, siendo las temáticas impartidas las siguientes: 

Cuadro N° 3

Acciones educativas en materia de derechos humanos

	Temáticas impartidas 

	1
	Derecho Humanos y salud

	2
	Derechos Humanos y consentimiento informado

	3
	Derechos Humanos con enfoque de género

	4
	Igualdad y no discriminación

	5
	Víctimas y derechos humanos

	6
	Sistemas de Protección Derechos de las Mujeres

	7
	Sistemas de Protección Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes

	8
	Derecho al trabajo

	9
	Uso de la fuerza y derechos humanos

	10
	Protección contra la tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes

	11
	Deberes del Estado en materia de Derechos Humanos

	12
	Derechos de las personas migrantes

	13
	Derechos de la niñez y adolescencia

	14
	Derechos de las personas con discapacidad

	15
	Crímenes de odio contra población LGBTI

	16
	Formación de formadores en derechos humanos


De igual manera se realizaron 34 jornadas de difusión vinculadas al mandato de la PDDH, especialmente dirigidas a estudiantes de 1° y 2° año de Bachillerato, educación básica, personal docente y administrativo de centros escolares, beneficiando a un total de 890 personas, de las cuales 724 fueron niños y niñas. Además, se realizaron seis actividades en modalidad de feria, instalando stand con material informativo de derechos humanos en diferentes universidades, en las cuales participaron 323 personas (207 mujeres y 116 hombres). 

Adicionalmente se llevaron a cabo 12 acciones conmemorativas relacionadas con los derechos humanos en modalidad de cine fórum en las que participaron 626 personas (400 mujeres y 226 hombres) y donde 427 fueron personas jóvenes entre 19 y 24 años. En total, las actividades de difusión beneficiaron a un total de 1,839 personas. 

Por su parte, las actividades de difusión vinculadas a la Biblioteca institucional beneficiaron a 595 personas, a través de visitas guiadas, atención en sala, festivales y curso para niños y niñas. 

Cuadro N° 4

Resumen de Acciones Vinculadas a la Promoción de Derechos Humanos y personas beneficiadas 

	Periodo 16 de octubre de 2,019 a 30 de noviembre de 2020

	N°
	Total de actividades
	Personas beneficiadas

	1
	307 actividades de promoción realizadas por las delegaciones departamentales

	S/D

	2
	53 jornadas educativas
	1,353

	3
	34 jornadas de difusión del mandato PDDH 
	890

	4
	34 acciones de difusión Biblioteca 
	595

	      5
	12 cine fórum
	323

	6
	6 ferias DDHH
	
	626

	Total
	446
	
	3,787


Finalmente debe agregarse la elaboración de diferentes documentos metodológicos para el fortalecimiento de capacidades y lineamientos de actuación internos entre los que pueden mencionarse las “Directrices para el Monitoreo y Verificación institucional en situación de riesgo y un estado de emergencia” y la actualización de la “Guía para Monitoreo de Albergues”; el “Protocolo de Atención a Casos de Desplazamiento Forzado” y el Manuales para la investigación de ejecuciones extrajudiciales, tortura y desapariciones forzadas, así como  el Manual de Calificaciones Integral (actualmente en revisión)  
2. Logros e iniciativas prioritarias
En el marco del trabajo realizado durante el primer año de gestión de la actual administración se han considerado como aspectos centrales de su labor el mantenimiento de un contacto estrecho de participación y colaboración con las distintas mesas temáticas de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil, espacios interinstitucionales, organismos internacionales, cuerpo diplomático y de manera particular con la población salvadoreña, visitando los territorios y escuchando sus necesidades e intereses a través de mecanismos de consulta específicos con cobertura nacional. 

De esta forma, a continuación, se presenta un resumen de los aspectos más destacados en la ejecución de acciones prioritarias para una efectiva defensa y promoción de los derechos humanos
A. Consulta con víctimas del conflicto armado

Con el convencimiento de que la participación real de las víctimas del conflicto armado salvadoreño, respecto de la identificación, diseño e implementación de todas aquellas medidas que atiendan las graves violaciones que sufrieron, es esencial e indispensable para garantizar el pleno cumplimiento de sus derechos, la PDDH realizó un proceso de consulta con esta población, para conocer de primera mano, y con mayor exactitud, las problemáticas que enfrentan, sus demandas y propuestas en esta materia.
Por ello, se elaboraron propuestas, cartas metodológicas y guías de trabajo para las personas facilitadoras e instrumentos de vaciado de información que permitieron realizar un proceso adecuado, respetuoso y participativo. De esta manera, entre el 31 de enero y el 15 de febrero de 2020, se planificó y ejecutó un proceso de consulta a nivel nacional a través de jornadas-taller. 
En dichas jornadas se contó con la presencia de 604 personas en representación de todas las zonas geográficas del país, gracias a la coordinación realizada con las organizaciones de víctimas y las delegaciones departamentales. Concretamente se llevaron a cabo en 12 de los 14 departamentos abarcando 89 comunidades. La mayor participación se registró en Chalatenango con 127 personas, seguido de Cabañas con 96 y Morazán con 70 participantes. Estos tres Departamentos representan el 51% de las personas consultadas. 


Participantes por Departamento

Fuente: Elaboración propia con datos registrados del proceso de consulta a nivel nacional

Sin duda alguna, desarrollar este proceso supuso para la PDDH dos grandes aciertos. A nivel interno, entrar en contacto directo con las víctimas, escuchar sus necesidades, intereses y demandas nos acerca a esa relación natural que existe entre quienes son titulares de derechos y la institución que, por mandato constitucional, está llamada a velar porque esos derechos sean respetados y garantizados. Estar de su lado supone precisa e inicialmente esa acción básica de escucha atenta y comprensiva en un ambiente de confianza.

En ese sentido, una conclusión fundamental fue la necesidad del reconocimiento de los agravios. Ninguna acción estatal que se realice puede prescindir del reconocer y valorar el impacto de las experiencias de violencia que caracterizó a las violaciones a derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado, las cuales no solo transgredieron enormemente la dignidad de las personas, sino que, además, suponen, hasta este día, consecuencias en sus condiciones de vida y graves impactos en sus proyectos individuales, familiares y comunitarios. 

A lo largo de la consulta se pudo escuchar y comprender el profundo sentimiento de insatisfacción y la desesperanza que las víctimas experimentan ante la impunidad, el rechazo y la falta de reconocimiento institucional y social de los dolores padecidos. Muchas veces han sido cuestionadas, tratadas como sospechosas o mentirosas, estigmatizadas públicamente y, en definitiva, sin esfuerzos estatales que valoren y atiendan los efectos acumulativos de tales agravios.

Por eso, en el informe emitido, se consideró que toda acción estatal en esta materia debe partir de esta premisa ineludible: los daños causados han sido consecuencia de violaciones a derechos humanos que se han mantenido a lo largo de los años, sumándose agravios a través de diversas acciones y omisiones que, como tales, han repercutido en la vida íntima, social, política, cultural y de desarrollo individual y colectivo de las víctimas. Por lo tanto, dicha acción debe responder a esas experiencias, ser auténticamente reparadora desde una visión integral, histórica y multidisciplinaria.

B. Actuación durante la emergencia nacional por la pandemia COVID-19
Desde el inicio de la emergencia nacional decretada a causa de la pandemia COVID-19, esta Procuraduría, en cumplimiento y apego estricto al mandato constitucional y legal de velar por el respeto y la garantía de los derechos humanos, por medio de las Delegaciones Departamentales, las Procuradurías Adjuntas específicas y los departamentos y unidades especializadas que la integran, ha coordinado políticas y mecanismos de protección de derechos humanos con el objeto de adoptar una posición institucional frente a las actuaciones del Estado para contener el contagio y las muertes por el COVID – 19, vinculadas a la emisión de varios decretos ejecutivos y legislativos, los cuales han logrado la suspensión de las actividades académicas, limitación de la actividad comercial y del transporte público, la restricción de vuelos aéreos, el cierre de fronteras, la creación de centros de cuarentena para personas viajeras, entre otras, como la limitación de la libertad de circulación y de reunión. 

En esta coyuntura, la labor inicial de la PDDH estuvo dirigida prioritariamente a monitorear la implementación de las medidas de contención, especialmente con respecto a la situación de las personas en los Centros de Cumplimiento de Cuarentena (CCC o Centros de Contención), debido a las constantes denuncias sobre condiciones inadecuadas, falta de alimentación y graves carencias de los servicios básicos. A esta labor, y debido a la complejización de la emergencia, se fueron agregando otras vinculadas al monitoreo y verificación de los retenes policiales, las circunstancias de las detenciones de las personas por incumplimiento de la cuarentena domiciliar, la situación apremiante de las personas desempleadas, despedidas o con trabajos informales enfrentadas a una limitación grave de sus ingresos y medios de subsistencia, las condiciones del personal de salud pública y de las personas varadas en el extranjero, etc. 

En este contexto, la PDDH implementó una serie de modificaciones en su práctica institucional para articular de manera integral el mandato constitucional, a fin de mantener la adecuada atención de las personas usuarias, lo cual conllevó a elaborar planes y mecanismos, diseñar estrategias y habilitar distintos medios, entre los cuales se destacan: uso de vías telemáticas y telefónicas; de guías e instrumentos especiales de recolección de información; el envío de avisos a través de una aplicación informática disponible para descargar desde la página web de la PDDH en dispositivos Android, el monitoreo de redes sociales; el replanteamiento e implementación de la verificación, observación y monitoreo sistemático de la actuación de las instancias gubernamentales; la coordinación con organizaciones sociales, referentes locales y otros actores claves; la reorganización del recurso humano en sus niveles ejecutivo, técnico y administrativo; y el acceso efectivo al sistema informático por parte del personal.

De igual manera se desarrolló una metodología específica que permitió la obtención, el aseguramiento, registro y análisis de la información, recabada por las distintas áreas de la PDDH, sobre una importante cantidad de vulneraciones en cuyo procesamiento fueron claves las estrategias de trabajo relacionadas a modalidades presenciales, semipresenciales y a distancia o virtuales, lo cual fue esencial para todas aquellas labores asociadas a la elaboración oportuna de informes, pronunciamientos, resoluciones y comunicados. En este orden, se creó un sistema informático para el registro de los casos, el cual está basado en un catálogo especial que contiene derechos y hechos violatorios vinculados a las situaciones más problemáticas dentro de la emergencia, destacando las necesidades de las personas y grupos en mayor condición de vulnerabilidad.

Cabe destacar que todas estas disposiciones también fueron tomadas con el sumo propósito de proteger a las personas usuarias y al personal institucional con base al acatamiento de las medidas de contención, girando directrices para realizar una nueva práctica y un nuevo tipo de verificación sobre las respuestas estatales y el impacto a los derechos humanos de la población salvadoreña. 

Bajo tales procedimientos, la PDDH mantuvo un constante monitoreo sobre afectaciones a los derechos humanos de la población salvadoreña. Al respecto, en mayo de 2020, se presentó el “Informe Preliminar Sobre COVID – 19 y Derechos Humanos en El Salvador”, que tuvo como objetivo hacer una evaluación preliminar de la respuesta estatal desarrollada durante la emergencia nacional. Es importante señalar que, para la obtención de los datos, su procesamiento y posterior análisis, se hizo uso de los medios descritos anteriormente, que permitieron realizar un monitoreo sin dejar de lado la protección del personal y el acatamiento de las medidas implementadas por las autoridades. 
En síntesis, dicho informe especial preliminar contiene los principales hallazgos del análisis de los casos recibidos y la identificación de las situaciones que se consideraron de mayor relevancia durante esta etapa de la emergencia nacional.
De igual manera, debe detallarse que en el periodo comprendido entre el 21 de marzo y el 26 de agosto de 2020, la PDDH recibió un total de 1,811 casos vinculados a la situación provocada por la pandemia de COVID-19, según el siguiente detalle: 
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Por otro lado, la PDDH elaboró una serie de informes y reportes sobre la actuación estatal, que dieron cuenta de la situación de la emergencia sanitaria, lo cual fue crucial para señalar diversas problemáticas y hechos violatorios y recomendar a las instituciones públicas las medidas necesarias para corregir y prevenir la ocurrencia de este tipo de hechos. Entre estos destacan los siguientes 
Cuadro N° 5

Informes y reportes emitidos durante la emergencia nacional por COVID-19
	
	

	1
	Reporte de Casos y Verificaciones en Controles Vehiculares

	2
	Informe Sobre Actuaciones Policiales Violatorias de Derechos Humanos Durante la Emergencia Nacional por COVID – 19

	3
	Reporte de Casos Atendidos Durante la Emergencia Nacional COVID – 19 (Abril 2020)

	4
	Reporte de Casos y Pronunciamientos Emitidos Durante la Emergencia Nacional COVID – 19 (Mayo 2020)

	5
	Reporte de Situación Derechos Humanos Durante la Emergencia Nacional en El Salvador por COVID – 19

	6
	Reporte Situacional 2019 – 2020 (Monitoreo sobre la situaciones de las personas migrantes durante la emergencia por COVID-19)

	7
	Análisis situacional de las violaciones a derechos humanos ocurridas en el departamento de Ahuachapán

	8
	Informe sobre el resultado de las actividades realizadas en materia de derechos específicos de las Mujeres durante la emergencia COVID 19

	9
	Informe sobre el Derecho a la Salud 

	10
	Opinión de “Plan de Repatriación gradual de los salvadoreños que a la fecha aún se encuentran en el exterior y que por motivos de las medidas sanitarias de prevención de la propagación del COVID-19, no han podido retornar a El Salvador”, para Ministerio de Relaciones Exteriores


Asimismo, durante la cuarentena domiciliar se emitieron una serie de pronunciamientos institucionales vinculados a la efectiva defensa de los derechos humanos, entre estos destacan la elaboración de más de 80 posicionamientos públicos especialmente vinculados a hacer llamamientos y recomendaciones relacionados con las medidas estatales de atención y contención de la pandemia, análisis sobre las restricciones al ejercicio de derechos, especialmente los de las personas en mayor condición de vulnerabilidad tales como los salvadoreños y salvadoreñas en situación de retorno y aquellas personas varadas en el exterior o que vieron afectados sus derechos a la salud, trabajo, garantías de ingreso y medios de subsistencia, libertad, seguridad, acceso a la información, entre otros. 

De manera particular es importante destacar la emisión de siete medidas cautelares vinculadas a la protección de las personas trasladadas a cuarentena en el Hospital “Dr. José Antonio Saldaña” y a los diferentes centros de contención, así como de aquellas retenidas por el presunto incumplimiento de la cuarentena domiciliar. En estas situaciones se reconoció la complejidad de la situación enfrentada por los Estados y las sociedades a nivel mundial debido a las medidas excepcionales que requiere la pandemia, lo que supone desafíos extraordinarios desde el punto de vista de los sistemas sanitarios, la vida cotidiana de las personas y para la vigencia de los derechos humanos. 

En tal sentido se declaró que las condiciones y hechos que motivaron la emisión de las medidas cautelares constituían una situación de peligro o daño inminente a la vida de diferentes personas, así como a su integridad y salud, resultado que debía prevenido por medio del proceder de las autoridades de salud, quienes deberían ajustar su conducta a las obligaciones de medio de conservar (asegurar efectividad) y defender (garantizar sin discriminación) el derecho humano a la vida, a la integridad personal y a la salud física y psicosocial de las personas en cuarentena o retención. 
De esta manera se hizo un llamamiento a adoptar con carácter de urgente e impostergable, las medidas competentes en el marco de los protocolos de atención internacionales y nacionales existentes para la atención de las personas en cuarentena preventiva o diagnosticadas con COVID-19 para prevenir afectaciones más graves a la salud y la vida. Asimismo, se exhortó a que de inmediato se adoptaran las medidas para la atención urgente a pacientes en condición de vulnerabilidad, particularmente niñez, neonatos, personas adultas mayores, mujeres, mujeres embarazadas o en estado post parto, personas con discapacidad, personas con VIH y a quienes presentaban condiciones de salud adyacentes, como enfermedades crónicas. Por otra parte, deberían proporcionarse los insumos necesarios para la protección y bioseguridad del personal médico, enfermeras y demás personal de apoyo hospitalario.

También se estableció la obligación de garantizar con urgencia que la medida de confinamiento en centros de contención ordenada por el Ministerio de Salud para personas retornadas, se ejecutara bajo las condiciones elementales materiales y estructurales adecuadas para la separación, distanciamiento físico, higiene y salubridad; lo anterior implica —aunque no se agota con- la existencia de habitaciones separadas (temporales o permanentes) y espacios idóneos para la atención de otras necesidades básicas, entre otras medidas cautelares.
Por otro lado, también se diseñaron y ejecutaron diferentes campañas de promoción de derechos con el objeto de generar sensibilización sobre los estándares de derechos humanos aplicables en el contexto de la emergencia, especialmente la campaña denominada “VOS TENÉS DERECHO”, la cual tuvo como objeto generar en la población salvadoreña el conocimiento de sus derechos, en especial aquellos que en virtud del combate a la pandemia del COVID-19 son susceptible de mayor vulneración. Además, se realizaron diferentes foros virtuales de análisis en los que participaron titulares de diferentes instituciones nacionales de derechos humanos, integrantes de organismos internacionales y personas expertas en las temáticas específicas vinculadas a la emergencia sanitaria. 
Cuadro N° 6
Foros virtuales realizados durante la emergencia nacional por COVID-19
	

	1
	Webinar “Derechos de las Personas Internas en Prisión durante la Pandemia” (RINDHCA Y FIO)

	2
	Conversatorio “Derechos Humanos y Estado, Arbitrariedades en Pandemia” Revista Gato Encerrado

	3
	Webinar “Empresas y Derechos Humanos en tiempos del COVID” (RINDHCA Y FIO)

	4
	Webinar “Instituciones Nacionales de Derechos Humanos durante la Pandemia” Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

	5
	Webinar “Personas salvadoreñas varadas en el exterior contexto COVID-19” PDDH 

	6
	Webinar “Repatriación de ciudadanos en tiempos de COVID-19” (RINDHCA Y FIO)

	7
	Webinar “Estado Constitucional y Democrático de Derecho en el marco de la pandemia por COVID-19” Asociación Americana de Juristas, rama El Salvador y PDDH 

	8
	Foro “Los Impactos de la Emergencia Nacional por el COVID 19 sobre las Mujeres y la Respuestas de la Sociedad Civil” (Grupo Interagencial ONU) 


Finalmente, la PDDH ha mantenido una verificación constante de la situación de las personas privadas de libertad en el contexto de la pandemia, de esta manera, entre marzo y octubre de 2020, realizó 617 verificaciones sobre las condiciones de salud y habitabilidad en los centros penitenciarios. Estas verificaciones se han realizado de manera remota a través de llamadas telefónicas y la remisión de oficios debido a que la Dirección General de Centros Penales no ha permitido el ingreso de la PDDH a dichos centros
C. Fortalecimiento de las relaciones externas nacionales e internacionales 
Durante el primer año de la presente gestión se han realizado acciones orientadas hacia la consolidación de espacios de interacción y vinculación con las instituciones del Estado, la sociedad civil y actores internacionales involucrados en la protección y promoción de los Derechos Humanos”. En ese sentido, se han formulado diferentes estrategias tales como la suscripción de convenios y la promoción de mecanismos de participación de diversos sectores sociales en la protección de los Derechos Humanos, entre otras. 

De esta manera, en el marco de la obligación de crear, fomentar y desarrollar nexos de comunicación y cooperación con organismos promoción y defensa de los derechos humanos se impulsó la firma de Convenios de Cooperación con Médicos del Mundo y el Colegio Médico, cuyo objetivo es establecer una alianza de trabajo para la ejecución de acciones de cooperación y fortalecimiento de vínculos que permitan trabajar conjuntamente temas relacionados con la protección del derecho humano a la salud en razón de la pandemia por  COVID-19.  
También se han firmado dos convenios vinculados al trabajo conjunto para la garantía de los derechos de las mujeres con los cuales  se pretende iniciar un proceso de gestión de proyectos sociales colaborativos de interés mutuo, para realizar investigaciones en el ámbito de las respectivas competencias institucionales; asimismo, compartir investigaciones realizadas de forma independiente, trabajar en la búsqueda y logro de proyectos en común, que pretendan el respeto a los derechos humanos, su promoción y educación, específicamente con la Asociación de Mujeres Universitarias (AMUS) y la Asociación Colectiva de Mujeres para el Desarrollo Local (Colectiva Feminista), que también incluye el componente de la protección integral de las mujeres defensoras de DDHH articuladas en la Red Salvadoreña de Defensoras de derechos humanos.
Asimismo, se ha reactivado, fortalecido y coordinado trabajo conjunto con 13 Mesas Permanentes de Derechos Humanos, algunas creadas a instancia de la Procuraduría y otras a partir de diferentes iniciativas de sociedad civil, como uno de los mecanismos impulsados por la PDDH de propiciar una mayor coordinación en lo relativo a la protección de los derechos humanos a través de la construcción de propuestas, posicionamientos públicos, entre otros. 

En especial deben destacarse las acciones vinculadas al análisis, difusión e incidencia para la aprobación de  diversos proyectos de ley vinculados directamente con los derechos humanos de los grupos en mayor condición de vulnerabilidad en el contexto actual, de manera particular se resalta el acompañamiento para la aprobación de la Ley Especial de Inclusión de las Personas con Discapacidad y en los procesos de revisión de los proyectos de Ley de Atención Integral para la Persona Adulta Mayor y para la Protección de Periodistas

Cuadro N° 7

Mesas de Trabajo conjunto sobre Derechos Humanos
	

	1
	Mesa Permanente sobre la Situación de los Derechos Humanos de las Personas Mayores

	2
	Mesa Permanente de Niñez, Adolescencia y Juventudes

	3
	Mesa Permanente de VIH y Derechos Humanos

	4
	Mesa Permanente de las Personas con Discapacidad

	5
	Mesa LGBTI

	6
	Mesa de Memoria Histórica 

	7
	Mesa Permanente sobre Derechos Humanos y Medio Ambiente 

	8
	Mesa Permanente para la Discusión de Desabastecimiento de la zona de Santiago Texacuangos

	9
	Mesa Permanente relacionada con la extracción de material pétreo en Cantón San Francisco, municipio de Quezaltepeque 

	10
	Mesa por la Soberanía Alimentaria

	11
	Mesa Interinstitucional de Dialogo de Derechos Humanos y Seguridad (se instalaron además 6 mesas de dialogo en las Delegaciones Departamentales de La Paz, La Libertad, San Miguel, Usulután, Sonsonate y Cabañas) 

	12
	Mesa de Actuación Policial 

	13
	Mesa de Protección a Periodistas


A nivel internacional, la PDDH, como Institución Nacional de Derechos Humanos de El Salvador (INDH), integra varios Organismos internacionales de Protección de Derechos Humanos, entre ellos: La Alianza Global de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI), la Red de Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del Continente Americano (RINDHCA), la Federación Iberoamericana de Ombudsman (FIO), y el Consejo Centroamericanos de Procuradores;  a través de los cuales se desarrollan procesos conjuntos que permiten  articular de manera colaborativa y complementaria el trabajo para la elaboración de documentos, la formulación de  recomendaciones y el impulso de  procesos en agendas internacionales.  
Es así que en estos espacios se da seguimiento a los hechos acontecidos en cada país y  la actuación de los Ombudsman, quienes en el completo ejercicio de sus atribuciones constitucionales y en respeto irrestricto a los Principios de Paris tutelan las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos a nivel global, y ejercen su rol de defensa, promoción y protección de los Derechos Humanos de sus connacionales, cumpliendo con independencia y autonomía su labor de supervisión al Estado en defensa de los derechos de las poblaciones y grupos más desfavorecidos.

Debe destacarse que en la gestión actual, se lidera la Secretaría General de la RINCHCA; cuyo comité coordinador está integrado por Sergio Micco / Branislav Marelic de la INDH de Chile (Región Sur), María del Rosario Piedra de la INDH de México (América del Norte), y Freddy Carrion de la INDH de Ecuador (Región Andina), este último, recientemente electo presidente de la Alianza Global de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI).  

De manera particular en el contexto de la pandemia por COVID-19, estos organismos han desarrollado un papel fundamental en el desarrollo de debates e intercambio de experiencias y buenas prácticas para documentar la labor de las INDH, elaborando directrices específicas para la atención de los grupos en mayor condición de vulnerabilidad, el registro de ataques contra las INDH, entre otras. 
También se han elaborado diferentes documentos de opinión entre los que destacan  el informe para la RINCHCA sobre las afectaciones generadas a partir de  las injerencias del poder Ejecutivo en contra del Ombudsman
; el  documento solicitado por el Comité de Derechos Humanos, sobre el proceso de consideración del estado del Sistema de Órganos creados en virtud de Tratados de Derechos Humanos de la ONU
;  los aportes para la elaboración del Informe Anual de Derechos Humanos del Departamento de Estado, Embajada de los Estados Unidos
; entre otros insumos como la elaboración de un video sobre el Rol de la INDH en etapas post CONFLICTO, que fue solicitado por  la Red Europea de INDH (ENRHI)
; y la participación de  una encuesta enviada por la GANHRI, sobre  INDH y COVID
. 
En el marco de la discusión de la propuesta de Resolución Bienal de la Instituciones de Derechos Humanos, en la  45ª sesión del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, se enviaron comunicaciones oficiales al Ministerio de Relaciones Exteriores de este país, a fin de que el Estado Salvadoreño apoyara la aprobación de dicha resolución, sin haber obtenido respuesta alguna; no obstante, el 6 de octubre de 2020 , muchos Estados de todo el mundo se comprometieron a fortalecer su apoyo a las instituciones nacionales de derechos humanos en medio de la pandemia de COVID-19 en curso.
D. Premio Nacional a la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos 
A través del Premio Nacional a la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos y Menciones Honoríficas, en diciembre 2020, se reconoció a mujeres, hombres, instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil que, de forma heroica, ejemplar, incluso anónima e invisible realizan acciones positivas para el cumplimiento, el respeto y garantía de los derechos humanos en nuestro país.

También, se concedieron menciones honorificas para aquellas personas o instituciones que junto a la PDDH durante el año realizaron un trabajo destacado a favor de las víctimas de violaciones a derechos humanos o promovido acciones educativas sobre los mismos. De igual manera se entregaron preseas postmorten a personas que ofrendaron su vida y trabajo por una sociedad más justa y respetuosa de los derechos humanos, entre estos se destacó la labor de Herbert Anaya Sanabria, Israel Antonio Quintanilla Cerna, María Julia Hernández Chavarría, Ignacio Ellacuría y Monseñor Oscar Arnulfo Romero. 
Asimismo, mediante éste se conmemoró que un 10 de diciembre de 1948, se proclamó en el seno de las Naciones Unidas la Declaración Universal de los Derechos Humanos, instrumento que representa el ideal común de todos los pueblos por alcanzar la libertad, la justicia y la paz en el mundo, teniendo como fundamento el reconocimiento de la dignidad humana y de los derechos iguales e inalienables de todas las personas.  

Llamamientos y recomendaciones relacionadas con las medidas estatales de atención y contención de la COVID-19

III. Posicionamientos públicos
A. Llamamientos y recomendaciones relacionadas con las medidas estatales de atención y 
contención de la COVID-19
a) Aspectos generales
1.  Lineamientos institucionales para atender la Emergencia decretada por el Consejo de Ministros ante la Declaratoria de Pandemia de COVID-19

A la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) le corresponde verificar aquellas situaciones de emergencia y crisis en el país, como la presentada a nivel mundial, luego que la Organización Mundial de la Salud declarara como Pandemia el brote del COVID-19, situación en la cual, en relación a las acciones a tomar para la prevención, se pueda advertir violaciones o potenciales violaciones a los Derechos Humanos; tal como se desprende del mandato constitucional, establecido en el artículo 194 romano I numerales  1°, 3°, 6°, 7°, 10° y 11° y en  el artículo 11 numerales 1°, 3,° 6°, 7°, 10° y 11° de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.   

El presente documento tiene como objetivo, brindar lineamientos a las diferentes dependencias de la PDDH para realizar una labor de verificación de manera análoga y sistemática, como método de verificación y recopilación de información pertinente, que luego permita al titular posicionarse sobre la situación de emergencia y la actuación o no de las autoridades competentes, así como la activación de las instituciones que componen el Sistema Nacional de Salud y otras instituciones , con el fin de asegurar los derechos humanos de las personas, sobre todo aquellas que están en condición de vulnerabilidad.

En tal sentido, el Suscrito considera que ante emergencias como la presente, la labor de verificación de la PDDH se vuelve necesaria para evaluar la actuación de las instituciones en la prevención, promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud de aquellos casos que se presentaren con el COVID-19 y asistir a las personas que se encuentran en situación de riesgo en sus necesidades no atendidas, particularmente las personas puestas en cuarentena en los diferentes establecimientos destinados para ellos. 

Por lo tanto, el trabajo de la PDDH se orienta en el monitorear y recabar información y en la observación de las acciones tomadas por las autoridades para proteger el derecho a la vida, y a la salud de la población ante la situación de emergencia decretada. En tal sentido, los lineamientos a seguir son los siguientes:

Ante la emergencia decretada por la pandemia del COVID-19, todo el personal técnico y administrativo de la PDDH deberá estar disponible para conformar equipos de trabajo o de verificación cuando les sea requerido, salvo consideradas excepciones.

Estar atentos de todos los medios de comunicación sobre las disposiciones emitidas por la Presidencia de la República y el Ministerio de Salud, como ente rector del Sistema Nacional de Salud, a efecto de monitorear y verificar las actuaciones de las instituciones competentes, respecto a los mecanismos de prevención y atención implementados, como los estados de cuarentena declarados a las personas que llegan a los diferentes puntos aéreos, marítimos y terrestres, incluyendo aquellos puntos ciegos  en las diferentes fronteras de nuestro país.

El personal de la sede central que reciba denuncias o tenga conocimiento de afectaciones al derecho a la vida o a la salud entre otros, en el marco de la pandemia del COVID-19 se abrirá un expediente único de situación y cuando sean recibidos nuevos casos, se irá levantando acta por cada caso presentado. En las Delegaciones Departamentales, se deberá abrir un expediente por cada delegación y en el mismo sentido que la Sede Central se irán anexando las actas que correspondan; enviando informe de ello a la Procuraduría Adjunta DESC.

Para las labores de verificación que se designen, en los diferentes lugares destinados a cuarentena, deberá considerarse que el equipo de verificación no se encuentre dentro de un grupo de personas con factores de riesgo, como personas mayores de 60 años, mujeres embarazadas y pacientes inmunocomprometidos (enfermedades renales, trasplantados, cáncer, diabetes, VIH, cardiopatías, entre otros) y que además este personal verificador cuente con los insumos mínimos para la prevención de la enfermedad, como la dotación de mascarillas, guantes, alcohol en gel, entre otros.

En las labores de verificación deberá observarse en los distintos establecimientos de salud de su jurisdicción sobre la existencia de casos sospechosos o confirmados, así como la existencia de protocolos de atención, la capacidad instalada para atender dichos casos y los insumos necesarios que debe tener el personal de salud que atenderá los mismos.

Verificar en los lugares destinados para la cuarentena que se garantice el respeto a los derechos humanos de las personas en estado de cuarentena, disponiendo de los suficientes recursos económicos, técnicos y humanos para realizar una atención inmediata, segura, en condiciones de dignidad y aplicando medidas prioritarias y condiciones básicas como alimentación de calidad, implementos de higiene personal, medicamentos, atendiendo a cada caso.

Verificar los protocolos de atención psicosocial en situaciones de crisis, tanto en los puntos de entrada y salidas del país como en los lugares de cuarentena, para minimizar o evitar el impacto en la salud física y emocional de la población en resguardo.

Verificar que se garantice el bienestar de niños, niñas y adolescentes, mujeres particularmente en estado de embarazo, ciudadanos que presenten condición de enfermedades crónicas y personas adultas mayores por su alto riesgo a contraer el COVID19, tanto en el momento de la recepción, el traslado y la permanencia de la cuarentena establecida y en caso de tener resultados positivos al virus, verificar en los centros de salud a los que sean remitidos.

Verificar la existencia de protocolos de atención para las personas en cuarentena, y la aplicación de los mismos en puestos fronterizos aéreos, terrestres y marítimos, que contemplen medidas de forma escalonada, a efecto de no exponer al contacto directo a las personas en tránsito en El Salvador y al personal que desarrolla actividades laborales en dichos puestos migratorios.

Verificar si las personas cuentan con la información adecuada respecto al señalamiento del lugar en que guardará la cuarentena, las condiciones físicas de las mismas y la atención médica y psicosocial que se le brindará; así como del tipo de personal que le prestará dicha atención.

Verificar sobre los establecimientos de salud que están destinados para albergar a las personas que resulten confirmados con el virus y la capacidad instalada de éstos.

Verificar si las personas declaradas en cuarentena se les ha realizado la prueba para detectar el COVID-19, si ha sido un servicio gratuito o han debido pagar por dicha prueba y qué tipo de personal le ha realizado la misma.

Verificar si las aerolíneas o encargados del transporte terrestre han brindado información a los pasajeros declarados en cuarentena, sobre la aplicación de tarifas por cambio de boleto o alternativas ofrecidas para regresar a su país de origen.

Verificar si en todos los puntos fronterizos del país se han dispuestos condiciones mínimas para la protección tanto de las personas que ingresan o salen del país como para el personal que da cumplimiento a las medidas indicadas por el Gobierno, como dotación de mascarillas, alcohol en gel, agua y otros insumos necesarios para la prevención.

Verificar la cantidad de personal designado para la atención de las personas en cuarentena.

Verificar sobre la actuación de los Comités de Protección Civil en los casos que se presenten en las diferentes jurisdicciones.  

El personal encargado de las indagaciones o investigaciones se mantendrá protegido y acatará las recomendaciones del personal sanitario encargado del centro de atención o cuarentena, se abstendrá de adelantar juicios de valor frente a los encargados. De ser posible, una vez autorizado, mantendrá comunicación con personas afectadas atendiendo las recomendaciones y evitando contactos o cercanía directa. 

El personal de la PDDH no podrá adelantar o prometer acciones que no están al alcance institucional en razón de no generar expectativas en los pacientes.

Informar de forma permanente al Procurador Adjunto para la Defensa de los Derechos Humanos, al Procurador adjunto DESC y a la Coordinadora Nacional de Delegaciones sobre las acciones verificadas y cualquier eventualidad en el marco de las afectaciones por el COVID-19. 

13 de marzo de 2020

2. Mecanismos de atención y protección de derechos humanos de la población en el contexto de la pandemia de COVID-19

Informo a la población que esta Institución Nacional de Derechos Humanos, adicional a las funciones ordinarias, desde del inicio de las alertas por el COVID-19 a nivel nacional ha realizado un especial monitoreo y supervisión a la Administración Pública, y ha proporcionado asistencia a las personas afectadas en el contexto de la pandemia, pronunciándome oportunamente haciendo los llamados públicos y recomendaciones a las autoridades respectivas, en específico, para mejorar las condiciones de atención a las personas que se encuentran en los centros de cuarentena, en garantía a los derechos humanos.

En esta oportunidad hago de su conocimiento que luego de evaluar la realidad nacional, con el ánimo de garantizar la continuidad del ejercicio de mi mandato hacia la población, de tutelar derechos humanos, he dispuesto lo siguiente:

El cierre temporal hasta nuevo aviso de las Delegaciones Departamentales y la sede central, como medida preventiva para garantizar la salud de la población usuaria y del personal.
Para recibir denuncias o avisos de parte de la población, se puede hacer a través de: a) las lineas telefónicas habilitadas (anexo directorio); b) por medio de la aplicación disponible en la Play Store denominada "PDDH EN LA EMERGENCIA"; c) en el espacio de denuncias de la página web oficial www.pddh.gob.sv: d) en la cuenta oficial de twitter "@PDDHEISalvador"; y e) en la cuenta oficial de Facebook "Procuraduría para la defensa de los Derechos Humanos de el Salvador".

Como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, sobre la base de mi mandato constitucional informo que continuar realizando las acciones necesarias para proteger y garantizar los derechos humanos de la población y, hago un llamado a mantener la calma, a colaborar con todas las medidas de salud dispuestas por las autoridades competentes, para prevenir y atender la pandemia.

19 de marzo del año 2020.

3. PDDH lanza APP para recibir denuncias

La Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) lanzó hoy una aplicación para recibir denuncias, avisos y consultas de la población ante constituidas, inminentes o posibles violaciones a los Derechos Humanos de las personas.

Se trata de la app: “PDDH EN LA EMERGENCIA”, una herramienta digital amigable, portable y fiable, que   funciona con dispositivos móviles y computadoras en la plataforma Android.

Esta aplicación (app) permitirá acercar los servicios de la PDDH en el contexto del distanciamiento social.   Con “PDDH EN LA EMERGENCIA” se estrechará la brecha generada por la medida; que ha demostrado ser eficaz para contener la propagación del COVID-19. Las personas podrán exigir el cumplimiento de sus derechos en continuidad, a través de esta app sin moverse a sede central, ni a delegaciones, ni exponerse a ser aprehendidos por su movilización.

Es la respuesta institucional, como alternativa, para garantizar la continuidad de la defensa de los Derechos Humanos de la población en el marco de la emergencia del COVID-19, en el contexto de la cuarentena nacional decretada por el Ejecutivo a través del Ramo de Salud, que restringe la movilización de la población y que ha implicado indebidamente; como se ha evidenciado a escala nacional, la retención de personas que sólo cumplen con su trabajo, suplen necesidades básicas u otra razón. 

Sobre esto, la PDDH ha manifestado que tal sanción debe ser de carácter administrativo y que no amerita retención ni mucho menos detención en centros, que contrario a la medida de distanciamiento social, expone a riesgo a las personas que han infringido la cuarentena nacional domiciliar.

 “PDDH EN LA EMERGENCIA” será muy útil para la población retenida en delegaciones policiales, en situación de cuarentena, centros de contención y familiares de personas retenidas, quienes demandan conocer de su situación.

“Esta aplicación acerca a la ciudadanía con la PDDH, porque los Derechos Humanos son siempre vigentes, intransferibles e inalienables” expresó el Procurador Apolonio Tobar respecto de esta aplicación digital.

“Ponemos a disposición de la población esta aplicación, úsenla, es para ustedes” enfatizó el titular de la PDDH.

26 de marzo de 2020
4. Llamado para que toda persona cumpla las medidas implementadas por las autoridades con el fin de garantizar salud y seguridad de la población ante la COVID-19
Debido a la crisis sanitaria generada por el COVID-19, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos atendiendo al mandato constitucional de velar por el respeto y garantía de los derechos humanos, supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas, promover y proponer medidas necesarias para prevenir violaciones, así como formular conclusiones y recomendaciones (artículo 194 romano i ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la constitución de la república y artículo 11 ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la ley de la procuraduría para la defensa de los derechos humanos) al país en general expresa:

Quiero dirigir este día mi mensaje hacia las personas con responsabilidades de dirección, titulares institucionales en la función pública, jefaturas, gerencias de empresas, personas con liderazgo en hogares y equipos de trabajo, a quienes invito a hacer suyo lo dispuesto en el artículo 1 de nuestra Constitución, que establece que la organización del Estado debe tener como origen y fin de su actividad la persona humana. 

Como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, me encuentro consciente de la grave situación que enfrentamos, en torno a la cual, personas al frente de instituciones públicas y de buena parte de la empresa privada, han suspendido o disminuido sus labores y enviado al personal bajo su dirección hacia sus hogares, haciendo importantes esfuerzos para garantizar su justa y necesaria remuneración y la continuidad de servicios vitales bajo otras modalidades.

Muchas personas han optado por reunirse en sus hogares, bajo el cobijo y cuidado de la familia, evitando las salidas y por tanto la exposición innecesaria; algunas personas, atendiendo lo mandatado por las autoridades, guardan con mucho sacrificio cuarentena en albergues; hay quienes, por la naturaleza de las funciones que realizan han debido continuar con sus labores diarias, adoptando con seriedad y compromiso las medidas de precaución que ya se han hecho públicas a través de medios oficiales. A todas esas personas expreso mi saludo respetuoso, solidario y lleno de esperanza; sin embargo, tristemente debo señalar el incumplimiento de medidas emitidas por las autoridades competentes por parte de algunas personas, quienes han desoído los múltiples llamados hacia la responsabilidad y precaución restando importancia a las directrices o han dado mayor valor al ánimo de lucro que a la vida de las personas. 

Hemos constatado además como otras personas al margen de la legalidad e incluso de forma temeraria, han querido sorprender a las autoridades convirtiéndose en factores de elevado riesgo agravando la ya muy delicada situación que afrontamos; frente a ellas debo expresar mi más firme condena y unirme a la voz ya reiterada de otros funcionarios públicos, a fin de que sean asumidas con celo y diligencia las instrucciones emitidas por las autoridades competentes para garantizar nuestra seguridad, integridad, salud y vida.

Ante esta emergencia hago el llamado a que seamos sensatos, consecuentes, prudentes y solidarios, respetemos la vida, lo que solo puede hacerse bajo la comprensión de que todas y todos formamos un solo cuerpo y que los actos u omisiones de unos afectan directamente a la totalidad. Demos cuenta pues, de nuestra humanidad en la asunción responsable de lo propio, y demostremos -como ya antes lo hemos hecho- la enorme resiliencia y grandeza de nuestro pueblo.

20 de marzo de 2020
5. Recomendaciones para la atención adecuada de la emergencia sanitaria
En este contexto de emergencia nacional debido a la crisis sanitaria generada por el Covid-19, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, atendiendo al mandato constitucional de velar por el respeto y garantía de los derechos humanos, supervisar la actuación de la administración pública frente a  las personas, promover y proponer medidas necesarias para prevenir violaciones así como formular conclusiones y recomendaciones (artículo 195, romano I, ordinales 1º, 7º,9º y 11º de la Constitución de la República y artículo 11, ordinales 1º, 7º,10º y 11º de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos) al país en general hace saber:

Se han realizado diversas acciones de verificación en la mayoría de centros de contención del coronavirus (CCC) debido a las denuncias por las condiciones a las que han sido sometidas diversas personas nacionales y extranjeras que recientemente ingresaron al país, especialmente pasajeros que en el Aeropuerto Internacional se les hizo firmar documentos para una posible cuarentena domiciliar pero que luego fueron enviados a albergues improvisados con condiciones de alojamiento.

Equipos de verificación de la PDDH entrevistaron personas enviadas a los CCC y las denuncias han sido similares, instalaciones improvisadas en estado de abandono, falta de información, escasez de personal sanitario, falta de insumos de aseo personal, hacinamiento e improvisación en la atención y falta de insumos de protección (para prevenir) en personal de salud y seguridad.

Considerando la importancia de la emergencia nacional, pero preocupado por la posibilidad que la operativización de la ley especial de restricción de derechos constitucionales pueda llevarnos a situaciones que ante la falta de planes de contingencia y tratamiento de la epidemia atenten contra la vida y la dignidad de los y las ciudadanas, hago los siguientes llamados y recomendaciones:

1) A todas las autoridades nacionales y locales, a atender los lineamientos de seguridad y prevención, siendo el Ministerio de Salud, la única autoridad delegada para determinar medidas urgentes relacionadas con la libertad de tránsito.
2) A los alcaldes municipales, a sumarse, a las actividades de contingencia con personal idóneo y equipado adecuadamente y en la medida de lo posible proveer a la población de insumos násicos sanitarios y paquetes de alimentos apersonas que se han visto imposibilitadas de generar ingresos. 

3) A las autoridades en general, a abstenerse de infundir temor y miedo colectivo que pueda traducirse en asedio comunitario, ya que ello puede provocar violaciones a los derechos humanos.

4) Al Gobierno de la República le invito a:
a) Conformar una Mesa de Trabajo con las autoridades sanitarias en las que se incluya al Colegio Médico y a la Procuraduría para Defensa de los Derechos Humanos, y que estas sean las encargadas de dar y manejar |aspectos médicos como las condiciones de los CCC, los protocolos de atención y los tratamientos adecuados reconocidos mundialmente.

b) Que a todas personas en los CCC se les practique la prueba para determinar o no la portación del Covid-19.

c) En caso haya nuevos traslados de personas que se encuentren en los CCC, previo a ellos se coordine al personal que los va a recibir y prepare las condiciones de las instalaciones en las que serán alojados. 

d) Que se garantice a todo el personal de salud condiciones y equipamiento idóneo para atención de las personas que se encuentran en los CC y de quienes resulten positivo con el Covid-19 para evitar que dichas personas sean contagiadas. 

e) Se valore atender la oferta técnica ofrecida por el Colegio Médico para contar con todas las herramientas posibles para la lucha contra el Covid-19. 

f) Se aseguren rutas de atención para que las diferentes empresas puedan hacer llegar sus productos a los centros de abastecimiento   de la población, pues en los lugares de mayor concentración poblacional el abastecimiento es diario. Que se garantice atención psicosocial a todas las personas que se encuentren e los CCC, pues sin duda el encierro, el aparente trato discriminativo, la falta de atención de problemas de salud, sin duda puede generar problemas de ansiedad o depresión. 

g) Activar el primer nivel de atención médica (unidades de salud comunitaria)

h) Garantizar que las personas en condiciones de cuarentena obedezcan estrictamente a prevenir la propagación del virus y no se violenten libertades fundamentales como la comunicación con su familia, movilidad interna, alimentación adecuada y medidas de aseo personal.

i) Se brinde equipamiento necesario a personal de la Fuerza Armada y Policía Nacional Civil que dan seguridad en los CCC y demás lugares para que pues prevenir el contagio.

5) A ANDA: a que se verifique la posibilidad de regular el suministro de agua potable en zonas con desabastecimiento con el fin de que la población pueda seguir con las recomendaciones de higiene que la Presidencia de la República ha indicado.

6) A las autoridades del Ministerio de Economía y la Defensoría del Consumidor, a permanecer vigilantes y atentos a posibles hechos de acaparamiento, desabastecimiento y alteración de precios de aquellos productos básicos recomendados para la prevención.

7) A las diferentes instituciones de gobierno, a que se sumen al llamado de suspensión temporal de actividades laborales para no poner en riesgo de contagio del Covid-19 al personal, tal como lo establecen los incisos 2do. y 3ro. del artículo 5 del Decreto Legislativo 593 (Estado de Emergencia Nacional por Covid-19). 

8) A población en general le insto a acatar las medidas de prevención emitidas por las autoridades competentes, manteniéndose en calma, verificando información a través de sitios oficiales, siguiendo instrucciones y recomendaciones sanitarias a efecto de evitar la propagación del Covid-19, recordando que, en caso de presentar algún síntoma, debe marcarse el 132.

Finalmente reitero el compromiso de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de seguir vigilante de la garantía del derecho humano a la salud y la vida de la población salvadoreña. 

21 de marzo de 2020

a) Restricciones al ejercicio de derechos 

1. Medidas de Restricción Temporal del Ejercicio de los Derechos de Reunión y Libertad de Tránsito, a fin de contener la pandemia COVID-19, decretadas por el Ministerio de Salud Pública

La noche de ayer 21 de marzo de 2020, el Presidente de la República anunció la restricción por 30 días de los derechos de Reunión y Libertad de Tránsito, decretados en ocasión de la emergencia en materia de salud pública ocasionada por la pandemia del virus COVID-19. Al respecto y de conformidad al mandato constitucional conferido en los artículos 194 romano I ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la Constitución de la República; y 11 ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, en mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, Expongo:

1) Soy consciente de la gravedad de la situación mundial que ahora enfrentamos y de la impostergable necesidad de adoptar medidas que prevengan el contagio masivo del virus COVID-19 para salvaguardar la salud y la vida de la población salvadoreña.

2) Comprendo que, bajo ciertas circunstancias, resulte imprescindible intervenir o limitar temporalmente el ejercicio de ciertos derechos a fin de garantizar la vigencia de otros a su vez fundamentales.

3) Concuerdo con que en el cometido de evitar la propagación del virus COVID-19, todas y todos jugamos un rol importante y que, en ese sentido, debemos con responsabilidad estar dispuestos a realizar sacrificios significativos para alcanzar los objetivos ulteriores.

4) Acompaño con firmeza el esfuerzo de servidoras y servidores públicos que, en virtud de su especialización, mandato y competencia, desempeñan un rol vital en la garantía de los derechos de la población, aún a costa de la asunción de vulnerabilidades y riesgos en régimen de excepción.

No obstante, hechos históricos y recientes en el ejercicio de la autoridad por parte de servidores públicos, el mi mandato constitucional que ostento y compromiso ético y moral, ameritan la no abstracción de este servidor respecto de los abusos que la suspensión de garantías pudiese conllevar.

Preocupa en especial el hecho que ante la inexistente reglamentación; carencia de instrucciones precisas, oportunas y acertadas; insuficientes controles internos; poca certeza e imprecisión en las indicaciones; inexperiencia de servidores en circunstancias de excepción; cansancio, estrés o hasta insensatez por parte de personas encargadas de garantizar el cumplimiento de las restricciones decretadas; se produzcan abusos, excesos o arbitrariedades que conlleven al atropello de los derechos humanos de la población.

Ante ello es preciso que el órgano responsable, en este caso, el Ejecutivo, eleve con diligencia todos los mecanismos que la legalidad y el Estado de Derecho disponen para la garantía del respeto de la esfera jurídica de toda la población.

Debe por tanto, asegurar el buen funcionamiento y garantizar las condiciones para el libre ejercicio del propio mandato de entidades constituidas por naturaleza como garantes de los más esenciales derechos, entre ellas la IGSP, ISDEMU, CONNA, ISNA, CONAIPD, CONAVIH y por supuesto PDDH y demás instituciones del Ministerio Público, quienes a su vez estamos obligados a facilitar a la población canales de comunicación para generar respuestas eficaces y oportunas y a informar debidamente sobre el resultado de nuestras actuaciones. 

Debe además el Órgano Ejecutivo, garantizar la adecuada atención de poblaciones que tras la desaparición de la Secretaría de Inclusión Social carecen ahora dentro del mismo de un referente directo para la defensa de sus derechos, como es el caso de la población LGBTIQ+ y de personas adultas mayores.

Ahora más que nunca, es menester que se instruya adecuadamente a servidores en materia de seguridad pública SOBRE EL TRATO DIGNO Y APROPIADO A SERES HUMANOS en cualquiera de las circunstancias, en la necesidad y proporcionalidad que deben reunir las medidas que se empleen frente a una coyuntura específica; y en la necesidad de privilegiar siempre la opción menos gravosa a la esfera de derechos ante una multiplicidad de alternativas.

Ante la suspensión temporal de derechos constitucionales resulta imperante la subsistencia de las garantías judiciales indispensables para la protección de la propia esfera jurídica; la población debe tener a su mano recursos sencillos, rápidos y efectivos; que posibiliten el control jurisdiccional de las decisiones adoptadas por otros órganos en afectación de derechos fundamentales individuales y colectivos.

Por lo tanto, con base en las atribuciones expresadas en la norma constitucional y legal arriba mencionada, recomiendo:

1) A las y los servidores públicos enunciados en este pronunciamiento y demás instancias estatales compelidas, incluyendo a la PDDH, a prestar nuestros servicios con celo y desde una visión holística, poniendo al centro de nuestra misión a la persona humana y la garantía de su dignidad, en cumplimiento de nuestros respectivos mandatos. 

2) A las diferentes entidades que conforman el Órgano Ejecutivo, a actuar con cautela, mesura, sensatez y responsabilidad; a garantizar el respeto irrestricto de todos los derechos no afectados por el régimen de excepción; a cerciorarse en forma responsable de las circunstancias que podrían constituir una desavenencia frente a las medidas ordenadas, y aún frente a ellas, ceñirse absolutamente al respeto a la dignidad humana.

3) En ese mismo sentido, a mantener una comunicación responsable. Es decir, que las medidas que se tomen sean lo más claras posibles al momento de comunicarlas y tomarse el tiempo de transmitir cualquier cambio o aclaración adicional a la población que no tenga acceso a redes sociales. Esto, con el fin de evitar que, por desconocimiento o falta de actualización, las personas incurran en incumplimiento y se violenten innecesariamente sus derechos.

4) Recomiendo, además, garantizar la seguridad e integridad de todas las personas que por fuerza mayor o estado de necesidad deban hacer uso de espacios públicos restringidos, entre ellas, personas en búsqueda de insumos básicos para la propia subsistencia, la de su grupo familiar o la de personas confinadas en albergues. Al respecto, es importante estandarizar entre la población y los encargados de controlar la circulación (PNC y FAES) medidas de identificación (DUI, carné de empleados, constancias de trabajo) para evitar llevar al extremo las restricciones presidenciales.

5) Consecuentemente, es menester designar un lugar para las personas quienes, habiéndose confirmado estar incumpliendo las nuevas medidas, guarden cuarentena sin que se perjudique a quienes ya se encuentran en albergues, cumpliendo cuarentena desde hace varios días. 

6) Al Órgano Judicial, a hacer efectivas las garantías judiciales indispensables para la protección de derechos, a efecto de que la suspensión de garantías no exceda la medida de lo estrictamente necesario para atender la emergencia, y que la actuación de los poderes públicos no desborde los límites señalados en las disposiciones, aún dentro de la situación de excepcionalidad jurídica vigente.

7) De igual forma recomiendo al Órgano Judicial, adopte las medidas necesarias de acceso a sus juzgados y demás dependencias, a fin de que la restricción de la libertad ambulatoria no constituya obstáculo para el ejercicio de los derechos de la población y para el cumplimiento del mandato conferido.

8) Finalmente recomiendo al Órgano Ejecutivo que valore la posibilidad de habilitar el libre tránsito de empleados y empleadas (debidamente identificados) de las diferentes organizaciones de la sociedad civil que laboran en la vigilancia, monitoreo y vigencia de derechos humanos de la población salvadoreña. 

Hago finalmente un llamado a toda la población salvadoreña; a actuar con calma, serenidad y buen juicio; a evitar toda forma de estigma y discriminación en contra de personas que han resultado o resulten infectadas por el virus COVID-19; a unirnos como un solo pueblo, solidarios en el propósito de reducir a su expresión mínima la afectación que la pandemia del citado virus traerá a nuestras vidas. Les invito a confiar, apoyar y proteger a todas las servidoras y servidores públicos que ahora se encuentran en la primera línea de protección y a acatar con espíritu de corresponsabilidad sus indicaciones y lineamientos, en tanto estén ejecutados para nuestro propio amparo.

22 de marzo de 2020
b) Derechos de las personas salvadoreñas retornadas y varadas en el exterior

1. La Situación de las Personas Salvadoreñas en el Exterior, Personas Retornadas en Centros de Contención por la pandemia COVID-19

En atención a mi mandato constitucional conferido en el artículo 194 romano I, ordinales 1°, 2º, 3º, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República, estimo de manera urgente pronunciarme sobre la situación de las personas migrantes en el contexto de la pandemia del Covid-19, al respecto expongo lo siguiente: 

Como Defensor del Pueblo, he realizado acciones para dar seguimiento a las condiciones de diversos grupos en situación de vulnerabilidad, en contextos de migración tales como: salvadoreños que se encuentran en el exterior, personas retornadas en los centros de contención. Dichas acciones se han enfocado en tener un monitoreo permanente de medios de comunicación, verificadores en situ y monitoreo remoto en el caso de personas retornadas y comunicaciones oficiales para realizar gestiones directas con autoridades competentes.

En lo que respecta a las personas salvadoreñas que se encuentran en el exterior, desde el primer momento que se adoptaron medidas de parte del Órgano Ejecutivo, solicité informe al Ministerio de Relaciones Exteriores, sobre las acciones adoptadas para garantizar a nuestros connacionales el derecho a la protección consular en el exterior y el monitoreo constante sobre su situación, petición que reiteré de forma reciente. 

Sin embargo, hemos tenido conocimiento de casos de personas salvadoreñas en diferentes países que han solicitado gestiones de buenos oficios a esta Procuraduría, para que se inste a las autoridades consulares que realicen las coordinaciones necesarias, de ser procedente, para retornar al país, tal es el caso de 78 personas salvadoreñas que se encuentran en Panamá, que consideran necesario su retorno y someterse a la cuarentena respectiva, tal como lo ha determinado el Órgano Ejecutivo. De igual forma el caso de 25 personas salvadoreñas en Colombia, quienes se encontraban temporalmente en dicho país en actividades académicas y en el contexto de la pandemia no pudieron regresar a El Salvador; a quienes se suman 24 personas que se encuentran en Miami; 1 persona que se encuentra en Costa Rica; y 30 personas que se encuentran en Nicaragua.

En los primeros dos casos reconozco que hay un esfuerzo de las autoridades consulares salvadoreñas de retomar su petición, sin embargo, aún no reciben una respuesta definitiva, ni información certera al respecto. En este punto es necesario hacer énfasis en lo esencial del derecho a la protección consular, como una obligación del Estado salvadoreño de asistir humanitaria y legalmente a nuestros connacionales, facilitarles las gestiones necesarias dentro de su competencia y de garantizar el derecho a la información y difusión sobre dichas acciones. Dando cumplimiento a las disposiciones de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares
 que en su artículo 67 establece la obligación estatal de cooperar de la manera que resulte apropiada en la adopción de medidas relativas al regreso ordenado de los trabajadores migratorios y sus familiares al Estado de origen cuando decidan regresar, cuando expire su permiso de residencia o empleo, o cuando se encuentren en situación irregular en el Estado de empleo o inclusive cuando se encuentren en situación regular.
Por otra parte, desde el cumplimiento de mi mandato, he dado seguimiento a las condiciones de las personas salvadoreñas retornadas, que se encuentran en centros de contención, de acuerdo a verificación in situ realizada por personal de esta Procuraduría, a la Dirección de Atención al Migrante de la Dirección General de Migración y Extranjería y al Centro Integral de Atención a las Personas Migrantes, se pudo constatar por medio del personal del Ministerio de Salud adscrito a dicha Dirección, que las personas retornadas se someterían a la cuarentena, además que habían personas repatriadas de México y Estados Unidos, a las cuales se les realizaba su chequeo médico al ingreso. Paulatinamente fueron habilitándose 3 centros de contención más para personas provenientes de Estados Unidos, en el caso de México, cesaron las deportaciones. De acuerdo a las últimas cifras verificadas en los centros referidos se contaban con 345 personas en totalidad, 61 mujeres y 284 hombres.
La información obtenida por esta Procuraduría ha sido muy limitada, por la falta de colaboración de las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería, quienes ante nuestras peticiones y monitoreo tanto in situ como de forma remota, no han proporcionado una información amplia sobre las condiciones de los centros, en algunos se ha negado información por parte de los administradores, ante directrices del Director General de la mencionada dependencia. Esta situación es preocupante, debido a que dicha autoridad está obligada a dar cumplimiento a lo establecido en los artículos, 10 y 34 de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, de lo contrario puede incurrir en las responsabilidades establecidas en el artículo 46 del mismo cuerpo normativo, por obstaculizar nuestro mandato. 

Por lo tanto, en consonancia con mi mandato establecido en el artículo 194 de la Constitución de la República realizo las siguientes recomendaciones:
1) Exhorto a la señora Ministra de Relaciones Exteriores, Alexandra Hill Tinoco, que realice por medio de la red consular salvadoreña en el Exterior, la divulgación de las acciones de protección consular a realizar en el contexto de la pandemia; y establezca medios accesibles de comunicación para que las personas salvadoreñas en el exterior conozcan sobre sobre las mismas, puedan canalizar sus peticiones y obtener respuestas oportunas.

2) A la misma autoridad en el caso que nos ocupa, le recomiendo brindar una respuesta e información necesaria a las personas salvadoreñas que se encuentran en Panamá y Colombia, con el fin de solventar su situación de retorno al país y en caso de no ser posible, velar por su protección y derechos proporcionándoles asistencia desde el exterior.

3) Al Director General de Migración y Extranjería se le recomienda acatar las disposiciones de la Ley de esta Procuraduría, concernientes a prestar colaboración y la información que se requiera, para no incurrir en las responsabilidades del artículo 46 de esta institución, por lo cual se solicita gire las directrices a las dependencias a su cargo para que puedan proporcionar la información que se requiera.

4) A las autoridades de migración, protección civil, administradores de centros de contención de personas reportadas y personal médico adscrito a los mismos se les solicita garantizarles la protección necesaria no solamente en el tema de salud física y mental, sino también identificando otras necesidades de protección, si migraron por tener un temor fundado de persecución por violencia social o de género y por lo tanto al finalizar las restricciones por las medidas, se necesitarían otras acciones adicionales para proteger su integridad y proporcionarles los medios necesarios de acceso al trabajo para su integración a la sociedad.

Finalmente, reitero mi compromiso de realizar acciones coordinadas para la protección y asistencia de las personas retornadas en situación de contención y población en general, así como también de mantenerme vigilante de las acciones realizadas por las instituciones antes referidas para la garantía y respeto por los derechos humanos. 

29 de marzo del 2020.

2. Posición sobre declaraciones del Ministro de Justicia y Seguridad Pública sobre los Centros de Contención para las Personas Retornadas

En mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos y en atención a mi mandato Constitucional, conferido en el artículo 194 romano I ordinales 1°, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República, me refiero a la situación que enfrentan las personas retornadas albergadas en centros de contención, y expongo lo siguiente:

Expreso mi preocupación ante las declaraciones del señor Ministro de Justicia y Seguridad Pública, Rogelio Rivas, el 15 de mayo del presente año en un programa nacional de noticias1, haciendo referencias a dificultades surgidas en los centros de contención de personas retornadas de los Estados Unidos, manifestando que como ha sido del registro de los medios de comunicación esa “población es un tanto complicada de tratar”.

Este tipo de expresiones y acciones realizadas reflejan la utilización de un enfoque represivo y de seguridad en el abordaje con las personas retornadas y de otros centros, generando diferenciación en el trato y asignando menores condiciones adecuadas en los centros de contención de los mismos.

Además, fomenta en la sociedad salvadoreña escenarios de discriminación, criminalización y estigma por su condición de migrantes retornados, cuando lo que necesitan es la identificación de sus necesidades de protección, que se les garantice sus derechos a la información y a la salud física y mental, en condiciones dignas durante dure su proceso de cuarentena.

Por lo antes planteado, y en total concordancia con las medidas establecidas por diferentes organismos internacionales, recomiendo al Estado y todo su aparataje gubernamental a:

1) Evitar que las medidas de contención y reducción de la pandemia del COVID-19 se basen en justificaciones discriminatorias, ya que incluso las políticas generales pueden tener efectos discriminatorios si tienen un impacto desproporcionado en personas o grupos en situación de vulnerabilidad2, como es el caso de esta población, con especial énfasis en las personas retornadas con necesidades de protección.

2) Utilizar un enfoque de atención diferenciada, no generando tratos discriminatorios, sino brindando una atención especializada la cual es requerida por una persona o grupos de personas debido a su situación de vulnerabilidad, respondiendo siempre a los principios de igualdad y no discriminación.

Un abordaje de respeto a las diferencias implica que las medidas de atención, asistencia y protección de las personas corresponderán al grado de vulnerabilidad en que se encuentren, entre otras causas, en razón de la edad, sexo, orientación sexual, identidad o expresión de género, etnia, condiciones de discapacidad, situación de exclusión u otras3. En este sentido, reitero mi compromiso de realizar acciones coordinadas para la protección y asistencia de las personas en situación de contención y población en general, así como también de mantenerme vigilante de las acciones realizadas por las instituciones antes referidas para la garantía y respeto por los derechos humanos.

18 de mayo del 2020

3. Personas Salvadoreñas que se encuentran Varadas en el Exterior ante el Cierre de Fronteras y el Aeropuerto Internacional en el contexto de la pandemia por COVID-19

A partir de la declaratoria de emergencia en El Salvador mediante el decreto legislativo 593 de fecha 14 de marzo del presente año, connacionales que se encontraban en diferentes partes del mundo quedaron sin poder regresar al país, por el cierre de fronteras y el aeropuerto internacional.

Al respecto, como Procurador para la Defensa de Derechos Humanos he dado seguimiento a la situación desde el inicio de la emergencia, solicité informe, mediante oficios dirigidos a la Ministra de Relaciones Exteriores, licenciada Alejandra Hill Tinoco, y a la Dirección de Asistencia y Protección para los salvadoreños en el Exterior, de fecha 24 y 30 de marzo respectivamente; en el que indicaran los lineamientos o protocolos implementados en el contexto de la emergencia, y las acciones implementadas por la representación diplomática; sin recibir respuesta alguna a esta fecha.

Mediante pronunciamiento de fecha veintinueve de marzo del presente año1, exhorté a la señora Ministra de Relaciones Exteriores, que realizara por medio de la red consular salvadoreña en el exterior, la divulgación de las acciones de protección consular a implementar en el contexto de la pandemia. En el mismo sentido, el ocho de abril del corriente año, esta Procuraduría emitió resolución  en la cual se calificó la negativa del Estado salvadoreño de impedir el ingreso de las personas salvadoreñas, como una afectación al derecho de las personas referidas, a que no se les prohíba la entrada en el territorio de la República, se consideró que las omisión de las acciones del órgano Ejecutivo, contrariaban lo establecido en los artículos 5 de la Constitución, entre otros instrumentos internacionales.

Por su parte la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, admitió la demanda del proceso de Amparo 167-2020, el 8 de abril del presente año, ordenó como medida cautelar la creación inmediata de un plan de repatriación gradual de los connacionales. En resolución de fecha 15 de mayo, ordenó, entre otras medidas, ampliar el número de repatriaciones; y reducir el plazo de 14 semanas propuestas para finalizar el plan de repatriación, por considerarlo irrazonable, teniendo en cuenta la precariedad en que los aludidos salvadoreños se encuentran.

Por lo anterior, en mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, tal como lo he manifestado en diferentes medios y oportunidades, considero preocupante todavía se tenga un plan insuficiente para resolver la situación de las personas “varadas”, y el retardo injustificado para repatriarlas; lo cual resulta atentatorio a la dignidad humana, y además constituye un incumplimiento a la Constitución de la República y los tratados internacionales ratificados por el Estado Salvadoreño; entre ellos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual en su artículo 12 numeral 4 establece “Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país”.

Es importante mencionar que el interés de prevenir la propagación de la enfermedad y salvaguardar la salud de la población salvadoreña;  no justifica la medida de restricción para ingresar al país por parte de nuestros conciudadanos varados, ya que se pueden realizar las pruebas, y en caso de resultar positivas, brindar los tratamientos médicos necesarios para recuperarles en su salud; por lo que, además de restringir el ingreso al país, también se está negando el acceso a recibir los servicios de salud y otros derechos relacionados.

Por lo tanto, en el ejercicio de mi mandato de velar por el respeto y garantía de los derechos humanos establecido en el artículo 194 romano I ordinales 1º, 7º y 11; y 11 ordinales 1°, 7° y 11° de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

EXHORTO al presidente de la República, señor Nayib Bukele Ortez, adoptar las medidas urgentes y necesarias para garantizar la repatriación de todas las personas que se encuentran varadas en el exterior sin poder ingresar al país; asimismo, asegurar que a su regreso se realicen las pruebas correspondientes y, en caso de ser necesario, se garantice el cumplimiento de la cuarentena reglamentaria en condiciones que respeten su dignidad humana.

RECOMIENDO a la señora Ministra de Relaciones Exteriores, Roxana Hill Tinoco, evaluar los mecanismos de comunicación y protección consular utilizados para que sean eficientes, suficientes y garantes del derecho a la información de las personas salvadoreñas en el exterior. Asimismo, realizar gestiones necesarias y urgentes para brindar asistencia humanitaria.

SOLICITO a las mismas autoridades que en el plazo de cinco días posteriores a la notificación de este pronunciamiento remitan informe sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a lo recomendado por esta Procuraduría y por la honorable Sala de lo Constitucional en el proceso Amparo 167-2020.

28 de mayo de 2020

4. Conmemoración de la Semana del Migrante

Como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, reconozco el papel fundamental que desempeñan las personas migrantes salvadoreñas en el exterior, así como el aporte de personas extranjeras y trabajadores migrantes en nuestro país, y me sumo a la conmemoración de la semana del Migrante, establecida por medio de Decreto Legislativo N° 71 en septiembre del año 1997, destacando las diferentes actividades desarrolladas por organismos internacionales y sociedad civil.

Esta Procuraduría reconoce que existen muchas situaciones que ponen en condiciones de vulnerabilidad a las personas migrantes en los países de origen, tránsito y destino, entre ellas: las condiciones climáticas adversas, la xenofobia, políticas de militarización, asesinatos, desapariciones, robos, secuestros, trata de personas y otras violaciones a derechos humanos como prácticas sistemáticas, que se realizan en la zona fronteriza entre México y Estados Unidos. Según datos del Proyecto Migrantes Desaparecidos de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) entre el periodo del 1 de enero y 10 de agosto del 2020 se contabilizan 173 migrantes fallecidos en dicha franja fronteriza, convirtiéndola en la tercera ruta con mayor índice de mortalidad a nivel mundial. 

Reitero mi preocupación por el contexto mundial derivado de la Pandemia del Covid-19, y sus múltiples impactos generados en la población migrante: de índole sanitarios, económicos y psicosociales; los cuales son más marcados en las poblaciones que viven en condiciones precarias, que poseen escasos recursos y tienen limitado acceso a los servicios sociales y de salud , principalmente afectan a las personas migrantes que se encuentran en situación de irregularidad en el extranjero, aquellos que viven en condiciones de hacinamiento, y en circunstancias laborales inestables, informales o peligrosas.

Sumado a lo anterior, los impactos y estrategias para afrontar la migración y la crisis sanitaria mundial por el coronavirus están condicionadas por factores de género; por lo tanto, es imprescindible destacar el mayor grado de vulnerabilidad que sufren las mujeres, quienes además asumen mayoritariamente el trabajo doméstico no remunerado, situación que sobrecarga desproporcionalmente a las mujeres en relación a otros grupos. 

Como parte de las atribuciones constitucionales conferidas a esta Procuraduría, y por comunicaciones o avisos recurrentes recibidas de personas usuarias durante el actual período de emergencia nacional, se efectuó un monitoreo al accionar de las instituciones del Estado y de la realidad tanto nacional como internacional de las personas salvadoreñas migrantes retornadas en condiciones vulnerables. Según datos de la Dirección General de Migración y Extranjería, para el mes de marzo del presente año, se recibieron 1609 personas retornadas de diferentes países, para llegar a la cifra en el mes de julio de 3,493 personas migrantes retornadas de México y Estados Unidos principalmente durante el periodo de emergencia.

Si bien las personas retornadas fueron enviadas a centros de contención, para las medidas sanitarias correspondientes, se constituyó primordial evaluar, las condiciones generales de dichas instalaciones y todo lo relacionado a la logística y tratamiento hacia las personas, entre otras cosas, hallazgos relevantes en los CCC como: a) Los traslados e ingresos en centros de contención se hicieron sin la debida clasificación y sin tomar en cuenta factores de riesgo como origen y morbilidades; b) La mayor parte de instalaciones carecían de las condiciones necesarias para la separación y el distanciamiento físico exigido para evitar la propagación del virus; c) Los centros no contaban con la infraestructura sanitaria adecuada que posibilitara condiciones de higiene y salubridad ante estadías prolongadas y tampoco se brindaba suficiente provisión de artículos de higiene personal.

Los aspectos antes señalados, fueron debidamente documentados y notificados a las autoridades responsables de los Centros de Contención como de la Dirección General de Migración y Extranjería y del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, entre otros, por medio de la resolución de fecha 22 de mayo de 2020 señalando como principal vulneración el derecho a la no discriminación por la condición de persona retornada en condiciones vulnerables, pues los lugares designados por el Gobierno Central, fueron instalaciones que no estaban acondicionadas para recibir y albergar a los migrantes que llegaban al país. 

Por otra parte, el cierre del Aeropuerto Internacional de El Salvador “San Óscar Arnulfo Romero y Galdámez” como parte de las medidas implementadas para el control y contención de la pandemia, derivó en una escalada de afectaciones para aquellos compatriotas que habían salido del país por diversos motivos y que debían retornar al país.

Esta Procuraduría documentó desde finales del mes de abril diversas solicitudes de personas migrantes salvadoreñas que se encontraban esperando a ser repatriados en diferentes países, y los cuales señalaron que no recibieron el acompañamiento consular y que, incluso no les fue posible establecer comunicación por las vías que estableció el Ministerio de Relaciones Exteriores y ser tomados en cuenta dentro del Plan de Repatriación Gradual de Salvadoreños que se encuentran en el Exterior. 

Debe destacarse que en los casos registrados se recibió perfiles de compatriotas que estaban en condiciones críticas, prevaleciendo situaciones de salud, casos de mujeres salvadoreñas embarazadas y reportes en los cuales los salvadoreños se encontraban en estado de depresión y otro número considerable de personas se encontraba en condiciones precarias, ante la imposibilidad de registrarse o comunicarse con las sedes consulares, y del proceso tardado para retornar a El Salvador.  

Según estimaciones del Ministerio de Relaciones, publicado en su sitio web el pasado 4 de agosto del presente año, a esa fecha se habían repatriado más de 5,000 salvadoreños, procedentes de aproximadamente 147 países. Al día 30 de agosto de este mismo año, Cancillería reporta en su sitio oficial que ha logrado retornar aproximadamente 6,500 salvadoreños.

Por otra parte, deseo subrayar las recomendaciones emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en el marco de la pandemia por Covid-19 para el ejercicio de los derechos humanos de la población migrante, refugiada y desplazada, prestando debida atención a las necesidades particulares quienes se ven obligados a desplazarse a raíz de la violencia, amenazas o riesgos contra su integridad personal y cuya condición se ha visto agravada debido al cierre de fronteras, limitantes a la movilidad interna u otro tipo de barreras sanitarias. Entre las cuales se encuentran que los Estados deben tomar medidas específicas para incluir a las personas en situación de movilidad humana en las políticas y servicios de prevención y respuesta al COVID-19, incluyendo garantizar el acceso equitativo a la información, las pruebas y la atención médica, independientemente de su situación migratoria.

Finalmente,  por la importancia que reviste la semana del Migrante en El Salvador deseo manifestar y destacar la Conmemoración de los diez años de la firma del Convenio “Acuerdo de Cooperación Interinstitucional para la Creación de Mecanismos de Intercambio de Información Sobre Migrantes No Localizados y Cuerpos No Identificados”; instrumento que dio origen al Banco de Datos Forenses de Migrantes No Localizados de El Salvador, conformado por el Comité de Familiares de Migrantes Fallecidos y Desaparecidos de El Salvador (COFAMIDE), el Vice Ministerio de Relaciones Exteriores, el Equipo Argentino de Antropología Forense (EAAF) y la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, el cual fue firmado el 25 de agosto del año 2010.

Dicho esfuerzo interinstitucional, impuso una novedosa forma de trabajo entre instancias del Estado, el cual subsiste hasta la fecha, dicho espacio de coordinación ha posibilitado en gran medida que el Estado posea una alternativa o vía para poder garantizar resultados a las familias afectadas, sobre  la identificación científica de personas migrantes salvadoreñas que han fallecido en la ruta migratoria; sin embargo, es necesario que el Estado salvadoreño asuma en su totalidad el deber de garantizar, mecanismos de búsqueda e identificación, con medidas legislativas, políticas migratorias, integrales y acciones para la asistencia y protección a las familias víctimas de migrantes desaparecidos.

En consecuencia, sobre la base de mi mandato establecido en el artículo 194 romano I ordinales 1°, 2°, 7° y 11° de la Constitución de la República, expongo las siguientes recomendaciones: 

Al Señor Presidente de la República, Nayib Armando Bukele, y a la señora Canciller de la República, Alexandra Hill Tinoco, revisen el actual sistema de protección consular, a efecto que se permita ampliar y potenciar la intervención en favor de la población migrante salvadoreña que se ve afectada por las diferentes políticas de control migratorio en la región y por el actual escenario de pandemia provocado por el Covid-19 a nivel global; para garantizar de forma irrestricta la protección de los derechos fundamentales a la población salvadoreña migrante, en diferentes condiciones jurídicas en el exterior y que requieren la intervención del Estado salvadoreño. 

De igual forma insto al Ministro de Salud, Dr. Francisco José Alabí a liderar junto al Consejo Nacional para la Protección y Desarrollo de la Persona Migrante y su Familia (CONMIGRANTES) la creación de programas de salud mental con enfoque multicultural, derechos humanos y género para la detección, atención y recuperación de las secuelas del estrés psicosocial ocasionadas por la pandemia del Covid-19, dentro del cual se establezca como eje de atención la inclusión de las personas migrantes, desplazadas internas, personas migrantes salvadoreñas que estuvieron en el exterior esperando a ser repatriados en condiciones vulnerables. 

A las autoridades del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, por medio de la Dirección de Atención a Víctimas y personas retornadas y sus oficinas locales, a iniciar de forma inmediata, la elaboración de medidas específicas para la asistencia e integración a la sociedad salvadoreña de las personas retornadas con necesidades de protección, en razón de que normalmente regresan al lugar donde pueden persistir los riesgos a su vida, salud y seguridad que obligaron su partida; por lo tanto, se constituye en urgente la creación e implementación de medidas afirmativas adicionales para resguardar la integridad y la vida de dichas personas que son afectadas por estructuras criminales.

1 de septiembre de 2020

c) Derecho a la salud
1. La importancia de garantizar el derecho a la salud mental de la población en general y personas en centros de contención en el contexto de la pandemia de COVID-19

En mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos y en atención al mandato que se me ha conferido en el artículo 194 romano I, ordinales 1°, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República, me refiero a la importancia de proporcionar atención psicosocial, a las personas albergadas en centros de contención y a la población en general a consecuencia de la pandemia COVID-19, por ello, expongo lo siguiente: 

Reitero la gravedad que la pandemia del COVID-19 ha generado a nivel mundial y la necesidad de seguir adoptando medidas urgentes para prevenir el contagio masivo de la población salvadoreña, , pero también es importante señalar que debe retomarse por el Estado salvadoreño, el derecho a la salud mental como un derecho básico de la población en general y sobre todo de las personas que se encuentran en los centros de contención desde hace varios días.

Estimo que, desde la perspectiva de la salud mental, una pandemia implica una perturbación psicosocial que puede exceder la capacidad de manejo de la población afectada. Con base a lo anterior, deseo reafirmar lo señalado por la Organización Mundial de la Salud (OMS)
 en el sentido que es normal sentirse “estresado, confuso y temeroso” debido a la crisis que se experimenta. 

Por otra parte, es preciso señalar como lo destaca la Organización Panamericana de la Salud (OPS)
 que los efectos en la salud mental, generalmente, son más marcados en las poblaciones que viven en condiciones precarias, que poseen escasos recursos y tienen limitado acceso a los servicios sociales y de salud.

Por lo tanto, expreso mi preocupación ante las consecuencias que la pandemia del COVID-19 puede generar en la población en general y considero que no se reconocen los problemas de salud mental en su verdadera dimensión y el impacto que pueda generarse a consecuencia de la crisis, aunado a ello el estigma y la falta de información sobre las afectaciones mentales por parte de las autoridades propicia que las personas no busquen atención al sentirse afectadas. 

Según las verificaciones realizadas a nivel nacional en los centros de contención, son pocos los que contaban con atención psicosocial para las personas ahí recluidas, las tensiones experimentadas en los primeros días, ante la improvisación de los mecanismos implementados para la derivación a los centros referidos, la falta de información, condiciones adecuadas y la incertidumbre generada, pudieron afectar a dichas personas.

Consecuente con mi postura, es imperioso que el Estado Salvadoreño evalúe objetivamente y estratégicamente los impactos que la pandemia del COVID-19 ha generado en la salud mental de la población en general, principalmente en las personas albergadas y grupos en condición de vulnerabilidad, tales como mujeres, niñez y adolescencia, adultos mayores, entre otros. 

Estimo importante resaltar que “el derecho a un nivel de vida adecuado asegure la salud y el bienestar”, consagrado por primera vez en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y establecido por el Consejo de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas en sus resoluciones A/HRC/32/18 y A/HRC/36/L.25 destacando la relación entre salud mental y derechos humanos debe garantizarse de parte del Estado de El Salvador. 

Como Defensor del Pueblo y en consonancia con mi mandato constitucional realizo las siguientes recomendaciones:

1) A las autoridades del Ministerio de Salud Pública y otras instituciones del Órgano Ejecutivo a considerar a la población albergada como sujetos activos y no meramente pasivos de derechos, esto incluye involucrar a las personas y capacidades, para que  pueden aportar con acciones concretas y efectivas para su propia salud mental, eso implica visualizar la atención psicosocial no solo como la demanda de asistencia sino como un proceso activo que requiere la participación de todos los/as involucrados/as. 

2) Al Estado salvadoreño a:

a) Implementar protocolos para atención psicosocial en crisis con un enfoque de derechos humanos y atención diferenciada para grupos en condiciones de vulnerabilidad: niñas, niños, adolescentes, mujeres, adultos mayores, personas con discapacidad y enfermedades crónicas, entre otras. Estos protocolos deberán responder a las diferentes etapas que implica el proceso de cuarentena, para la prevención de afectaciones en la salud mental de la población en resguardo.

b) Garantizar el uso de material lúdico para niñas, niños y adolescentes en albergues o centros de

resguardo, así como su debida sanitización constante a efectos de prevenir el contagio del COVID-19 o cualquier otro tipo de enfermedad que ponga en riesgo a este grupo poblacional. Asimismo, es de vital importancia que se implementen actividades de recreación y distención para la población en general que se encuentra en aislamiento.

c) Crear un espacio intersectorial de trabajo con la participación de los referentes señalados por la Ley Nacional de Salud Mental de nuestro país: MINSAL, CONNA, MJSP, MINED, MINTRAB, etc. Con el objetivo de responder a acciones de corto, mediano y largo plazo sobre la base de una evaluación del impacto que la pandemia del COVID-19 ha generado en la salud mental de la población en general, principalmente la que se encuentra en centros de contención, la cual debe servir de base para la creación de respuestas integrales en atención psicosocial.

d) Divulgar información clara, sencilla y concreta para la promoción de la salud mental de la población salvadoreña en general que se encuentra en cuarentena a consecuencia de esta pandemia, e información certera y oportuna a la población en general para disminuir los impactos generados por el temor a la pandemia.

3) Insto al Estado Salvadoreño a crear programas de cuido a fin de resguardar la salud mental de servidoras y servidores públicos que realizan acciones en virtud de sus competencias en la garantía de los derechos de la población en estos momentos de crisis, especialmente a los equipos de atención que brindan su labor en centros de contención, a fin de evitar un desgaste a su salud en general y un mejor desempeño de sus labores. 

Finalmente, reitero mi compromiso de realizar acciones coordinadas para la protección y asistencia de las personas en situación de contención y población en general, así como también de mantenerme vigilante de las acciones realizadas por las instituciones antes referidas para la garantía y respeto por los derechos humanos. 

26 de marzo del 2020 

2. Medidas cautelares en relación con las graves condiciones en las que se encuentran las personas ingresadas en el Hospital Nacional General de Neumología y Medicina Familiar “Dr. José Antonio Saldaña” en el contexto de la pandemia COVID-19

El Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, ante diversas denuncias interpuestas por familiares y personas que han sido trasladadas a cuarentena al Hospital Saldaña, en el marco de las medidas de contención y prevención por el COVID-19, y la información vertida por medios periodísticos al respecto. Ha considerado que los hechos denunciados corresponden a presuntas graves violaciones al derecho a la salud en vinculación estrecha con el derecho a la vida. 

Entre estos hechos se encuentran de forma general: la falta de atención médica oportuna y eficaz ante padecimientos crónicos o enfermedades adyacentes; condiciones insalubres del lugar, no se cuenta con agua potable, ni con artículos de uso personal y la falta de información adecuada sobre su situación clínica, su diagnóstico, los resultados de las pruebas realizadas para detectar el coronavirus y en los casos en que ya se les ha brindado los resultados, el desconocimiento e incertidumbre al respecto a su estancia o no en el lugar, sobre todo los que resultaron negativos, agravando más su situación de salud física, mental y social.

Por otra parte, se registran dos casos de muertes de adultos mayores, quienes padecían de enfermedades crónicas o adyacentes y quienes presuntamente no recibieron atención médica oportuna según han descrito diversos medios de comunicación.

En consecuencia, sobre la base del mandato constitucional y legal de esta Procuraduría de promover y proponer las medidas que estime necesarias en orden a prevenir violaciones a derechos humanos y reconociendo la complejidad que enfrentan los Estados y las sociedades a nivel mundial debido a las medidas excepcionales que requiere la pandemia global ocasionada por el COVID-19, lo que supone desafíos extraordinarios desde el punto de vista de los sistemas sanitarios, la vida cotidiana de las personas y para la vigencia de los derechos humanos.

Se declarara, que en las condiciones actuales y de acuerdo con las informaciones existentes en este momento, las personas afectadas en el marco de la atención de la pandemia por COVID-19, se encuentran en una situación de peligro o daño inminente en su vida, integridad personal y a su salud, resultado que debe ser prevenido por medio del proceder de las autoridades de salud, quienes deberán ajustar su conducta a las obligaciones de conservar (asegurar efectividad) y defender (garantizar sin discriminación) el derecho humano a la vida, a la integridad personal y a la salud física y psicosocial de las personas en cuarentena. 
Por lo que se emite como medida cautelar  al señor Ministro de Salud, doctor Francisco José Alabí Montoya, que adopte con carácter de urgentes e impostergables, las medidas de su competencia en el marco de los protocolos de atención internacionales y nacionales existentes para la atención de las personas en cuarentena preventiva o diagnosticadas con COVID-19 que se encuentran en el Hospital Nacional General de Neumología y Medicina Familiar "Dr. José Antonio Saldaña", para prevenir afectaciones más graves a la salud y la vida. A la misma autoridad se le previene que debe garantizar de forma urgente el acceso a la información, de las personas que se encuentran el Hospital Saldaña, sobre sus tratamientos, estados de salud y permanecía en dicho nosocomio.

Asimismo, se le exhorta a que de inmediato adopte las medidas para la atención urgente a pacientes en condición de vulnerabilidad, particularmente niñez, neonatos, personas adultas mayores, mujeres, mujeres embarazadas o en estado post parto, personas con discapacidad, personas con VIH y a quienes presentan condiciones de salud adyacentes, como enfermedades crónicas. Por otra parte, deberá proporcionar los insumos necesarios para la protección y bioseguridad del personal médico, enfermeras y demás personal de apoyo hospitalario. 

Al señor Presidente de la República Nayib Armando Bukele, se le exhorta a realizar las acciones de su competencia a efectos de garantizar las condiciones adecuadas en el Hospital Nacional General de Neumología y Medicina Familiar "Dr. José Antonio Saldaña" así como demás hospitales de la red nacional del país que sean destinados para contener, detectar y brindar el tratamiento adecuado a las personas frente al COVID-19, lo que implica además, garantizar al personal de salud de todos los insumos, equipos e infraestructura necesaria para el buen desempeño de sus labores. 

Al señor Fiscal General de la República se le insta a realizar las acciones de investigación de su competencia sobre las dos muertes que hasta la fecha han ocurrido en el contexto de la pandemia COVID-19, dentro del Hospital Saldaña, aplicando en todo momento el principio de debida diligencia, ante la gravedad y circunstancias en que se suscitaron. 

El Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, reitera su compromiso para velar por los derechos de la población en el contexto de esta Pandemia y prevenir mayores afectaciones a los derechos de todos y todas y de los grupos en situación de vulnerabilidad.  
31 de marzo de 2020

d) Derecho al trabajo, garantía de ingresos y medios de subsistencia
1. Sobre los acontecimientos ocurridos en los CENADES.
El sábado 21 de marzo de 2020, en cadena nacional de radio y televisión, el señor Presidente de la República anunció dos nuevas medidas para enfrentar la pandemia generada por el virus COVID-19, siendo: declarar cuarentena domiciliar obligatoria por treinta días; y ordenar la entrega de un subsidio de $300 dólares a 1.5 millones de hogares para la compra de alimentos. El citado funcionario expresó “Todos los hogares que consuman menos de 250 kilovatios [de energía eléctrica] van a recibir 300 dólares. Obviamente, los que reciban su salario no van a recibir nada (…). Ahí está incluida gente que vende ropa, que hace dibujos en los parques, artistas. En total, son 1.5 millones de hogares que representan el 75% de la población”. 

El viernes 27 de marzo, por medio de otra cadena nacional, el señor Presidente de la República explicó el mecanismo de entrega del subsidio de $300 dólares, explicando que se habilitaría una página web el mismo día en el cual las personas deberán consultar si son beneficiarias con su DUI, en caso positivo dirigirse a la agencia bancaria correspondiente.

Los 1.5 millones de hogares, expresó, serán divididos en “tandas” de 100 mil, para que al día siguiente se presente a retirar el subsidio el primer segmento, luego el domingo el siguiente grupo hasta terminar. Las personas que necesiten el apoyo y no estén registrados deberán acudir a los CENADE del Ministerio de Economía.

Las anteriores palabras del Presidente provocaron una avalancha de consultas en línea lo cual provocó el colapso del sitio web habilitado; asimismo, produjo que los días sábado 28, domingo 29 y lunes 30 de marzo del corriente año enorme cantidad de personas acudieran a los bancos del sistema financiero y a los CENADES para retirar el subsidio ofrecido sin que se les entregase, debido, según se ha conocido en los medios de comunicación y redes sociales, a que no se cuenta con los fondos prometidos.

Las noticias que han circulado este día en las diferentes plataformas digitales, a simple vista denotan una actuación improvisada del señor Presidente de la Republica y de su equipo de trabajo debido a que formula anuncios e invitación a que las personas pueden retirar el subsidio prometido sin tener asegurado los fondos y un plan para operativizar la medida anunciada. 

La actuación improvisada de la Administración Pública evidentemente ha puesto en riesgo la salud y la vida de la población que, impulsada por la necesidad, ha acudido en multitudes a retirar el subsidio, incrementando de forma exponencial el riesgo de infección por el covid-19.

Es comprensible el enorme esfuerzo que significa para el señor Presidente de la República y su equipo de trabajo entregar el bono alimenticio a las familias que lo necesitan, pero también constituye una violación a los derechos de toda persona a “la buena Administración” y a ser tratada con respeto, dignidad y deferencia por las autoridades, reconocidos en el art. 16 numerales 1 y 2 de la Ley de Procedimientos Administrativos.  

En consecuencia, con base en mis atribuciones constitucionales y legales, contenidas en los artículos 194 romano I, ordinales 1°, 2°, 3°, 7° y 11° de la Constitución de la República, 10 y 35 de la Ley especial que rige a esta Procuraduría, recomiendo, al señor Presidente de la República, Nayib Armando Bukele Ortez, que:

1) Adopte de manera inmediata las medidas idóneas para garantizar que las familias beneficiadas del subsidio alimenticio ofrecido reciban dicha prestación de forma ordenada, ágil, segura, evitando las aglomeraciones de personas.

2) Que al momento de ordenar una medida para hacerle frente a la crisis humanitaria que está viviendo el país, ya tenga diseñado plan de operativización de la misma, pues no se puede seguir teniendo como regla general la improvisación. 

30 de marzo de 2020

2. Cierre de operaciones de varias empresas del país y las consecuentes afectaciones a los derechos de las personas trabajadoras
En cumplimiento a las medidas preventivas sanitarias adoptadas por el Gobierno de El Salvador, debido a la prolongación de la cuarentena domiciliar se ha suspendido buena parte de la actividad productiva en el país y varias empresas han informado a través de los diferentes medios de comunicación, el cierre de operaciones de sus negocios, dado que ya les es insostenible financieramente continuar funcionando, Muchos de estos negocios son pequeños y medianos.

Se ha conocido también sobre el cierre obligatorio de varias empresas, entre ellas la industria textil INTRADESA, ADOC S.A. de C.V., entre otras, y según la información publicada en los diferentes medios de comunicación, estas empresas durante la pandemia se han dedicado a la fabricación de nuevos productos como la elaboración de insumos médicos de protección personal, como mascarillas, guantes, entre otros, los que afirman, eran distribuidos a diferentes instituciones de gobierno y otros eran exportados a Estados Unidos, cumpliendo con las medidas de bioseguridad requeridas. Dicho cierre fue realizado por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, luego de una inspección realizada por representantes del mismo, en la que se hicieron acompañar de elementos de la Policía Nacional Civil y la Fuerza Armada de El Salvador, manifestando el señor Ministro de Trabajo, Óscar Rolando Castro que obedecía al cumplimiento del Decreto Ejecutivo número 24 por ser empresas no autorizadas para operar, además de velar por la salud de las personas trabajadoras de las mismas.

Es motivo de preocupación para el suscrito, que no se ha conocido de una resolución fundamentada por parte del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, donde se justifique el cierre de las referidas empresas, en tanto que éstas han expresado que en el contexto que vive El Salvador, su giro de producción está orientado a generar productos necesarios para el combate de la epidemia.

Con el cierre de todas estas empresas, ya sea por dificultades económicas o por suspensión obligatoria realizado por una autoridad pública, el factor común es la afectación de una gran cantidad de empleados que se quedan sin fuente de ingresos que alimenta a miles de familias, agravándose con ello la crisis económica que ya viven las familias salvadoreñas por la pandemia del COVID-19.

La Organización Internacional del Trabajo, OIT, ha estimado que por la epidemia del COVID-19 “la promoción de una política activa destinada a fomentar el pleno empleo, productivo y libremente elegido, tendrá que incluir medidas selectivas para estabilizar la economía y abordar los problemas de empleo, con inclusión de medidas de estímulo fiscal y monetario, destinadas a estabilizar los medios de subsistencia y los ingresos, y a salvaguardar la continuidad de las empresas; para ello se deben explorar todas las opciones que permitan financiar medidas de apoyo a las empresas y a sus trabajadores y proporcionar una protección social adecuada, buscando que la ayuda a las empresas y a los empleos esté dirigida a los más vulnerables, a fin de mitigar las consecuencias sociales y económicas del período de confinamiento. Habida cuenta de la vulnerabilidad de las pequeñas empresas y de los trabajadores en la economía informal, “priorizándose el diálogo social, la consulta y el fomento de la participación activa de las organizaciones de empleadores y de trabajadores en la planificación, la puesta en práctica y el seguimiento de las medidas de recuperación y resiliencia”.

Por su parte la CEPAL ha identificado que la pandemia ha agudizado las dificultades de la población —especialmente la más pobre y vulnerable— para satisfacer sus necesidades básicas. Por ello, es preciso garantizar los ingresos, la seguridad alimentaria y los servicios básicos a un amplio grupo de personas cuya situación se ha vuelto extremadamente vulnerable y que no necesariamente estaban incluidas en los programas sociales existentes antes de la pandemia”. 

Por ello, la seguridad alimentaria de las familias y comunidades de los estratos más pobres, debe ser ahora una prioridad para el Gobierno, debiendo hacerse una distribución justa y equitativa de alimentos y productos básicos, para aquellas comunidades con urgente necesidad y/o con mayor número de habitantes en cada hogar, a fin de garantizar que las personas tengan en todo momento, acceso físico y económico a suficiente alimento para satisfacer sus necesidades nutricionales, por lo que con base en mis atribuciones consignadas en el artículo 194 romano I, ordinales 1°, 3°, 7° y 11° de la Constitución de la Republica:

Insto al señor presidente de la República, Nayib Armando Bukele Ortez, a:

Adoptar medidas urgentes de protección para las personas que han perdido sus empleos, debido al cierre de operaciones de sus lugares de trabajo, mientras son reactivados los diferentes sectores de la economía que les garantice subsistencia plena.

Crear un espacio de diálogo con presencia de funcionarios de alto nivel, que incluya al Ministro de Trabajo y Previsión Social, la Ministra de Economía, instituciones académicas, entidades empresariales y laborales, con la finalidad de discutir un plan de reactivación o rescate de la actividad económica, garantizando la defensa de los derechos laborales y empresariales.

Adoptar las medidas de rescate económico que sean dialogadas con los sectores productivos y laborales, mediante un plan de fortalecimiento de la economía, con énfasis en la ayuda directa de la micro, pequeña y mediana empresa, al sector informal y trabajadores por cuenta propia. 

Al Ministro de Trabajo y Previsión Social, señor Óscar Rolando Castro:

En cuanto a lo expresado por las empresas, que han mencionado que actualmente se dedicaban a producir insumos médicos y equipos de protección, explique la motivación que llevó a adoptar la decisión del cierre de las empresas, en tanto que, bajo esa óptica, las mismas estarían amparadas por el Decreto Ejecutivo 24.
Reitero mi compromiso con la población trabajadora, de seguir velando por los derechos laborales y de las actividades económicas permitidas, en el marco del combate de la pandemia; asimismo a estar vigilante del respeto al debido proceso y que las actuaciones públicas no excedan las funciones que les otorga el marco legal establecido.


17 de mayo de 2020
3. Muerte de miembros de la Policía Nacional Civil, y por el contagio por covid-19 de otros elementos policiales

Sobre la base de mi mandato constitucional el artículo 194, considero oportuno pronunciarme con mucha preocupación ante el reciente fallecimiento de elementos de la corporación policial, por COVID-19. 
De acuerdo con declaraciones del señor director de la Policía Nacional Civil, Mauricio Arriaza, se confirmó que 200 agentes de la corporación han dado positivo a la prueba del COVID-19
. De ellos dos se encontraban en estado grave por lo que estaban bajo atención hospitalaria, el resto permanece en centros de contención bajo los protocolos de Salud. Y de acuerdo con las cifras oficiales, se suman la muerte de dos miembros de la corporación que perdieron la batalla frente a esta enfermedad. 
En anterior oportunidad me pronuncié sobre el fallecimiento del inspector jefe Douglas Fernando García Castro, quien murió el 16 de mayo en horas de la mañana en el Hospital Nacional San Rafael, en el municipio de Santa Tecla por contagiarse de COVID-19
. Del otro caso de fallecimiento por la misma causa, no se dieron más detalles. Además de tener conocimiento de las muertes de otros dos elementos policiales con sintomatología similar a la del COVID-19, destacados en otros municipios de San Salvador y en el occidente del país. 
Sobre el hecho que hay aproximadamente 200 casos positivos en la PNC coincide con que al día trece de mayo del presente año se conoció de 33 casos de contagio a COVID-19 y aproximadamente 110 miembros se encuentran en cuarentena, y al menos 60 agentes de la base de la Policía Rural en Cuscatlán se encontraban cumpliendo el aislamiento, en instalaciones que no cumplen las condiciones higiénicas y sanitarias para la atención y recuperación del personal, esto según fuentes periodísticas consultadas a la fecha
, en las que se advierten denuncias de las malas condiciones laborales y de descanso en las que operan los miembros de la Policía Nacional Civil (PNC) frente a la pandemia. Debo enfatizar, que desde el inicio de la cuarentena la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) ha estado vigilante de las actuaciones de la PNC así también de las condiciones laborales en las que han llevado a cabo nuevas designaciones giradas por el órgano ejecutivo. 

Del 31 de marzo al 11 de abril del presente año personal de la PDDH realizó verificación de 181 controles vehiculares, en los mismos detectó la falta de medidas de bioseguridad para el personal policial. 340 policías fueron contabilizados al momento de hacer las intervenciones, solamente el 15 % del personal contaba con insumos sanitarios como mascarillas, guantes y alcohol en gel, el 58 % utilizaban algunos implementos como la mascarilla, del 27% no se tiene información
. 
De igual manera en fecha 1 de abril me pronuncie ante la situación del personal de seguridad pública en el ejercicio de sus funciones, por lo que expuse que no se les estaba entregando kit de limpieza, que se encontraban en hacinamiento en los lugares de descanso al colmo de dormir en los vehículos, que sus horarios de trabajo trascendían a 12 horas generando cansancio acumulado
, todas condiciones propicias para el contagio masivo. 
Es por ello, que en seguimiento a las recomendaciones dictadas en los pronunciamientos anteriores, considero oportuno referirme una vez más a que se prioricen las medidas de seguridad para los miembros de la corporación policial, se habiliten espacios seguros, con las medidas establecidas por el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, y se priorice la realización de pruebas de COVID-19 para los mismos, a fin de brindarles el tratamiento médico de forma oportuna y temprana, garantizándoles además su derecho a la información sobre todos sus procesos médicos. 

De acuerdo con lo antes mencionado y a las atribuciones que me confiere la Constitución de la República en su artículo 194 romano I ordinales 1o, 2o, 7o, y 119; y la Ley Orgánica de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en los artículos 10 y 35. En mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos: 
1) Le envío a la familia de los miembros de la PNC fallecidos a causa de COVID 19 mi sentido pésame y solidaridad esperando que tengan la fortaleza divina en este difícil momento. 
2) Al señor Ministro de Justicia y Seguridad Pública, ingeniero Rogelio Eduardo Rivas Polanco, le insto a que haga efectivas las medidas de bioseguridad a todo el personal de la PNC. Se gestionen trámites de pensión vitalicia para las familias que atraviesan la pérdida de su ser querido en razón de la labor que desempeñan y que se adopten los protocolos para la detección de casos tempranamente dentro de la institución policial. 
3) Al señor Director General de la Policía Nacional Civil, Comisionado Mauricio Arriaza Chicas, nuevamente le exhorto a dotar de todos los implementos higiénicos y sanitarios para los miembros de la corporación, así también genere condiciones de infraestructura para el descanso, evitar el hacinamiento y además que garantice el cumplimiento de las medidas de aislamiento y sanitización, para prevenir más contagios. 
4) Al señor Ministro de Salud Pública y Asistencia Social, doctor Francisco Alabi, gire las directrices necesarias para realizar inspecciones periódicas, en las diversas delegaciones policiales a nivel nacional, e instruir a las jefaturas de la corporación policial sobre las medidas de bioseguridad, adecuadas para que los miembros de esta entidad, puedan adoptarlas de la mejor manera, además de implementar un programa de salud mental enfocada a este grupo, ante el arduo y extenuante trabajo que realizan.

 

Como Defensor del Pueblo, me encuentro vigilante de las violaciones a derechos humanos que puedan afectar a los miembros de la corporación policial, reitero mi compromiso de continuar aportando al efectivo cumplimiento y respeto de los mismos. 
26 de mayo del 2020 

4. Afectaciones a los Derechos Humanos de la Salud, Trabajo y Alimentación en el marco del COVID-19 

La limitación al derecho a la libertad personal, tránsito y de circulación establecida en el Decreto Legislativo 6391 y Decreto Ejecutivo 242 han implicado graves violaciones al derecho humano a la salud de la población salvadoreña, sobre todo para aquellas personas usuarias del sistema público y privado de salud, que padecen enfermedades crónicas como cáncer, insuficiencia renal o trasplantados, psoriasis, lupus, hipertensión arterial pulmonar, fibrosis quística, diabetes, hemofilia, reumatismo, esclerosis múltiple, enfermedad celíaca, enfermedades de depósito lisosomal, VIH, entre otras, debido a la suspensión del transporte público de pasajeros incluyendo el servicio de taxi, medida en extremo rigurosa ya que les ha imposibilitado tener acceso a terapias de diálisis, hemodiálisis, quimioterapias, radioterapias, entre otras, así como también, el retiro de sus medicamentos.

El Presidente de la República Señor Nayib Armando Bukele Ortez estableció como mecanismo para solucionar la falta de transporte público de pasajeros para las personas con enfermedades crónicas, la habilitación del número de teléfono 2121-4010 y el 132 del Sistema de Emergencia Medicas (SEM), con

la finalidad de ofrecer transporte gratuito3; sin embargo, por información brindada en los distintos medios de comunicación4 y denuncias recibidas en esta Procuraduría, se tiene conocimiento que el mecanismo aludido no ha sido efectivo, dado que al ser activado por las personas usuarias de los servicios de salud, no han tenido respuesta quedándose muchas personas sin poder recibir sus tratamientos médicos o teniendo que caminar durante horas para poder llegar al centro médico, situación que también afecta a aquellos grupos en condición de vulnerabilidad como las personas con discapacidad y adultos mayores que por su condición les es más difícil el acceso o la llegada a los servicios públicos y privados de salud.

La situación expuesta evidencia una clara violación a lo establecido en el artículo 3 numeral 5 parte final del Decreto ejecutivo 24 que establece: “…El Gobierno brindará a todas las personas con enfermedades crónicas, cáncer, insuficiencia renal, diabetes, terapias y otras enfermedades análogas, transporte gratuito desde su casa al hospital y viceversa”, al artículo 8, lit. d) numeral 2 del Decreto Legislativo 639 respecto a las personas con causa justificada para poder circular, así como al derecho humano a la salud establecido en los artículos 1, 2 y 65 de la Constitución de la República; 3 y 25.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, I y XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Esta Procuraduría considera que el mecanismo establecido por el Gobierno, fue improvisado y poco difundido más aún, el hecho de informar a través redes sociales al cual la mayoría de la población arriba mencionada no tiene acceso, sobre todo quienes viven en la zona rural, quienes viajan a la ciudad de San Salvador para recibir los servicios especializados en salud, así como para retirar sus medicamentos en los hospitales del tercer nivel de atención del Ministerio de Salud (Hospital Nacional Rosales, de Niños “Benjamín Bloom, de la Mujer “Dra. María Isabel Rodríguez” etc.) del Instituto Salvadoreño del Seguro Social (Hospital Médico Quirúrgico y Oncológico, Materno Infantil 1° de Mayo, Hospital General etc.,) de Sanidad Militar (Hospital Militar), todos de la ciudad de San Salvador.

Diversas asociaciones de pacientes han denunciado a través de los distintos medios de comunicación la afectación de aproximadamente 300 pacientes trasplantados renales que no han retirado sus medicamentos inmunosupresores en el Instituto Salvadoreño del Seguro Social5, situación que aumenta el riesgo de muerte. El Ministerio de Salud mediante el comunicado de fecha 15 de marzo del presente año, en el marco de las medidas por el COVID-19 estableció en los 30 hospitales y unidades de la red pública a nivel nacional la siguiente medida: “Se suspenderá la atención de la consulta externa a partir del lunes 16 de marzo del presente año y hasta nuevo aviso. A cada paciente se le reprogramará la cita y se le informará oportunamente… Solo se atenderán los servicios de emergencia y también se dará atención a pacientes con enfermedades crónicas con alto riesgo de descompensación”. La cual ha afectado a muchos pacientes que no han recibido sus tratamientos y medicamentos, incluso aquellos con enfermedades crónicas debido a la falta de un mecanismo efectivo por parte del Gobierno para trasladarse a los establecimientos de salud. Lo anterior, se agudiza con la prohibición de movilizarse a un municipio distinto al de residencia, cuando en el caserío, cantón o municipio no hay un lugar para adquirir los alimentos: más grave aún, cuando se trata de medicamentos que en el municipio donde residen tampoco se pueden adquirir y deben desplazarse a un municipio aledaño para ello, siendo más difícil cuando éstos solo son dispensados en hospitales del tercer nivel de atención (hospitales especializados), ubicados en la zona metropolitana de San Salvador.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos6, ha señalado que las medidas adoptadas por los Estados en la atención y contención de la pandemia deben tener como centro el pleno respeto de los derechos humanos bajo los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, lo que comprende la restricción al ejercicio del poder estatal, es decir requiere que cualquier órgano o funcionario del Estado o de una institución de carácter público, se abstenga de violar los derechos humanos al suspender el derecho y acceso a la salud, el detrimento de la calidad de vida y se eleva el nivel de estrés de la población.

Exhorto al presidente de la República señor Nayib Armando Bukele y al señor Ministro de Salud doctor Francisco José Alabí Montoya para que, de forma conjunta, con carácter urgente establezcan mecanismos efectivos para el acceso a los servicios de salud de forma integral para las personas, sobre todo para aquellas en mayor estado de vulnerabilidad como son las que padecen enfermedades crónicas y otras enfermedades análogas, personas con

En tal sentido, conforme al mandato conferido en el artículo 194 romano I ordinales 1°, 2°, 3°, 7° y 10° de la Constitución de la República, el suscrito Procurador concluyo que se ha violentado el derecho humano a la salud y a la alimentación de la población salvadoreña en el marco de la Pandemia del COVID-19 por parte del Estado de El Salvador al no garantizar mecanismos efectivos para el acceso a servicios de salud de forma integral, al no establecer mecanismos efectivos ante la inminente caída de la economía y el alto grado de endeudamiento lo que aumentará los niveles de pobreza, por ello:

Exhorto al presidente de la República señor Nayib Armando Bukele y al señor Ministro de Salud doctor Francisco José Alabí Montoya para que, de forma conjunta, con carácter urgente establezcan mecanismos efectivos para el acceso a los servicios de salud de forma integral para las personas, sobre todo para aquellas en mayor estado de vulnerabilidad como son las que padecen enfermedades crónicas y otras enfermedades análogas, personas con discapacidad y adultos mayores.

Exhorto al presidente de la República señor Nayib Armando Bukele y a su gabinete de gobierno para que generen los mecanismos efectivos para garantizar el derecho al trabajo y a la alimentación de los sectores más vulnerables de la población salvadoreña.

Recomiendo al presidente de la República, valore la posibilidad de crear un espacio de diálogo entre autoridades del Órgano Ejecutivo, gremiales empresariales, la academia y sector sindical, para diseñar una política pública de recuperación de la economía nacional sustentada en el respeto a los derechos de la clase trabajadora.

12 de mayo de 2020
5. Conmemoración del 16 de octubre “Día Mundial del Derecho a la Alimentación”

El hambre y la desnutrición no se deben en modo alguno a la fatalidad ni a una maldición de la naturaleza; se deben al hombre. El que muere de hambre es víctima de un asesinato: a desnutrición crónica grave, el hambre persistente implica una violación del derecho fundamental a la vida. Esta tragedia silenciosa tiene lugar diariamente en un planeta agobiado por la riqueza.

En mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos –atendiendo mi mandato constitucional y legal de velar por el respeto y garantía de los derechos humanos, de supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas, de promover y proponer medidas necesarias para prevenir violaciones a los mismos, así como de formular conclusiones y recomendaciones (artículo 194 romano I ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la Constitución de la República y artículo 11 ordinales 1º, 7º, 10º y 11º de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos) expreso:  

Un reconocimiento a la labor del Programa Mundial de Alimentos de la ONU- PMA, a quien además felicito por haber sido elegido ganador del Premio Nobel de la Paz 2020, por sus esfuerzos en combatir el hambre en el mundo, especialmente, en zonas de conflicto, "evitando el uso del hambre como un arma de guerra".

La Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU 1948) reconoce en el artículo 25 que: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios, tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad”

El artículo 11 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) establece que el derecho a la alimentación adecuada forma parte junto con los derechos al vestido y a la vivienda, del derecho a un nivel de vida adecuado para la persona y su familia y a la mejora permanente de las condiciones de existencia. Este Pacto especifica el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre.

En 1996 los países de la región latinoamericana y del Caribe suscribieron el Protocolo de San Salvador en cuyo artículo 12 se define que "Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual"

En los documentos elaborados por los relatores especiales sobre el derecho a la alimentación de la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, se define como "El derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea directamente, sea mediante compra en dinero, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, que corresponda a las tradiciones culturales de la población a que pertenece el consumidor y que garantice una vida psíquica y física, individual y colectiva, libre de angustias, satisfactoria y digna".

La Observación General N° 12 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Comité DESC, indica que el derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando "todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene accesos físico y económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla”.

En concordancia con el tema de la seguridad alimentaria, el derecho a la alimentación abarca no sólo la disponibilidad y el acceso como elementos clave de la definición, sino también la utilización de los alimentos que significa el uso biológico apropiado de los alimentos, que requiere una dieta adecuada en energía y nutrientes, así como agua potable y servicios de saneamiento. 

De acuerdo con el Comité DESC, por necesidades alimentarias se entiende que el régimen de alimentación en conjunto aporte una combinación de productos nutritivos para el crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento y la actividad física que sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológicas humanas en todas las etapas del ciclo vital, y según el sexo y la ocupación. Implica el acceso de todas las personas a alimentación de cierta calidad, apta para cubrir las necesidades fisiológicas humanas y sin sustancias nocivas.

El Estado está en la obligación de proporcionar la disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de las personas, sin sustancias nocivas y aceptables para una cultura determinada y la accesibilidad de esos alimentos en formas sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos humanos.

De acuerdo con el Comité DESC, una alimentación adecuada no sólo consiste en un conjunto de elementos nutritivos que permitan la supervivencia. Para su definición se deben tener en consideración factores culturales, sociales, económicos, climáticos y ecológicos imperantes en el momento.

Es un compromiso de justicia acorde al cumplimiento y respeto de los derechos humanos que todas las personas, en condiciones de igualdad y sin discriminación, tengan capacidad para obtener alimentos en cantidades suficientes para satisfacer sus necesidades físicas, ya sea por esfuerzo propio, por la acción solidaria o por donaciones del gobierno. 

Todos los alimentos que necesite la persona deben ser accesibles, para ello se deben garantizar cadenas de producción y suministro, evitando el acaparamiento y los sobreprecios, en especial de los productos básicos y de consumo popular.

La Observación General 12 señala que toda persona o grupo que sea víctima de una violación del derecho a la alimentación adecuada debe tener acceso a recursos judiciales adecuados u otros recursos en los planos nacional e internacional que le permitan obtener una reparación adecuada: restitución, indemnización, compensación o garantía de no repetición.  

En la actualidad es de lamentar que, en el mundo, casi 690 millones de personas padecen hambre, 10 millones más que en 2019. La pandemia de COVID-19 podría sumar entre 83 y 132 millones de personas a esta cifra, En el Salvador se prevé un decrecimiento económico y desempleo que pondrá en la calle a más de cien mil trabajadores entre el sector formal e informal, se acrecentará la pobreza a niveles de los años noventa y unas ochocientas mil personas no contarán ni con dos dólares para alimentarse cada día.

Desde mi mandato constitucional y legal como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos comparto el lema de la Organización de Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura FAO, que para este año 2020 es “Cultivar, nutrir, preservar. Juntos”, así como el “llamamiento a la solidaridad para ayudar a las personas más vulnerables a que se recuperen de la crisis y para hacer que los sistemas alimentarios sean más resilientes y robustos, de manera que puedan resistir el aumento de la volatilidad y los choques climáticos, proporcionar dietas saludables asequibles y sostenibles para todos, y medios de vida dignos para los trabajadores del sistema alimentario”.

La pandemia incrementará las dificultades de muchas personas para obtener alimentos nutritivos, escasearan e incrementaran sus costos ya que nuestro país es uno de los más caros en la región para poder alimentarse adecuadamente. La FAO señala que en América Latina y el Caribe se necesita por lo menos $1.06 diarios por persona para comprar una dieta mínima (un tiempo de comida), un 34% más caro que el promedio global. Un salvadoreño necesita para comer por lo menos $1.46 diarios, solo superado en la región por las Islas Vírgenes Británicas, en Costa Rica el costo es de $0.94, en Honduras es $1.15 y en México, $0.66.

El informe también contiene lo que se requiere para costear una dieta que cubra las necesidades nutricionales mínimas; es decir, no solo con un criterio de calorías, sino de nutrientes necesarios. Ahí es donde en El Salvador la cifra se eleva a $5.09 diarios por persona, en comparación, esta cifra es de $2.55 en México, $2.75 en las Islas Vírgenes Británicas, $3.32 en Honduras y $2.74 en Costa Rica.

El COVID-19 podría llevar al cierre a unas 2.7 millones de empresas y provocaría la pérdida de 8.5 millones de empleos en América Latina, según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Esto llevaría a 83.4 millones de personas en la pobreza, 16 millones más que en 2019. En El Salvador, la pobreza podría haber subido al 51.4 % de los hogares, lo que implica de 1.3 a 1.6 millones de nuevos pobres, por el aumento del desempleo y la caída de las remesas.

La obligación principal del Estado es la de adoptar medidas para lograr progresivamente el pleno ejercicio del derecho a la alimentación adecuada para todas las personas que están bajo su jurisdicción, para ello es necesario darle cumplimiento a la Política Nacional de Seguridad Alimentaria (2018/2028) y enrumbarla hacia el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo sostenible de la Agenda 2030. De igual manera es necesario impulsar iniciativas como el reconocimiento constitucional del derecho a la alimentación como un derecho humano, la aprobación del proyecto de Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional, y la reactivación del Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional CONASAN, como entidad rectora encargada de coordinar las acciones relativas a la seguridad alimentaria y nutricional en El Salvador.

Es necesario realizar acciones dirigidas a la recuperación económica pero sobre todo, acciones dirigidas a paliar el impacto de las medidas restrictivas para contener el COVID-19 y garantizar a la población la existencia de alimentos y medidas adecuadas de suministros, evitar la especulación e incremento de precios, garantizar empleos o subsidios a los trabajadores de salario mínimo y a quienes se ocupan en el sector informal, la producción agropecuaria sustentable y amigable con el medio ambiente, la inclusión y capacitación de mujeres trabajadoras del campo y la promoción de la agricultura familiar.

Es necesario además que el Ministerio de Agricultura y Ganadería, realice una distribución oportuna y equitativa de las canastas solidarias, principalmente a las personas que pertenecen a los sectores vulnerables de la población. 

El Estado debe promover campañas para la buena alimentación sobre todo para los niños y niñas en las Escuelas con la finalidad de garantizar un nivel de vida saludable, el 9% de escolares de primer grado presentan desnutrición crónica o retardo en crecimiento.

Finalmente, para garantizar la seguridad alimentaria y nutricional de la población, se hace necesario un abordaje integral y multisectorial.

16 de octubre de 2020
e) Derechos a la libertad, integridad y seguridad personal

1. Pronunciamiento frente a irrupciones de la Fuerza Armada y la Policía Nacional Civil en viviendas durante la pandemia por COVID-19

He recibido denuncia (de personas que se acogieron a la confidencialidad sobre la base del artículo 34 de la Ley de la    Procuraduría) en donde nos han expresado, que elementos de la Fuerza Armada y la Policía Nacional Civil, (PNC), han irrumpido, en algunas viviendas, en los municipios de Mejicanos y de San Salvador; junto a otro caso
 ocurrido el catorce de abril del presente año, en los condominios Procavia, en el departamento de  Santa Ana; en el cual Agentes de la Sección Táctica Operativa de la PNC, irrumpieron en una vivienda y amenazaron a los habitantes con detenerlos, remitirlos a un Centro de Contención y alegaron la aplicación del citado decreto ejecutivo.

En los casos denunciados, se conoció de la afectación a mujeres pues los elementos de seguridad cuando ingresaron –según el relato de la denuncia- realizaron registros en sus viviendas, además de intimidarlas, para que salieran a comprar alimentos, dejando una de ellas solo a su hijo de cinco años en custodia de los elementos policiales y militares. De igual forma, otros ciudadanos han expresado que este día en la colonia Sierra Morena, la Policía Nacional Civil se encontraba ingresando a las viviendas, amparados de igual forma en el mismo marco normativo.

Al respecto expongo las siguientes consideraciones:

1) Las acciones realizadas por miembros de la Fuerza Armada y la Policía Nacional Civil, en los casos expuestos son ilegales y arbitrarias. Además, violentan el derecho a la seguridad de las personas cuyas viviendas fueron registradas.  De igual manera, ha sido violentado el derecho a la inviolabilidad de la morada establecido en el artículo 20 de la Constitución de la República.

2) El Decreto Ejecutivo 19 en el Ramo de Salud, es claro en su artículo 1 literal c al establecer que: "Toda persona está obligada a permitir el ingreso de los delegados del Ministerio de Salud, debidamente identificados" en medio de la crisis sanitaria que vive el país por la pandemia del Covid-19. El documento establece que el personal de salud podrá ingresar a los hogares identificados para inspeccionar, además de locales, predios públicos o privados, con el objeto de evaluar las medidas sanitarias que se deben adoptar para el combate de la pandemia, por lo tanto, el ingreso de las   autoridades de salud, debe tener una finalidad de evaluación de medidas sanitarias, con elementos objetivos y  encontrarse plenamente identificados, informando a las personas las razones por las cuales necesita tener acceso a la vivienda, sin acompañarse de personal policial o militar dentro de las mismas, en caso que se hagan presentes con estas instituciones por razones de seguridad, no es legal que ingresen a las viviendas. Y las personas afectadas pueden denunciar si han sido sujetas de violaciones a derechos humanos.

3) En los casos citados las autoridades militares y de la policía, han puesto en riesgo a grupos en situación de vulnerabilidad tal es el caso de mujeres y niñez, ejerciendo violencia institucional sobre ellos, arriesgando su seguridad e integridad. Dichas prácticas, deben ser investigadas y determinarse las responsabilidades correspondientes dentro de la Corporación Policial y la Fuerza Armada.

4) Retomo la resolución 1/20, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de fecha 10-04-2020, sobre Pandemia y Derechos Humanos en las Américas, que ha establecido: “El deber de respetar los derechos humanos comprende la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal, es decir, requiere que cualquier órgano o funcionario del Estado o de una   institución de carácter público se abstenga de violar los derechos humanos y las medidas que los Estados adopten, en   particular aquéllas que resulten en restricciones de derechos o garantías, deben ajustarse a los principios «pro persona», de proporcionalidad, temporalidad, y deben tener como finalidad legítima el estricto cumplimiento de objetivos de salud pública y protección integral, como el debido y oportuno cuidado a la población, por sobre cualquier otra consideración o interés de naturaleza pública o privada.” Dichas obligaciones deben ser cumplidas por las autoridades.

Como Defensor del Pueblo, de acuerdo al mandato conferido en el artículo 194 romano I ordinales 1°, 2º, 3º, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República he girado comunicaciones oficiales al Ministro de la Defensa y al Director de la Policía Nacional Civil en las que he solicitado:

1) Informe sobre la legalidad de los hechos descritos ut supra, diligencias de investigación realizadas a la fecha y las pendientes de ejecutar a fin de deducir responsabilidades, individualizando a los elementos de la Fuerza Armada y de la Policía Nacional Civil, que participaron en los hechos, garantizando el respeto al debido proceso, y que además informe cualquier otro dato que estimen pertinente sobre el caso.

2) De igual forma les he recomendado, girar las instrucciones respectivas a toda dependencia militar y policial, para que se abstengan de la realización de actos que no se encuentran sustentados en una ley formal, nacional o internacional, que    ponen en riesgo la seguridad e integridad de poblaciones vulnerables en este caso, niños y mujeres. 

 Finalmente, expreso a la población en general, que cualquier acción arbitraria o ilegal de las autoridades en el contexto de la pandemia Covid-19, puede ser denunciada a esta Procuraduría, quien dará el respectivo seguimiento. El respeto y garantía de los derechos humanos, es irrenunciable e imprescriptible y por lo tanto debe ser prioridad de las autoridades velar por su cumplimiento.

15 de abril del 2020
2. Casos denunciados en el contexto de la emergencia nacional provocada por el COVID-19

La Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, en el contexto de emergencia que vive El Salvador, está realizando su trabajo a la sombra de lo previsto en el artículo 194 de la Constitución de la República; por lo que se ha comenzado con una dinámica de resolver aquellos caos denunciados en los cuales se haya agotado la etapa investigativa.

1) Se conoció el hecho de un joven que fue herido de bala en sus dos piernas por parte de un agente de la Policía Nacional Civil en el municipio de San Julián, Sonsonate; al cual se le dio seguimiento y tras los informes solicitados a las autoridades respectivas, las catorce horas con cuarenta minutos del día 27-IV-2020 se emitió resolución final en la resolución departamental de Sonsonate estableciendo la violación del derecho humano a la integridad personal, por malos tratos, crueles e inhumanos o degradantes y/o registros de manera ilegal, uso desproporcionado de la fuerza e inadecuada utilización de arma de fuego.  

En la citada resolución se declara responsable de la violación de tal derecho, al agente Javier Arturo Campos Hernández, recomendándole al Jefe de la delegación de la Policía Nacional Civil de Sonsonate que capacite al personal bajo su cargo para que las actuaciones de los elementos de seguridad mantengan el respeto a los derechos humanos con la finalidad de evitar que hechos como el antes mencionado se vuelva una práctica reiterada; de igual forma se ha solicitado a la señora delegada departamental de la Inspectoría de la PNC que informe a esta Procuraduría el resultado del proceso disciplinario promovido en contra del agente Campos Hernández, t también, se ha requerido a la jefa de la oficina del fiscal del mismo departamento para que informe sobre el estado en que se encuentra el proceso penal 330-UDVSO-2020.

2) Por otro lado, también se tuvo conocimiento del hecho ocurrido en el municipio de Santa Rosa Guachipilin, Santa Ana, en el que una persona que regresaba de alimentar vacas fue agredido por miembros de la Policía Nacional Civil; al cual se le dio seguimiento y tras los informes solicitados a las autoridades respectivas, las diez horas con treinta minutos del día 29-IV-2020 se emitió resolución final en la resolución departamental de Santa Ana estableciendo la violación del derecho humano a la integridad personal, así como la libertad personal por detención ilegal. 

En la citada resolución se declaró responsable de la violación de tales derechos humanos, a los agentes que participaron en el operativo policial recomendándole al Jefe de la delegación de la Policía Nacional Civil comisionado Osmín Cortéz Figueroa, que continúe promoviendo las investigaciones para determinar las responsabilidades correspondientes en contra de los agentes responsables, garantizando el debido proceso; de igual forma se ha recomendado al citado comisionado que gire instrucciones al personal bajo su cargo para que las actuaciones  de los elementos de seguridad mantengan el respeto a los derechos humanos con la finalidad de evitar que hechos como el antes mencionado se vuelva una práctica reiterada; de igual forma se ha solicitado al señor delegado departamental de la inspectoría de la PNC que informe a esta Procuraduría el resultado del proceso disciplinario promovido por el citado caso; y también se ha requerido a la jefa de la oficina fiscal que informe sobre el estado en que se encuentra el proceso penal que se haya iniciado.

29 de abril de 2020

3. Presunta privación de libertad y tortura de elemento de la Fuerza Armada por miembros de la misma institución

Se ha tenido conocimiento por medio de redes sociales
 que en la Fuerza de Tarea Marte de la Fuerza Armada con sede en la Naval, un soldado decidió salir e irse a su casa y el teniente William Alexander Alfaro Rivas, junto a un sargento lo privaron de libertad, le dieron una fuerte golpiza y lo refirieron a un pabellón donde lo tienen amarrado y torturado.

De ser ciertos los hechos descritos, nos encontramos  ante una gravísima afectación al derecho a  la integridad, libertad, y seguridad personal, por actos de tortura y privación arbitraria de la libertad e intimidación y coacción, lo cual violenta diversos tratados internacionales de obligatorio cumplimiento para el Estado salvadoreño, tales como la Convención contra la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, que establece claramente en su artículo 2, tres premisas principales:

1) Todo Estado parte de la Convención, tomara medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio que este bajo su jurisdicción.

2) En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra ay amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como justificación de la tortura. 

3) No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una autoridad pública como justificación de la tortura. 

En consecuencia, en mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, y en atención a mi mandato conferido en el artículo 194, romano I, 1º. 2o. 3o. y 7º de la Constitución de la República:

1) Al señor Ministro de la Defensa Nacional, Contra Almirante, Francisco Merino Monroy, le solicito, realizar accione surgentes para verifica la veracidad de los hechos arriba descritos, y en caso de ser ciertos:

a) Ordene el cese inmediato de las violaciones de derechos antes aludidos,

b)  Verificar de inmediato si la víctima necesita atención médica, brindándole toda la asistencia necesaria incluida asistencia psicosocial inmediata.

c) Investigar e individualizar a los presuntos responsables, coordinar y cooperar con la Fiscalía General de la República, para investigación y determinación de responsabilidades.

d) Ajustar los planes y programación de trabajo de los miembros de la Fuerza Armada a nivel nacional, para prevenir afectaciones a sus derechos a la salud física y mental, a la integridad personal y a la seguridad, e implementarlos con enfoque de derechos humanos, haciendo efectivas las medidas de bioseguridad a todo el personal. 

Sobre la base del artículo 37 de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, hago del conocimiento de los hechos al señor Fiscal General de la República, Dr. Raúl Melara, para que realice las acciones de su competencia, de forma urgente.

A funcionarios arriba mencionados, les solicito informar a esta procuraduría en el plazo de 24 horas contadas a partir de la notificación de este pronunciamiento sobre el resultado de las acciones encomendadas.

Reitero mi compromiso de estar permanentemente monitoreando la situación de los derechos humanos de toda la población en el contexto de la pandemia, lo cual incluye la garantía de los derechos de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que también se encuentran en primera línea de trabajo para cumplir con su mandato. 

24 de mayo de 2020
f) Derechos de las mujeres y grupos en condición de vulnerabilidad
1. El Derecho a una Vida Libre de Violencia de las Mujeres durante la pandemia COVID-19

Con la aprobación del Estado de Emergencia y la Cuarentena Domiciliar por la Pandemia COVID-19, muchas mujeres están en situación de riesgo conviviendo con sus agresores, por lo que su hogar lejos de ser un lugar seguro es un sitio de peligro para ella y su descendencia. El aislamiento de las mujeres ante la pandemia puede generar que enfrenten obstáculos adicionales para denunciar o para huir de las situaciones violentas, incrementando hechos de violencia psicológica y emocional, física, sexual, así como muertes violentas (feminicidios) e incluso suicidios feminicidas.

Las mujeres que están en centros de contención tampoco están exentas de ser víctimas de violencia de género, pues debido al confinamiento en el que se encuentran, son vulnerables a sufrir situaciones de acoso o violencia sexual.

ONU MUJERES ha sostenido que “es indispensable brindar servicios de atención a mujeres víctimas/sobrevivientes de violencia durante la emergencia y desarrollar modalidades que faciliten el acceso a los mismos”, por lo cual es propicio exhortar a las instituciones estatales que velan por los derechos de las mujeres, Procuraduría General de la República, Fiscalía General de la República, Policía Nacional Civil y, principalmente, al Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU), a que refuercen los mecanismos de alerta y denuncia a través de medios electrónicos y/o aplicaciones informáticas que permitan a las mujeres que estén enfrentando situaciones de violencia estar informadas de las acciones de prevención y respuesta. Así como, fortalecer los recursos de atención psicológica a efecto que las mujeres víctimas puedan a través de llamadas telefónicas o mediante el uso de herramientas de texto recibir atención especializada de emergencia. 

Además, es importante hacer un llamado firme al funcionariado público, en especial porque están obligados como representantes del Estado a respetar y garantizar los derechos humanos principalmente los de las mujeres, y a la población civil a abstenerse de realizar conductas, que de acuerdo al artículo 55 de la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres pueden ser calificadas como Expresiones de Violencia contra las Mujeres, tales como “burlarse, desacreditar, degradar o aislar a las mujeres dentro de sus ámbitos de trabajo, educativo, comunitario espacios de participación política o ciudadana, institucional u otro análogo como forma de expresión de discriminación”, utilizando en el contexto de la Pandemia, medios digitales para lograr su cometido.

Reprocho toda conducta que constituya Violencia Digital contra las mujeres, entendida ésta  como aquella que implica actos de acoso, hostigamiento, amenazas, vulneración y difusión de datos e información de carácter personal, divulgación de información apócrifa, fotografías, videos o cualquier contenido gráfico o sonoro que sea divulgado a través de plataformas de internet, espacios digitales, aplicaciones o cualquier tecnología de la información que atenten contra la integridad, dignidad, privacidad, libertad o vulnere algún derecho humano de las mujeres. 

Como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, recomiendo que el Estado en cumplimiento a la Política Nacional para las Mujeres, realice una campaña masiva en medios de comunicación para el respeto del derecho a una vida libre de violencia para las mujeres. Reitero mi compromiso de velar por el respeto irrestricto al derecho a una vida libre de violencia de todas las mujeres, y de mantenerme vigilante para que la actuación de las instituciones competentes sea eficaz y de esta forma prevenir, controlar y minimizar la violencia desde un enfoque de derechos humanos y perspectiva de género; finalmente exhorto a denunciar ante esta Procuraduría toda afectación a derechos humanos, mediante llamada telefónica, redes sociales y plataformas digitales que están disponibles ante la emergencia.  

31 de marzo de 2020

2. Llamado a unir esfuerzos contra la discriminación
Como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos externo mi preocupación por  la creciente y alarmante situación de estigma social y  discriminación en el contexto de la emergencia nacional por la pandemia de coronavirus COVID 19, especialmente para las personas que están siendo tratadas por esta enfermedad o se presume que puedan padecerla; incluso para quienes están cumpliendo cuarentena en los centros habilitados por el gobierno y otras que se encuentran fuera del país e intentan retornar. 

En ese contexto si bien reconozco y comprendo los temores, confusiones y ansiedades que genera una situación hasta ahora desconocida en el mundo, reitero que  tanto el funcionariado público como la sociedad en su conjunto tenemos la obligación de evitar cualquier asociación negativa, estereotipos o  exclusiones  que real o potencialmente afecten la dignidad de las personas o les excluya de la protección y garantía de sus derechos, especialmente el de recibir atención médica de manera inmediata. 

Por lo tanto hago un llamado al Presidente Nayib Bukele y su gabinete de gobierno, a los medios de comunicación y a la sociedad salvadoreña en general a prevenir y detener cualquier acto de discriminación, recomendando especialmente hacer mayores esfuerzos por compartir datos e información clara, fidedigna y precisa sobre esta enfermedad, usando formatos accesibles  e inclusivos para todas las personas, especialmente para quienes tienen un acceso limitado a internet y evitando particularmente la propagación de información falsa que genere pánico, amenazas y desorden. 

De igual manera recomiendo la utilización de un lenguaje adecuado que evite culpabilizar o criminalizar a las personas en la transmisión del virus COVID-19, privilegiando mensajes centrados en sus derechos, necesidades y el incremento sustancial de información que llame a la calma, la empatía y la solidaridad hacia quienes se encuentran especialmente vulnerables y afectadas por esta emergencia.

4 de abril 2020

3. Conmemoración del “Día de la Bendición de la Semilla por los Pueblos Indígenas de El Salvador

En cumplimiento de las atribuciones que me han sido conferidas en el artículo 194 romano I ordinal 1°, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República de El Salvador, este día tres de mayo, fecha en que los pueblos indígenas de nuestro país, realizan la ceremonia de bendición de la semilla,  práctica ancestral que contribuye a promover el uso de la semilla nativa, así como, el trabajo de la tierra, conforme a su cosmovisión y formas de vida, les extiendo un saludo fraterno a los pueblos Nahua- Pipiles, Lenca y Kakawira de nuestro país.

En tan importante fecha, es necesario reconocer el trabajo que realizan en aras de alcanzar sus justas reivindicaciones como la garantía, protección y cumplimiento de sus derechos económicos sociales y culturales, entre estos, el derecho a la seguridad alimentaria, a la salud intercultural, a la tierra, a condiciones de vida digna, entre otros. Esfuerzos que esta Procuraduría ha venido acompañando a través de la Mesa Permanente de la PDDH sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.

He observado con gran preocupación durante esta crisis sanitaria que enfrenta  nuestro país, a raíz del COVID19, que grupos en condiciones de vulnerabilidad se han visto desprotegidos e invisibilizados, tal es el caso de los pueblos indígenas, debido a la falta de medidas, programas de prevención, protección y asistencia orientados a su atención, conforme a su cosmovisión y forma de vida propia, especialmente a los abuelos y abuelas, niñez indígena, mujeres embarazadas, los que deben de ser una prioridad para nuestro sistema de salud.

Otro aspecto importante a evidenciar, es el impacto que generara esta pandemia en las condiciones socioeconómicas de las comunidades indígenas de nuestro país, en vista que las antes citadas en su mayoría dependen del trabajo de la tierra y otras actividades agrícolas, por tanto se debe priorizar la adopción de políticas públicas y planes de contingencia por parte del Órgano Ejecutivo, que atiendan sus necesidades económicas y garanticen su subsistencia y seguridad alimentaria de manera digna posterior a tal crisis de salud.

En virtud de lo anterior, el Foro Permanente de las Naciones Unidas para Cuestiones Indígenas ha expresado que los Estados Miembros deben proteger a los más vulnerables de nuestra sociedad, instando a adoptar medidas inmediatas para asegurar que los pueblos indígenas sean informados, protegidos y priorizados durante la pandemia de salud mundial del COVID-19. En este sentido, la información en lenguas indígenas es importante para garantizar su accesibilidad y seguimiento, siendo motivo de especial preocupación los enfermos crónicos, los que se encuentran en situación de fragilidad médica, así como los ancianos indígenas quienes son una prioridad para nuestras comunidades como guardianes de la historia, las tradiciones y culturas.

Por lo tanto, con base en las atribuciones expresadas en el artículo 194 romano I ordinales 1, 3, 7 y 11 de la Constitución de la Republica. RECOMIENDO:

Al Señor Presidente de la Republica, Nayib Armando Bukele Ortez, 

a) Girar las directrices necesarias a las instituciones pertinentes, en aras de que éstas realicen un trabajo articulado, con el objeto de garantizar que los pueblos indígenas sean informados, protegidos y priorizados durante la pandemia de salud mundial del COVID-19. 

b) La atención a los pueblos indígenas por parte del Estado debe de estar orientada a la protección integral de sus derechos humanos, desde una visión de personas titulares de éstos y no solo desde la perspectiva cultural.

Al Señor Ministro de Salud, doctor Francisco José Alabi Montoya, garantizar que los pueblos indígenas participen y sean incluidos en las medidas relacionadas con la salud pública, desde la interseccionalidad de la medicina moderna y tradicional, incluyendo además sus necesidades y prioridades específicas para abordar el contagio comunitario del COVID-19.

Al Señor Ministro de Agricultura y Ganadería, Pablo Anliker, adoptar las medidas, planes de contingencia y políticas agrícolas específicas para pueblos indígenas, orientadas a hacer frente a las necesidades económicas y alimentarias de los antes citados, que resulten de tal pandemia.

3 de mayo de 2020

4. Conmemoración de los 12 años de entrada en vigencia de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo

Este día se conmemora nuevamente de la entrada en vigencia de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad –CDPD- y su Protocolo Facultativo, que generó a los Estados Parte el compromiso de implementación efectiva en el ámbito interno a través de una serie de medidas destinadas a asegurar los derechos de las personas con discapacidad. 

Con la crisis sanitaria mundial generada por el COVID-19, el Estado salvadoreño en marzo recién pasado declaró emergencia nacional lo que conllevó la aplicación de medidas restrictivas vinculadas al distanciamiento social, confinamiento domiciliar, limitación del libre desplazamiento, circulación de personas, cancelación de ciertas actividades económicas, desarrollo atípico de los programas de educación (a distancia), la prestación irregular de algunos servicios de salud, rehabilitación, uso de insumos para la prevención del contagio, entre otras.

Las medidas antes citadas han agravado en la mayoría de los casos la ya precaria situación de la población con discapacidad, al omitir la realización de adecuaciones necesarias para su inclusión, pues en los planes y lineamientos de atención en salud en esta situación de la emergencia se ha debido considerar: tipos de discapacidad, edad, continuidad de tratamientos médicos, rehabilitación, entre otros para asegurar el goce del nivel más alto posible de salud para el colectivo con discapacidad en los Centros de Contención del Coronavirus –CCC-, en los hospitales, espacios comunitarios y confinamiento domiciliar.

El contenido de la Convención, debió ser ese estándar de derechos humanos que orientara la elaboración, ejecución y evaluación de políticas, planes, programas, protocolos y lineamientos sanitarios, puesto que establece disposiciones relativas al respeto y garantía de derechos humanos de la población con discapacidad, entre los que destacan: atención prioritaria en situaciones de riesgo y emergencias, la libertad y seguridad personal, protección de la integridad física y mental contra cualquier forma de violencia y abuso. De igual manera contiene la garantía del derecho a la educación, salud, rehabilitación, accesibilidad física, comunicación, información, trabajo, empleo, nivel de vida adecuado, protección social, acceso a la justicia, entre otros.

El Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en octubre del año recién pasado al realizar las observaciones finales sobre los informes periódicos segundo y tercero combinados de El Salvador, agregó una serie de recomendaciones con carácter vinculante para la inclusión de las personas con discapacidad; tales como: establecer un presupuesto de reserva para emergencias humanitarias y desastres; adoptar medidas legales, políticas eficaces, la prohibición de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, proporcionar servicios de rehabilitación, alojamiento de emergencia, asistencia médica y psicológica; asignación de recursos para garantizar la accesibilidad de los servicios, que los profesionales de la medicina reciban la debida formación sobre los derechos de las personas con discapacidad para que los tengan en cuenta en los tratamientos y el asesoramiento, tanto en las zonas urbanas como en las rurales.

En este contexto de emergencia, también ha sido evidente que la información oficial divulgada, los decretos ejecutivos y legislativos relacionados con la misma, no se disponen en formatos accesibles para las personas con discapacidad visual e intelectual. La información proporcionada en las conferencias de prensa y cadenas nacionales se ha limitado a la interpretación en Lengua de Señas Salvadoreña -LESSA-; aunque es importante resaltar el aporte de distintos medios de comunicación que han mantenido campañas de recomendaciones para sobrellevar el aislamiento social, el cumplimiento del confinamiento domiciliar y medidas de higiene para evitar el contagio del covid-19, pero sin incluir la información accesible para la población con discapacidad. 

El trabajo y empleo ha sido otro de los derechos que durante años ha carecido de medidas oportunas y decididas para la población con discapacidad, lo cual se ha acrecentado en la actual situación de emergencia; pues muchas familias ante la falta de oportunidades de empleo se dedican al comercio informal generando ingresos insuficientes para cubrir las necesidades básicas de las personas con discapacidad y sus familias, por tal razón ha llamado la atención la ausencia de medidas para priorizar a personas con discapacidad en el otorgamiento del bono de compensación económica para alimentación de $300.00 entregado por el Órgano Ejecutivo, provocando tal exclusión la agudización de su situación de pobreza.

En cuanto al derecho a la educación de las personas con discapacidad, El Salvador ha sido señalado por el Comité correspondiente de carecer de medidas para alcanzar niveles óptimos de igualdad. No obstante, para quienes han tenido la posibilidad del acceso a la educación, la decisión de las autoridades educativas de suspender las clases presenciales, sustituyéndolas por la modalidad virtual, a partir de la emergencia nacional por COVID-19, no previó que la mayoría de personas con discapacidad que asisten a centros de estudio públicos carecen de recursos tecnológicos e informáticos, de metodología y los materiales de enseñanza accesibles (internet, guías en braille, dispositivos auditivos, videos con interpretación en LESSA u otros) para la continuidad de la educación a distancia. Esa omisión refleja otra evidente discriminación en perjuicio de la población con discapacidad.

En consecuencia de lo anterior, conforme al mandato constitucional que me ha conferido en el artículo 194 romano I de la Constitución de la República, en mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, emito las siguientes recomendaciones:

Al señor Presidente de la República, Nayib Armando Bukele Ortez:               
1) Instruir a las autoridades de las instituciones que componen el Órgano Ejecutivo, entre ellas los cuerpos de seguridad que implementen acciones destinadas a garantizar y respetar los derechos de las personas con discapacidad, asegurándose que en lo sucesivo los decretos ejecutivos protejan los derechos y libertades fundamentales de la población con discapacidad, dando cumplimiento a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 2.- Garantizar la integridad y la libertad personal de las personas con discapacidad, erradicando todo abuso, maltrato y discriminación por condición de discapacidad; 3.- Implementar mecanismos institucionales para que las personas con discapacidad, sean consultadas e involucradas activamente en la planificación, implementación y monitoreo de las medidas de prevención y contención de COVID-19, así como en los procesos posteriores de rehabilitación. 

Al señor Ministro de Salud, doctor Francisco Alabi:   
2) Garantizar el acceso de las personas con discapacidad a los servicios de salud con igual calidad y nivel de atención médica, incluidos los servicios de salud mental. Tomando en cuenta las necesidades propias de la discapacidad de la persona, edad y género; 2.- Dar continuidad a los tratamientos de salud y rehabilitación; 3.- Asegurar que toda la información pública sobre las medidas relativas a la emergencia nacional por COVID-19 sea divulgada en formatos accesibles para las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás, proporcionándose plataformas virtuales accesibles en varios formatos, modos y métodos alternativos de comunicación; 4.- Realización de campañas permanentes de prevención al COVID-19 en formatos accesibles para las personas con discapacidad; 5.- Salvaguardar la provisión de alimentos, medicamentos y otros suministros para personas con discapacidad en situaciones de aislamiento y cuarentena.

A la señora Ministra de Educación, licenciada Carla Hananía de Varela:
3) Tomar medidas urgentes para asegurar que la niñez y juventud con discapacidad continúen su año escolar en la modalidad virtual para lo cual se les debe dotar de los recursos tecnológicos y materiales accesibles acorde a su discapacidad, incluyendo la población que vive en zonas rurales; 2.- Considerar medidas alternativas para los casos de estudiantes con discapacidad que carecen de acceso a recursos por su condición de ruralidad o marginalidad; 3.- Instruir al personal docente para evitar y erradicar la discriminación de estudiantes con discapacidad en las condiciones referidas en los numerales anteriores.
Al señor Ministro de Trabajo y Previsión Social, señor Rolando Castro: 
4) Asegurar a las personas con discapacidad el respeto de su derecho al trabajo, condiciones y prestaciones laborales, así como la estabilidad laboral, tanto en el ámbito público como privado, particularmente en esta situación de la emergencia nacional.

Al Consejo Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad –CONAIPD- en el ejercicio de entidad rectora de la Política Nacional de Atención Integral a la Persona con Discapacidad:

5) Garantizar que todas las instituciones públicas cumplan dicha política; y activar a las autoridades correspondientes ante eventuales afectaciones de derechos a la población con discapacidad cometidas en el sector privado o público, dando el seguimiento debido para la restitución de los derechos y reparación a las víctimas.

Al Órgano Legislativo, a través de la Comisión de la Familia, Niñez, Adolescencia, Adulto Mayor y Personas con Discapacidad:
6) Asegurar que todos los decretos sujetos a su aprobación en el marco de la actual emergencia nacional, incluyan la protección y garantía de los derechos de las personas con discapacidad desde el enfoque social de derechos; 
7) Reconsiderar en el proyecto de Ley de Inclusión de las Personas con Discapacidad la autonomía plena del CONAIPD a fin de que no se le inhiba de realizar la supervisión amplia y autónoma de los derechos de las personas con discapacidad.

Finalmente, aprovecho esta ocasión para expresar a las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones sociales a continuar los esfuerzos de exigencia de los derechos humanos de la población con discapacidad.
3 de mayo de 2020
5. Posicionamiento de la Mesa Temática de Derechos Humanos y VIH, con el acompañamiento de la Procuraduría para la defensa de los Derechos Humanos ante la situación de la pandemia COVID-19
La Mesa Temática de Derechos Humanos y VIH, con el acompañamiento de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, es un espacio conformado por organizaciones de la sociedad civil y profesionales que trabajan en la defensa de los derechos humanos de personas con VIH, personas de la diversidad sexual y trabajadoras sexuales desde el año de 2017. 

Ante la situación actual de la pandemia del COVID-2019, hemos seguido de cerca la tendencia e impacto que ocasiona a nuestra población, dicha afectación ha golpeado fuertemente a los grupos en condiciones de vulnerabilidad como: personas con VIH, población de la diversidad sexual y trabajadoras sexuales. En ese sentido, manifestamos nuestra profunda preocupación, por el deterioro en la calidad de vida que la pandemia está ocasionando en los aspectos siguientes: 

Las personas con VIH, personas de la diversidad sexual y trabajadoras sexuales, son colectivos  que pertenecen al sector informal, en su mayoría trabajan de manera independiente ganándose la vida  en diversas actividades laborales; y, como bien conocemos, el quedarse en casa debido a la cuarentena les afecta en la generación de ingresos para la sobrevivencia de sus familias. 

Lamentamos que una gran parte de personas que son cabezas de hogar, no pudieron ser beneficiarias con el bono de $300.00 dólares que el gobierno entregó como apoyo a las familias, esto  debido a: carecer de un lugar propio donde vivir, limitándoles para registrarse y obtener subsidio, lo  cual, al no contar con ello, quedaron fuera del sistema para obtener dicho bono. 

Con respecto a la entrega de las canastas, está pasando la misma situación debido a que no están llegando a la mayoría de los sectores ya mencionados, lo cual la situación se vuelve más compleja debido a que a la fecha, muchas familias, están quedando sin alimentos. En algunos casos las personas que han recibido dicha canasta, se las han entregado de manera incompleta, situación que no nos parece justo quitar de lo poco que puedan recibir. 

 Sumado a esto persisten dificultades en el retiro de sus medicamentos antirretrovirales en algunos hospitales; ya que, a pesar de hacer uso de los números de contacto para solicitar transporte para movilizarse a los hospitales, ha sido difícil debido a que no contestan, en algunos casos que se ha logrado coordinar, a última hora el transporte no ha llegado por las personas, lo que impactara la adherencia de dichos medicamentos.  
 Finalmente denunciamos la ausencia de programas de salud mental dirigido personas viviendo con VIH, y otros colectivos marginados y estigmatizados por la sociedad. 

Por lo anterior, la Mesa emite el presente posicionamiento e insta a las autoridades respectivas a: 

1) Buscar el acercamiento, la coordinación y dialogo inclusivo en los espacios de representaciones de la sociedad civil de las poblaciones de personas con VIH, diversidad sexual y trabajadoras sexuales, las cuales conocen de cerca la realidad de sus miembros.    

2) Establecer un mecanismo de entrega efectivo de las canastas básicas completas, a quienes aún no las han recibido. 

3) Informar de los resultados del monitoreo hospitales y clínicas TAR donde se dispensa medicamentos Antirretrovirales para conocer sobre la disponibilidad de los mismos, así como el mecanismo de distribución y con ello evitar que las personas dejen de tomarlo. 

4) Nos ponemos a la disposición para contribuir a realizar un trabajo coordinado, para que se logre beneficiar a las personas a las cuales representamos. 

28 de mayo de 2020
6. Información sobre la utilización del Hospital Nacional de Niños Benjamín Bloom para atender pacientes adultos positivos de COVID-19

A través de información difundida en los medios de comunicación, se tuvo conocimiento que el Hospital Nacional de Niños Benjamín Bloom sería utilizado para atender pacientes adultos positivos de COVID-19. Por lo cual el 15 de mayo de 2020, se solicitó información al Director del Hospital Nacional de Niños Benjamín Bloom, doctor Ángel Ernesto Alvarado Rodríguez, quien informó que el Hospital Bloom al ser un hospital de tercer nivel, su objetivo primordial es ofrecer servicios de especialidades médicas y quirúrgicas a la población de las niñas y niños, por lo cual dicho hospital NO ATIENDE a pacientes adultos sospechosos o diagnosticados con Coronavirus, solo niños y niñas.

Con referencia a la utilización del Hospital Bloom como centro de recolección de plasma anti covid-19, se expuso que el criterio medico utilizado es que el plasma convaleciente es una alternativa de tratamiento que se obtiene de pacientes recuperados de la enfermedad, quienes pueden hacer una donación altruista en el Centro de Recolección de Plasma Anti Covid, ubicado en el Hospital Bloom, para lo cual se formuló protocolo con diferentes especialistas, se adecuaron las instalaciones, se capacitó y entrenó al personal en AFERESIS, utilizando los protocolos del Bloom y del MINSAL.

Por lo anterior, esta Procuraduría comunica la información antes descrita a las instituciones, organizaciones y pueblo en general que defiende los derechos de la niñez salvadoreña, a quienes les insta a continuar pendientes del buen funcionamiento del Hospital Nacional de Niños Benjamín Bloom, con el fin de lograr se garantice el Principio del Interés Superior y el Derecho a la Salud de la Niñas, Niños.

Así mismo, el suscrito Procurador reconoce el buen trabajo que desempeña el Director del Hospital Nacional de Niños Benjamín Bloom, doctor Ángel Ernesto Alvarado Rodríguez, quien siempre está presto a colaborar e informar sobre situaciones de atención médica a la niñez en el Hospital Bloom, con lo cual contribuye al buen funcionamiento de la institucionalidad en beneficio del interés superior de la niñez.

03 de junio de 2020

7. Utilización de la imagen de niñas y niños durante la entrega de canastas solidarias

A través de diferentes redes sociales y medios de comunicación, he conocido sobre la utilización de niñas y niños, para realizarles fotografías recibiendo paquetes alimenticios, que entrega la Presidencia de la República a través de su programa de Bienestar Social, en el marco de la atención por la emergencia del COVID-19

Estos hechos constituyen una grave afectación al derecho a la protección a la imagen, vida privada e intimidad de las niñas y niños, establecidas en el artículo 46 de la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, y artículo 16 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Por lo anterior, en uso de mis facultades Constitucionales, establecidas en el artículo 194  romano I, le solicito al señor Presidente de la República, Nayib Armando Bukele  Ortez, ordene que no se utilice la imagen de niñas, niños y adolescentes, para las actividades en las que se entrega paquetes alimenticios u otra actividad estatal, durante la presente emergencia o coyuntura.
Exhorto, al Consejo Directivo y Dirección Ejecutiva del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, estar vigilante ante hechos como los señalados; debiendo garantizar la protección de todos los derechos de la población infantil y adolescente en el país.
10 de junio de 2020

8. Utilización y Exposición por parte del Presidente de la República Nayib Armando Bukele Ortez, de un niño vestido con bolsas plásticas que sirven de empaque a la canasta solidaria que entrega el gobierno de El Salvador

Como pueblo salvadoreño, hemos sido testigos de una publicación por la red social Twitter que realizó el Presidente Nayib Armando Bukele Ortez, el día 01 de julio de 2020 a las 22:45 horas, (re tuit) donde en un video aparece el niño JDRM, de ocho años, vestido con bolsas plásticas desechables que sirven de empaque de las canastas solidarias que entrega el gobierno, quien, entre otras cosas le agradece al presidente por los víveres que ha recibido su familia, le pide a Dios que ya no sigan los contagios de Covid-19 y la recuperación de los enfermos.

Frente a lo anterior, me veo en la imperiosa obligación de recordarle al presidente Nayib Bukele, que como máxima magistratura de El Salvador, él es el primer llamado a cumplir la Constitución de la República, instrumentos internacionales firmados y ratificados por El Salvador y demás leyes del país que protegen los derechos de los niños y niñas, así pues, hacerle ver con firmeza al presidente Nayib Bukele, que su conducta transgrede los artículos 34 y 35 de nuestra Carta Magna; 16 de la Convención Sobre los Derechos del Niño y 46 de la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia (LEPINA).

En ese sentido, como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, le pido y exijo al presidente Nayib Bukele, que desista de utilizar y exponer niños y niñas en sus cuentas de redes sociales y cualquier otro medio de comunicación ó difusión, debido que tales acciones y publicaciones atentan contra la dignidad de la niñez.

Finalmente, le recomiendo a la señora Procuradora General de la República Licda. Mirian Geraldine Aldana Revelo, que en su calidad de Presidenta del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, se reúna con carácter de urgencia con el Consejo Directivo del CONNA y coordinen con la señora Directora Ejecutiva Ad-honorem Licda. Maritza Haydee Calderón de Rios, para que inicie proceso investigativo sobre este hecho y esté pendiente para que situaciones como estas, que atentan contra la imagen y dignidad de los niños y niñas no se realicen por cualquier funcionario o ciudadano.

02 de julio de 2020

9. WEBINAR CIDH-OEA: "Situación de los Derechos Humanos de las Personas Mayores en el Contexto de la Pandemia", 26 de mayo de 2020
Somos conscientes de la gravedad de la pandemia por la que estamos atravesando por lo que apoyamos todas las  medidas excepcionales y esfuerzos que desde el Gobierno y todas las instituciones públicas y privadas se están  llevando a cabo para parar la pandemia y encontrar salidas rápidas; sin embargo, creemos que muchos de los  mensajes que se están difundiendo en los medios de comunicación infieren en la manera discrecional y  arbitraria en la que se selecciona a las personas en función de su edad en los CCC, Centros Sanitarios y Centros  de Atención de Personas Adultas Mayores. Por otra parte, los mensajes de funcionarios de Gobierno sobre la  inevitable muerte de las Personas Mayores afectadas, está causando miedo y desprotección en este sector de la  población, por lo que consideramos discriminatorio e inhumano, que se tenga en cuenta criterios de edad para  priorizar la atención sanitaria de las Personas Mayores, en lugar de considerar criterios clínicos y otras  circunstancias vitales de las personas, con independencia de la edad. 

También señalamos con mucha preocupación la escasez de recursos de protección para el personal que  presta los servicios de atención a las Personas Adultas Mayores, lo que podría originar el incumplimiento de los  protocolos de actuación y atención en algunas residencias de personas mayores y la falta de mecanismos de  respuesta de los servicios de ayuda humanitaria a domicilio hacia este sector de la población. Cabe destacar que  la falta de recursos de protección, no justifica determinadas actuaciones que atentan contra los derechos  humanos de las Personas Mayores y los principios de la bioética. 

La pandemia está poniendo en evidencia la situación de precariedad de algunas residencias de personas  mayores, ante lo que hemos exigido desde la labor de esta Procuraduría la intervención directa y rigurosa del  Ejecutivo para la progresividad de la institucionalidad de protección de las Personas Mayores en nuestro país, la  instauración de la Dirección de la Persona Adulta Mayor y la pronta activación del funcionamiento del Consejo  Nacional de Protección de las Personas Adultas Mayores (CONAIPAM), competentes en la materia según las  funciones específicas en la Ley de Atención Integral de las Personas Adultas Mayores. 

Esta Procuraduría concluye que la ausencia del CONAIPAM en la supervisión de las acciones estatales ante la emergencia nacional y la falta de sus pronunciamientos contundentes a favor de la población Adulta Mayor,  reafirman nuestro requerimiento institucional de la urgente necesidad de una institución rectora especifica en la  temática. 
Por lo antes expuesto, como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos hago un llamado a las siguientes autoridades: 

Al señor Presidente de la República, Nayib Armando Bukele Ortez: 

1)  Que inste a quien corresponda para la pronta verificación de los Centros de Atención de Personas Mayores  a nivel nacional, específicamente esclarecer lo que está ocurriendo en el Centro de Atención de Ancianos  "Sara Zaldívar", y depuren responsabilidades, y se realice un informe con el resultado de las  investigaciones y actuaciones oportunas. Todo ello para que, a pesar de la gravedad de la crisis, se lleven a  cabo prácticas sociales e institucionales que no abandonen la solidaridad, la defensa de los derechos  humanos y la dignidad de las personas mayores.

2)  La activación urgente y necesaria ante la pandemia del COVID-19, del Consejo Nacional para la Atención Integral a los Programas de los Adultos Mayores (CONAIPAM), para la implementación de las medidas  de monitoreo y vigilancia contra la violencia hacia Personas Mayores, ya sea a nivel intrafamiliar, en  residencias de larga estadía, hospitales o cárceles, facilitando la accesibilidad a los mecanismos de  denuncia. 

3)  Incluir prioritariamente a las Personas Mayores en los programas de respuesta a la pandemia,  especialmente en el acceso a las pruebas de COVID-19, al tratamiento médico oportuno, al acceso a los  medicamentos y a los cuidados paliativos necesarios. 

4)  Garantizar el aprovisionamiento de ayuda humanitaria a las Personas Adultas Mayores, asegurando que se  les brinde alimento, agua y saneamiento; estableciendo espacios para la institucionalización de personas  en situación de pobreza extrema, calle, abandono y discapacidad. 

5)  Garantizar del Presupuesto General de la Nación una partida presupuestaria que asegure una atención  integral de la población Adulta Mayor institucionalizada, ya que los mismos carecen del apoyo financiero  del Estado. 

A la Honorable Comisión de la Familia, Niñez, Adolescencia, Adulto Mayor y Personas con Discapacidad de  la Asamblea Legislativa: 

1)  Establecer como una prioridad en la agenda la actualización y reforma de la Ley de Atención Integral para  la Persona Adulta Mayor, con un enfoque de derechos humanos, en la cual se garantice la institucionalidad  nacional de protección de la Persona Mayor en nuestro país, ante la disolución de la Dirección de la  Persona Mayor en el actual Gobierno. 
Al señor Ministro de Salud, Doctor José Alabí Montoya: 

1)  Que la implementación de los protocolos médicos, las decisiones sobre los recursos médicos, y  tratamientos en relación al COVID-19 sean suministrados sin discriminación en razón de la edad y  prestando especial atención a las Personas Adultas Mayores con discapacidad, VIH/sida, enfermedades  crónicas, que requieran atención regular como diabetes, hipertensión, demencia senil, alzhéimer, etc. 
2)  Establecer dentro de las medidas de contingencia un balance entre la protección ante el COVID-19 y la necesidad particular de las Personas Mayores de comunicarse con sus familias para quienes se encuentren  en hospitales y residencias a largo plazo facilitando medios alternativos de contacto familiar como  comunicación telefónica o internet. 

3) Garantizar a las Personas Mayores dentro de los protocolos de respuesta a la pandemia, el consentimiento previo, pleno, libre e informado y teniendo en cuenta situaciones particulares como la pertenencia a pueblos indígenas.

4) Garantizar que los Centros de Atención y las residencias de Personas Mayores sean tratadas como instituciones de actuación preferente en esta crisis generada por la pandemia, por lo que deberá de suministrar a todos los profesionales y residentes de mascarillas, caretas, lentes y recursos básicos de protección. de los diferentes Centros de Atención de Personas Mayores a nivel nacional. 

5) Hacer test en todas las residencias de Personas Mayores a nivel nacional para asegurar que los profesionales y los residentes de los Centros de Atención sean aislados para recibir su tratamiento médico. 

6) Proporcionar el personal suficiente para prestar un servicio de manera adecuada y oportuna a los residentes; debiendo de brindarles formación de manera rápida por los mismos equipos de profesionales de las residencias sobre su propio desempeño laboral. 

7) Garantizar el desplazamiento diario del personal médico para atender las patologías clínicas que presentan los residentes de los Centros de Atención de Personas Mayores a nivel nacional, y se le brinde el tratamiento médico adecuado y oportuno, con la finalidad de evitar complicaciones de salud que ameriten el trasladado a hospitales o centros sanitarios. 
 A la señora Ministra de Desarrollo Local, María Ofelia Navarrete: 

1) Priorizar la instauración de la Dirección de la Persona Adulta Mayor en el país y la pronta activación del CONAIPAM, quienes deberán realizar estudios periódicos y actualizados sobre la situación de abuso, maltrato, discriminación y negligencia hacia este sector de la población, que permitirá establecer la línea de base para el desarrollo de programas y políticas tendientes a erradicar la problemática. 
2) Unificar esfuerzos para la elaboración de un protocolo de actuación en los casos de abuso, maltrato, discriminación y abandono hacia la Personas Adultas Mayores, en medio de esta crisis sanitaria, económica y social, con las diferentes instituciones involucradas en su protección. 

Finalmente hago un llamado al aparato Estatal y a la sociedad salvadoreña, a generar una imagen sin estigmatización a la Persona Adulta Mayor, impulsando un envejecimiento activo y saludable, y erradicar todo paradigma de homogenizar el envejecimiento, naturalizando el deterioro, declive y discapacidad como parte del  proceso de envejecimiento, entendiendo que dichas condiciones están más bien, determinadas por las  condiciones sociales, económicas y ambientales de cada sociedad. Pues el envejecimiento es heterogéneo y diferencial en cada ser humano. 

15 de junio de 2020. 

g) Libertad de expresión y acceso a la información 
1. En relación con manifestaciones de sonidos de pitos y cacerolazos de la población salvadoreña y la utilización en redes sociales del nombre de la hija del señor presidente
Es del conocimiento público que desde el día 12 de mayo de 2020, a las 20:00 horas, la población salvadoreña ha estado realizando protestas públicas contra el señor presidente de la República, Nayib Bukele, consistentes en el sonar de pitos y cacerolazos por la inconformidad ante los efectos de la “cuarentena especial”, “el no retorno de los compatriotas varados en países extranjeros”, “por la falta de transparencia del gasto público”, “por las personas que no tienen ingresos económicos y alimentos”, “por los que se han infectado en los centros de contención”, entre otros.

Ante lo cual, esta Procuraduría reconoce el legítimo derecho del pueblo salvadoreño a expresarse y protestar libremente conforme al artículo 6 de la Constitución de la República, donde se regula que:

“Toda persona puede expresar y difundir libremente sus pensamientos siempre que no subvierta el orden público, ni lesione la moral, el honor, ni la vida privada de los demás”. En ese sentido, como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos estoy obligado a exponerle al pueblo manifestante, que así como tienen la plena libertad de protestar, también tienen la obligación de no lesionar la moral, el honor y la privacidad de los demás”.
Por lo anterior, se le exhorta al pueblo salvadoreño que realiza la protesta, desistir de utilizar el nombre de la hija del señor presidente de la República, en sus gritos y frases al momento de realizar sus manifestaciones, lo cual transgrede los artículos 34 y 35 de la Constitución de la República; 16 de la Convención Sobre los Derechos del Niño y 46 de la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia (LEPINA).

Finalmente, se le recomienda al señor presidente de la República Nayib Armando Bukele Ortez que, como funcionario público, no utilice ni exponga a su hija en sus apariciones y espacios públicos.

14 de mayo de 2020
2. Hechos de violencia ocurridos en la Alcaldía Municipal de Soyapango

Desde el día 28 de agosto del presente año, trabajadoras y trabajadores de la Alcaldía Municipal de Soyapango, miembros del Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de la Alcaldía de Soyapango, SITMUSOY, y Sindicato de Trabajadores Municipales de Soyapango, SITRASOY, acompañados también por miembros de la Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales, ASTRAM, iniciaron una protesta pacífica en los alrededores de la alcaldía, ante la supuesta privatización de los servicios de recolección de desechos sólidos en ese municipio.

Las personas trabajadoras de ese municipio denunciaron ante personal de esta Procuraduría que en el período de cuarentena por el Covid-19, tuvieron conocimiento que autoridades de la Alcaldía iniciaron un proceso de licitación para adjudicar a una empresa los servicios de recolección de basura en el municipio, viéndose afectados con dicho proceso alrededor de 253 personas trabajadoras del Departamento de Recolección de Desechos Sólidos, por lo que decidieron ubicar siete camiones recolectores frente a la Alcaldía y bloquear algunas calles, como una medida para presionar a las autoridades a buscar soluciones a la problemática. Ante ello el señor Alcalde Municipal, Juan Pablo Álvarez expresó que con el ánimo de buscar alternativas para mejorar el servicio de recolección de basura en el municipio, el Concejo Municipal emitió un acuerdo para iniciar un proceso de búsqueda de un socio estratégico que se encargara de la recolección, dado que por la crisis sanitaria por el Covid-19, no se les ha entregado el dinero de FODES y la recolección de fondos municipales también se redujo.

En horas de la madrugada de este día, tres personas trabajadoras fueron lesionadas, luego del ataque sufrido con armas de fuego y objetos contundentes, presuntamente por un grupo de 25 personas que llegaron a las 11:00 de la noche de ayer, con palos, piedras y botellas, quienes comenzaron a ofender y a provocar a los manifestantes, de quienes creyeron también eran personas trabajadoras que llegaban a apoyarlos en la protesta, pero expresan los trabajadores que al parecer eran personas de estructuras delincuenciales o grupos de choque, que alrededor de la 01:00 de la madrugada de hoy, hicieron varios disparos que impactaron a tres de las personas que protestaban y custodiaban los vehículos municipales que utilizaban para la protesta.

Los heridos son los señores José Alfredo Esquivel Ramos, Francisco Olmedo y Javier Alberto Rivas, el primero recibió un impacto de bala que rozó su rostro y los otros dos en miembros inferiores, quienes fueron trasladados por la Cruz Verde al Instituto Salvadoreño del Seguro Social. El señor alcalde Juan Pablo Álvarez expresó, que “probablemente hubo disparos desde las instalaciones de la alcaldía hacia afuera, pero en defensa propia”.

Personal de esta Procuraduría verificó el conflicto suscitado en la Alcaldía, desde tempranas horas de la mañana, cuya intervención logró que las autoridades municipales entablaran una Mesa de Diálogo con los trabajadores para buscar alternativas de solución a la problemática, interviniendo en dicha Mesa también representantes del Ministerio de Trabajo y Previsión Social y de esta Procuraduría, en la que el señor Alcalde y su Concejo por unanimidad, mostrando apertura y buena disposición al diálogo, adoptaron acuerdos para levantar las medidas de protesta, garantizando la estabilidad laboral de las personas trabajadoras, no tomando represalias en contra de los manifestantes empleados y empleadas de esa alcaldía y desistiendo de cualquier acción que atente contra los derechos de los trabajadores; asimismo se acordó dejar sin efecto el acuerdo municipal que autorizaba el inicio del proceso de licitación de un socio estratégico para la recolección de desechos y en su defecto se buscará un financiamiento para la compra de nuevos camiones y reparación de los camiones compactadores con problemas mecánicos, asimismo se reinstalará a partir de mañana al señor Mario Cesar Rochac como Gerente de Desechos Sólidos; acuerdos que se hicieron constar en el Acta número 38 de la sesión ordinaria celebrada por el Concejo Municipal de Soyapango este día, según Acuerdo Municipal número uno.

En el ejercicio del derecho a la protesta pacífica, como mecanismo esencial para exigir la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales, “las personas trabajadoras no deberían ser sometidas a medidas de represalia ni privaciones de libertad, por haber ejercido derechos garantizados en los instrumentos de la OIT en materia sindical”. En tal sentido, las personas trabajadoras de la Alcaldía Municipal de Soyapango que demandaban atención de las autoridades municipales ante la presunta e inminente afectación a su derecho al trabajo, por considerar que al trasladar los servicios de recolección de basura a una empresa privada, su estabilidad laboral se vería afectada, realizaron acciones de protesta que no fueron atendidas de forma oportuna por las autoridades municipales, ocasionando que las mismas culminaran con hechos de violencia, los que pudieron haberse evitado respondiendo oportunamente a las peticiones de las personas trabajadoras; sin embargo se reconoce la actitud de diálogo mostrada este día por las autoridades municipales para desmontar el conflicto laboral suscitado.

Frente a los hechos antes expuestos y en cumplimiento a las atribuciones consignadas en el art. 194 romano I, ordinales 1°, 3°, 7° y 11° de la Constitución de la República, como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos:

1) Señalo con profunda preocupación la violación a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de las personas trabajadoras de la Alcaldía Municipal de Soyapango, por la omisión del señor Alcalde y su Concejo Municipal de atender de forma oportuna las demandas, pudiendo haberse evitado hechos violentos como los ocurridos en contra de los trabajadores José Alfredo Esquivel Ramos, Francisco Olmedo y Javier Alberto Rivas.

2) Insto al señor Alcalde Municipal de Soyapango, Juan Pablo Álvarez, a mantener y privilegiar el diálogo como mecanismo para buscar soluciones a los conflictos que puedan suscitarse con la clase trabajadora, estando esta Procuraduría en la disposición de participar si fuera necesario. Así mismo se le insta a darle seguimiento a los acuerdos tomados este día por el Concejo Municipal, según el acta número 38 citada.

3) Recomiendo al señor Fiscal General de la República, Dr. Raúl Melara, iniciar la investigación que corresponda, sobre los hechos ocurridos en la madrugada de este día en las instalaciones de la Alcaldía Municipal de Soyapango en contra de las personas trabajadoras que resultaron lesionadas.

31 de agosto de 2020
h) Fechas conmemorativas y otros 

1. “31 de marzo, Día de la Visibilidad Trans”

En cumplimiento de las atribuciones que me han sido conferidas en el artículo 194 romano I ordinal 1°, 7°, 10° y 11° de la Constitución de la República de El Salvador, este día 31 de marzo, día de la visibilidad trans, extiendo un saludo fraterno a toda la población de mujeres y hombres trans de nuestro país.

En esta fecha, es importante reconocer el trabajo que realizan las organizaciones de mujeres y hombres trans, en aras de alcanzar sus justas reivindicaciones como el derecho a una Ley de Identidad y la exigencia al Estado de impulsar las políticas pública o buenas prácticas necesarias que contribuyan a erradicar la estigmatización y discriminación de la que han sido víctimas históricamente por su orientación sexual y expresión de género. Esfuerzos que esta Procuraduría seguirá acompañado.

Aprovecho la ocasión, a consecuencia de la coyuntura que en la actualidad atraviesa nuestro país, a raíz del COVID19, que ha dado lugar, en algunos casos, a la desprotección de las poblaciones más vulnerables, entre estas la población LGBTIQ+, debido a la falta de medidas concretas o programas de asistencia y protección por parte del Estado dirigidas específicamente a la población trans, y más a las personas adultas mayores, de reiterarles el compromiso de esta Procuraduría de velar y garantizar el ejercicio y cumplimiento de sus derechos humanos en tal crisis sanitaria.

En virtud de lo anterior, además de expresarles mi admiración por el trabajo realizado como defensoras y defensores de derechos humanos, aprovecho la ocasión para reiterarles mis más sinceras felicitaciones, e instarles a continuar con tan loable labor.

Finalmente, hago el llamado al Estado salvadoreño, en este contexto de emergencia, especialmente a los titulares de los Ministerios de Salud, de Gobernación y de Cultura, como la instancia rectora en su atención, a asegurar los programas o medidas necesarias que garantice los derechos a la alimentación, salud, asistencia económica, seguridad, no discriminación y todo esfuerzo, que les facilite enfrentar esta pandemia a las personas de la población LGTBIQ+.

31 de marzo de 2020

2. El Día del Trabajo, en el contexto de la pandemia por COVID-19

Este 1 de Mayo, la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, se suma a la lucha por la reivindicación y la defensa de los derechos de la clase trabajadora que en medio de la crisis sanitaria se mantiene activa. La actual crisis generada por el covid-19 ha significado graves afectaciones a sus derechos, pues mucha de la actividad productiva del país ha sido paralizada y su fuerza laboral ha quedado en condición de vulnerabilidad por el cierre de su fuente de ingreso y negárseles el goce de prestaciones sociales y demás derechos inherentes al trabajo.

Aprovecho la ocasión para saludar y reconocer a toda la clase trabajadora del país, particularmente a aquellas que desde el inicio de la emergencia realizan esfuerzos inagotables en la defensa de la salud de los habitantes, tales como: personal médico, de enfermería, de laboratorio, de mantenimiento, auxiliares, motoristas y de otras áreas de la medicina y de apoyo hospitalario; así como a elementos de la Policía Nacional Civil, de la Fuerza Armada de El Salvador y miembros de las Comisiones Municipales de Protección Civil, quienes se encuentran en la primera línea de respuesta a la crisis; y a quienes el Estado debe asegurarles la disponibilidad y provisión oportuna y en cantidades suficientes de material de bioseguridad, insumos y suplementos médicos esenciales para la protección de su salud, según lo ha señalado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Asimismo hago un llamado a los titulares de las instituciones del sector público y municipal, a respetar la estabilidad laboral y la garantía del debido proceso de las personas trabajadoras, cuyos derechos laborales ante la presente coyuntura deben ser garantizados, por ello debo lamentar el despido de 35 trabajadores de la Alcaldía Municipal de San Salvador, que denunciaron ante esta Procuraduría que no se respetaron los procedimientos legales para la separación de sus cargos, en el medio de esta crisis donde aumentan todas las necesidades. De igual forma exhorto a los empleadores del sector privado, respetar las normas de protección de las personas trabajadoras, observando los procedimientos administrativos y manteniendo al máximo de lo posible, las fuentes de empleo que estén bajo su responsabilidad, pues las empresas tienen un rol clave que desempeñar en estos contextos y su conducta debe guiarse por los principios y reglas de derechos humanos; por ello es preocupante la cantidad de personas que han sido despedidas de la industria textil, entre ellas las 497 personas de la empresa Varsity Pro y 210 personas de Industrias Florenzi.

El impacto económico de esta pandemia ya ha generado que las empresas no puedan cancelar salarios ni otras prestaciones a sus trabajadores; realicen despidos o suspendan contratos individuales de trabajo; de esto último es preocupante la cantidad de personas afectadas por las suspensiones de contratos, facultad concedida al empleador en el Código de Trabajo, pero que no ha sido retomada ni discutida en los decretos de emergencia aprobados por los  Órganos Ejecutivo  y Legislativo, lo cual causa preocupación ya que el Estado aún no presenta para su discusión un plan de ayuda económica para las empresas afectadas.

En cuanto al subsidio de trescientos dólares entregado desde finales de marzo y durante el mes de abril, presuntamente dirigido a personas del sector informal, debo señalar que se han recibido quejas sobre su cobertura, pero además, que éste no contempló a las que eran trabajadoras y trabajadores activos y que han sido cesados de sus empleos o se les ha reducido su salario, siendo obligación del Estado evaluar, diseñar o readecuar un plan de apoyo económico a las personas que han perdido su empleo a causa de la pandemia y recibir subsidios o asistencia en caso de desempleo, para compensar la pérdida de ganancias, tal y como lo ha señalado la Organización Internacional del Trabajo. Lo anterior, no hace más que hacer evidente la crítica situación de las personas trabajadoras por cuenta propia y las del sector informal, que han resultado ser los más golpeados con esta crisis, cuya fuente de ingreso depende de forma exclusiva de su actividad productiva diaria, y que en este contexto se ha vuelto casi nula, esto explicaría que últimamente hay más personas en la calle arriesgando su salud, ante la necesidad de buscar el sustento de sus familias.

 Por otra parte, recientemente la Asamblea Legislativa aprobó con ligereza la Ley de Regulación de Teletrabajo, sin embargo esta nueva normativa y sus posibles efectos no fueron analizados con un enfoque de derechos humanos, ya que si bien la tecnología podría contribuir a evitar la pérdida de empleos, generación de nuevas fuentes y mejorar ciertas condiciones asociadas al trabajo, como la reducción del tiempo de desplazamiento; en el contexto actual muchas personas están experimentando una modalidad obligatoria de teletrabajo, la que no afecta por igual a hombres y mujeres, sino que profundiza las desigualdades de género en el trabajo, pues las mujeres asumen además los roles de cuidado de las hijas e hijos, su educación, tareas de orden y limpieza del hogar y el desempeño a distancia de su propio trabajo, actividades que en hogares monoparentales, cuya cabeza de familia es la mujer, toda la carga la asume ella, sin que dicho trabajo sea reconocido ni remunerado, por lo que toda medida que el Estado adopte para enfrentar la pandemia y su impacto socio económico, debe tener enfoque de derechos humanos con amplia perspectiva de género.

Por lo anterior, con base en mis atribuciones consignadas en el art. 194 romano I, ordinales 1°, 3°, 7° y 11° de la Constitución de la Republica, recomiendo: 

Al señor Presidente de la Republica, Nayib Armando Bukele Ortez:

Adoptar medidas urgentes de protección para las personas que han perdido sus empleos, que han sido objeto de suspensión de contratos de trabajo y que sus salarios y demás prestaciones laborales han sido reducidas. 

Girar las instrucciones necesarias para agilizar la creación de medidas de recuperación y rescate económico que sean dialogadas con los sectores productivos, mediante un plan de fortalecimiento de la economía, con énfasis en la ayuda directa de la micro, pequeña y mediana empresa, al sector informal y a trabajadores por cuenta propia, a fin que la economía del país pueda reconstruirse en el menor tiempo posible. Lo anterior, tomando en cuenta que toda acción gubernamental, en el ámbito laboral debe adaptarse a las nuevas realidades, donde la seguridad y salud ocupacional y la obligación del Ministerio de Trabajo para hacerlas cumplir, son de vital importancia; por lo que deben ser adoptadas todas las medidas para la protección de las trabajadoras y trabajadores, con el estricto cumplimiento de las indicaciones de distanciamiento social que sean necesarias para evitar el avance de la pandemia.

Valorar la creación de un espacio de diálogo con presencia de funcionarios de alto nivel que tengan capacidad de decisión y que se incluya representación de diferentes asociaciones empresariales, productoras y laborales de este país con la finalidad de diseñar una política pública de rescate de la economía nacional garantizando la defensa de los derechos laborales y empresariales.

Al señor Ministro de Trabajo y Previsión Social, Rolando Castro:

Elaborar un censo, si aún no lo ha hecho, de las personas afectadas negativamente por la pandemia, y de las medidas de protección adoptadas para cada una de ellas; se detallen los procedimientos seguidos y los apoyos dados al sector empleador.

 Diseñe, ejecute y supervise la aplicación de un plan para la protección de los derechos laborales de las personas en el país. Así mismo vigile que, en el desarrollo de las labores remuneradas desde el hogar, las actividades domésticas no afecten de forma desproporcional a la mujer, adoptando las medidas idóneas para atender esas afectaciones de género.

Desarrollar una política de dialogo, concertación y acercamiento con todos los sectores vinculados: trabajadores, trabajadoras y sus organizaciones sindicales, el ámbito empleador y el gobierno, con el ánimo de buscar soluciones consensuadas a las diferentes problemáticas que los atañen. 

Reitero mi compromiso, con la población trabajadora para seguir velando porque la actuación de todas las estructuras a través de las cuales se expresa el poder público respete y garantice sus derechos laborales.






1 de mayo de 2020
3. Día Internacional de la Familia

La Asamblea General de Naciones Unidas por medio de su resolución 47/237 de fecha 20 de septiembre de 1993 decidió celebrar el Día Internacional de la Familia cada 15 de mayo, con el fin de dar a conocer temas relacionados con las familias y reflexionar acerca de cómo les afectan los procesos sociales, económicos y demográficos.

Este año, el tema elegido por Naciones Unidas es “Familias en Desarrollo: Copenhague y Beijing +25”, en ocasión al 25 aniversario de la Declaración de Copenhague y la Plataforma de Acción de Beijing, instrumentos en los que se establecen medidas concretas para asegurar el desarrollo social y bienestar de la población, así como lograr el empoderamiento e igualdad de género, respectivamente. 

Dicha conmemoración se realiza en el marco de la Pandemia de COVID-19, la cual ha centrado los esfuerzos de los Estados en su combate y ha expuesto la necesidad de invertir en políticas sociales que protejan a las personas y familias más vulnerables. 

La familia está evolucionando en todo el mundo; su tamaño se reduce en muchos casos, mientras crece el número de hogares monoparentales. En la actualidad el 65% de las familias están formadas por parejas que viven con niñez de diversa edad (38%) o con niñez y miembros de la familia extensa, como los abuelos (27%). Los hogares monoparentales constituyen el 8% del total y están compuestos en su mayoría por mujeres con hijas e hijos (84%). 

La disminución de familias extensas y el aumento del número de familias monoparentales hacen que la protección social adquiera particular relieve. Tradicionalmente, las familias extensas ofrecían una protección social informal basada en los cuidados mutuos o compartidos. Con la evolución de las estructuras familiares esas prácticas a menudo dejan de ser viables; de ahí la creciente importancia de los sistemas formales de protección social y la necesidad de adoptar medidas que tengan en cuenta las cuestiones de género.

Con la pandemia de COVID-19, las familias se han llevado la peor parte: se han visto obligadas a proteger a sus miembros, cuidar de hijas e hijos, personas adultas mayores, familiares enfermos o con discapacidad y de continuar con sus responsabilidades laborales. 

Particularmente, las familias salvadoreñas enfrentan momentos de crisis debido a las nuevas disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo No. 639 y Decreto Ejecutivo No. 24, con las cuales se limita el derecho a la libertad personal,  tránsito y circulación, y no se garantizan mecanismos efectivos para el acceso a servicios de salud de forma integral, ni para el derecho al trabajo y a la alimentación de los sectores vulnerables de la población, situación que genera un alza en el estrés, que puede producir comportamientos violentos principalmente contra mujeres, niñas y niños. 

Por lo anterior, hago un llamado al funcionariado público, al sector privado y a la sociedad en general, para que trabajen en conjunto a fin de fomentar que, en la familia como base de la sociedad, se implemente mayor igualdad, lo cual coadyuvará a alcanzar la igualdad de género; y para que en el marco de la pandemia de COVID-19, se apoye a las familias más vulnerables, principalmente a aquellas que han perdido sus ingresos o incluso vivienda, asegurándoles la salud y alimentación.

15 de mayo de 2020
4. Día Mundial de las Madres y los Padres

La Asamblea General de Naciones Unidas por medio de su resolución 66/292 de fecha 17 de septiembre de 2012 decidió proclamar el 1 de junio Día Mundial de las Madres y los Padres, para que se observe anualmente en honor de las madres y los padres de todo el mundo, destacando la responsabilidad primordial que tienen en la educación y protección de las y los niños, y que para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, deben crecer en un entorno familiar y en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 

Este día “tiene por objetivo rendir homenaje a las valiosas contribuciones que hacen las madres y los padres en todo el mundo, que pertenecen a todas las religiones, culturas y sociedades.” Dichas contribuciones son necesarias incluso para alcanzar los objetivos centrales de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, que fue aprobada por los líderes mundiales en 2015, y se enfocan en el fin de la pobreza, la promoción de una prosperidad económica compartida, el desarrollo social y el bienestar de las sociedades, al tiempo que preservan el medio ambiente. 

Las políticas familiares pueden contribuir al logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible relacionados con el fin de la pobreza y el hambre, asegurando y promoviendo la salud y el bienestar en todas las edades, garantizando las oportunidades educativas a lo largo de la vida y consiguiendo la igualdad de género.

En El Salvador, el concepto de familia se ha transformado. Se observa un aumento en el porcentaje de jefes de hogar adolescentes –entre 14 y 17 años- al frente de familias nucleares o monoparentales. La formación de una familia en la adolescencia se convierte en una fuente de vulnerabilidad, cuando paralelamente las y los jóvenes abandonan el sistema escolar sin haber completado su educación formal, debiendo ingresar al mercado laboral en trabajos de baja remuneración y sin acceso a seguridad social, o bien dedicarse al cuidado de las y los hijos. En la mayoría de los casos, la jefatura de la familia recae en la mujer.

En el marco de la Pandemia COVID-19, las familias se llevan la peor parte. Las madres y los padres tienen la responsabilidad de proteger a sus familias de cualquier daño, cuidar a las y los niños que no asisten a la escuela, cuidar a las personas adultas mayores bajo su cargo, familiares enfermos, y al mismo tiempo continuar con sus responsabilidades laborales. Sin el apoyo de las madres y los padres, la salud, educación y bienestar emocional de la niñez está en riesgo. 

Lamentablemente, en nuestro país con la aprobación del Estado de Emergencia y la Cuarentena Domiciliar por la Pandemia COVID-19, muchas mujeres, niñas y niños están en situación de riesgo pues el confinamiento les dificulta denunciar a sus agresores y en ocasiones conviven con ellos; asimismo las mujeres son generalmente las encargadas de las tareas de educación dentro del hogar, del cuidado de hijas e hijos y de las actividades de limpieza, asumiendo cargas desproporcionadas de trabajo doméstico y cuidado en comparación con sus parejas hombres, lo que las coloca en una situación de desigualdad y les ocasiona dificultad para equilibrar el trabajo y las responsabilidades familiares, lo cual evidencia que deben realizarse esfuerzos para promover la igualdad de género desde la familia. 

Por lo anterior, es propicio exhortar a las instituciones estatales, principalmente al Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU), para que junto al sector privado y a la sociedad en general, fomenten “políticas sobre la corresponsabilidad y la distribución equitativa del trabajo doméstico y del cuidado, para que las mujeres puedan seguir participando de sus actividades productivas aún con el incremento en el trabajo del hogar debido a la pandemia.”, lo cual coadyuvará a alcanzar la igualdad de género.

1 de junio de 2020
5. Fallecimiento del señor Douglas Fernando García Castro, Inspector Jefe de la División Antiextorsiones de la Policía Nacional Civil, a causa de COVID-19

Con profundo pesar he recibido este día la noticia sobre el fallecimiento a causa del COVID 19, del señor Douglas Fernando García Castro, Inspector Jefe a cargo de la División Antiextorsiones de la Policía Nacional Civil. El, como muchos otros servidores públicos, ha integrado con sacrificio y compromiso la primera línea de respuesta ante esta emergencia que nos convoca a todas y todos. 

En ese sentido, en múltiples ocasiones he insistido en la impostergable necesidad de dotarles de todos los implementos necesarios para el desempeño de su vital servicio, en condiciones de bioseguridad, debiendo  además, considerarse para la asignación de sus respectivos roles, factores como padecimientos crónicos en  salud preexistentes, edad y cualquier otra circunstancia que les ubique en mayor condición de riesgo. 

Su familia, la Corporación Policial y la sociedad en general, debemos ahora lamentar el fallecimiento del señor García Castro, conocido como "Ruso" entre sus compañeros. A todas estas personas expreso mi solidaridad y mi profundo sentir ante esta irremediable pérdida 

Por lo anterior, reitero mi llamado al señor Director General de la Policía Nacional Civil, comisionado Arriaza Chicas para que asuma el compromiso de garantizar la vida de todas las personas y de manera especial de aquellas que se encuentran a su servicio y bajo su responsabilidad; después de todo, resulta simplemente inaceptable el no otorgar la debida prioridad a la adopción de las medidas necesarias para proteger a quienes nos protegen. 

16 de mayo de 2020

6. Solidaridad con la Defensoría del Pueblo de Ecuador por la Resolución Constitucional de la Unidad Judicial de Tránsito y las Amenazas e Intimidaciones del Gobierno ante la Defensa de los Derechos de Personas Ecuatorianas en el Extranjero a Consecuencia del COVID-19

En mi calidad de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos de El Salvador y en atención a mi mandato Constitucional, conferido en el artículo 194 romano I; como miembro de la Alianza Global de Instituciones Defensoras de Derechos Humanos (GHANRI) y de la Federación Iberoamericana de Ombudsman, expongo lo siguiente:

El doctor Freddy Carrión Intriago, Defensor del Pueblo de Ecuador, ha manifestado públicamente que existe una resolución judicial desfavorable al accionar de la Institución de Derechos Humanos de ese país; y que han existido diferentes amenazas e intimidaciones del Ministerio de Gobierno de la Presidencia de la República y de la Cancillería Ecuatoriana, de iniciar juicios penales en contra de la Defensoría por haber activado la tutela judicial efectiva en función de los derechos de las personas Ecuatorianas que se encuentran varadas en el extranjero por el contexto de la pandemia de COVID-19.

Considerando que la situación de connacionales varados en el extranjero es común a muchas de las realidades de los países de Latinoamérica, incluida la nuestra, exaltamos en esta oportunidad, el rol que la Defensoría del Pueblo de Ecuador está realizando para garantizar los derechos de su población que se encuentra fuera y en exigencia a las autoridades nacionales y competentes de su país, siendo estas acciones amparadas en el principio internacional que “Los derechos humanos y la dignidad humana no tienen fronteras”.

La Defensoría del Pueblo de Ecuador si bien es cierto es una institución estatal que controla las posibles arbitrariedades de las instituciones públicas, los consorcios privados y particulares con la aquiescencia del Estado que puedan lesionar o violentar derechos humanos fundamentales, es una institución autónoma e independiente, en consecuencia, el respeto a las acciones ejercidas por el mandato del Defensor del pueblo son clave para la consolidación del Estado Constitucional Democrático de Derecho.

Esta Procuraduría considera que los diferentes Gobierno de los países de América, en el contexto de la pandemia Covid-19, deben actuar de conformidad con la resolución 1/2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la cual recomienda a los Gobiernos de los Estados miembros a guiar su actuación de conformidad a los principios y obligaciones internacionales en materia de Derechos Humanos. Además, los Estados de la región deben brindar y aplicar perspectivas interseccionales y prestar especial atención a las necesidades y al impacto diferenciado de dichas medidas en los derechos humanos de los grupos históricamente excluidos o en especial riesgo, tales como personas en situación de movilidad humana, mujeres, niñez y adolescencia, entre otros.

Por lo anterior, en la calidad arriba mencionada manifiesto mi total respaldo y solidaridad con el defensor del pueblo de Ecuador, doctor Fredy Carrión Intriago, a quien animo a no decaer en la genuina y legítima lucha por la defensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos ecuatorianos.

16 de mayo del 2020

7. Día Mundial de los Refugiados

El 20 de junio fue declarado por las Naciones Unidas como el día mundial de las personas refugiadas, fecha que se conmemora desde el año 2001 por resolución 55/76 DE LA Asamblea General de las Naciones Unidas del 4 de diciembre del año 2000, en coincidencia con el aniversario de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951.

Los conflictos armados, las graves violaciones a derechos humanos, la violencia social, de género y los desastres naturales son las principales causas que generan la movilización de personas entre las cuales se encuentran los grupos de apátridas, solicitantes de asilo, potenciales refugiados y personas víctimas de desplazamientos forzados.

En esta ocasión, quiero referirme a la situación de vulnerabilidad que enfrentan las personas refugiadas, solicitantes de asilo y víctimas de desplazamiento forzado en el contexto de la pandemia del  coronavirus  (COVID-19) que a nivel mundial impone a la conmemoración de este día un contexto preocupante de crisis global, en la cual los estados y todas su estructuras se han enfocado y esforzado a atender la crisis sanitaria que también ha afectado a El Salvador.

La pandemia del coronavirus ha puesto de manifiesto las desigualdades, la violencia estructural y la inexistencia d políticas públicas, programas y rutas de atención en El Salvador , para las personas y grupos familiares afectados directamente por el desplazamiento forzado interno, en razón que al encontrase en medio de la emergencia sanitaria en su lugares donde se encuentren, su situación de vulnerabilidad, desprotección y confinamiento e ha incrementado, generando otro tipo de amenazas por la desinformación ante el riesgo de contagio.

Durante la presente emergencia sanitaria nacional, esta Procuraduría ha registrado desde finales de marzo de este año, nueve casos de personas y grupos familiares víctimas de desplazamiento forzado por razones de violencia, cinco de ellos reportados por hombres y cuatro por mujeres, quienes se han visto amenazados y amedrentados por grupos criminales para abandonar sus lugares de residencia, y un caso de potencial riesgo de desplazamiento.

Las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado sufren una crisis sanitaria y  humanitaria, puesto que se encuentran expuestas  al virus sin poseer recursos para protegerse, además de vivir o trabajar en condiciones de precariedad y hacinamiento, e inclusive pueden  existir casos en los cuales se encuentren aislados en sus viviendas, o albergues temporales para protegerse de las afectaciones a su integridad y su vida, además de ello, carecen de acceso a otros servicios básicos, como el agua, salud y nutrición y se encuentran propensos a sufrir desastres, como las recientes tormentas tropicales que sucedieron semanas atrás en El Salvador. 

Por otra parte, no se puede omitir el impacto socioeconómico generado por las limitaciones a la libre circulación y las diferentes cuarentenas para el combate del COVID-19 en nuestro país, que obliga a las familias a subsistir con medios precarios. La crisis sanitaria también ha agravado la situación de las mujeres, niños y la población LGBTI desplazadas, quienes corren un riesgo mayor de sufrir violencia, abusos y explotación por razón de género y tienen dificultades para acceder a los servicios de protección y respuesta. En este periodo no solo se han registrado peticiones de protección e intervención, sino también apoyo urgente para solventar necesidades de alimentación y dotación de medicamentos por afectaciones de salud a los miembros del grupo familiar.

Es importante reflejar y destacar la asistencia humanitaria que se ha brindado por parte de Organizaciones No Gubernamentales (ONGs) Agencias Internacionales, entre otros, para la atención de las necesidades de las familias  que se han visto afectadas por esta pandemia del Covid-19. Las respuestas agiles y oportunas de las organizaciones han sido esperanzadoras para las familias que se han visto afectadas de manera indirecta o directa ante esta crisis de salud.

 En este sentido es imperioso reflexionar sobre la intervención del Estado relacionada a la protección de las víctimas, puesto que los cierres de fronteras y otras restricciones a la circulación para combatir las propagación de Covid-19 ha generado graves repercusiones en os derechos de las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, al verse atrapadas en situaciones muy peligrosas o sin opciones de protección y optar por el confinamiento absoluto en detrimento de sus derechos y dignidad como seres humanos.

Asimismo, las personas retornadas con necesidades de protección se enfrentan a la fragilidad del sistema de atención a víctimas, además se ven limitadas en los acceso a los servicios de salud pública, que en estos momentos se encuentran sobrepasado en su capacidad de respuesta para la contención de la pandemia del COVID-19 y la atención de otras afectaciones a su salud n constituye en estos momentos una prioridad.

Cabe señalar que a pesar de los esfuerzos que realizan las instituciones nacionales del ejecutivo para combatir y contener la pandemia a nivel nacional, no puede omitirse, reprogramarse o pausarse por parte del Ministerio de Justicia y seguridad Pública y la Dirección General de Atención a Víctimas y Migración Forzada, las necesidades de protección para las víctimas del desplazamiento forzado y las personas retornadas   que se han presentado a nivel nacional durante el presente periodo de Emergencia Nacional. La respuesta a las peticiones y necesidades de las familias debe ser acorde al grado de riesgo y vulnerabilidad que el Estado está obligado a garantizar para el goce y respeto irrestricto de los derechos humanos de dicha población.

Tomando en consideración que existe ya la aprobación de una Ley para la Atención y Protección Integral de Personas en Condición de Desplazamiento Forzado  y un Plan Nacional de Acción para dar respuesta a los compromisos regionales asumidos en el Marco Integral de Protección y Soluciones  (MIRPS)  como Defensor del Pueblo y garante de los derechos de las personas refugiadas, desplazadas internas y retornadas con necesidades d protección, sobre la base de mi mandato constitucional establecido en el artículo 194 romano I ordinales 1º,2º,7º,11º, recomiendo:
1) Al Señor Presidente de la Republica, Nayib Bukele, realice todas las gestiones necesarias para el fortalecimiento a nivel nacional de las Oficinas de Atención a Víctimas, desde la Dirección Central, dotándolas de personal multidisciplinario y recursos financieros necesarios y suficientes para la atención de las víctimas de desplazamiento y personas retornadas, con necesidades de protección. Además, que en todas las dependencias del Órgano Ejecutivo se transversalice el enfoque de protección a estos grupos vulnerables. 

2) Exhorto al Señor Ministro de Justicia y seguridad Pública, Rogelio Rivas, para que, en coordinación con la Dirección de Atención a Víctimas, enfoque sus esfuerzos, recursos humanos y financieros para la protección de las víctimas de desplazamiento y personas retornadas, para la asistencia humanitaria inmediata y restablecimiento de las condiciones dignas de vida, soluciones duraderas y desarrollo de estas poblaciones vulnerables.

Finalmente,  reitero mi solidaridad con las personas refugiadas y desplazadas internas, comprometiéndome a seguir dando cumplimiento al mandato constitucional que se me ha otorgado para la protección de las víctimas y me pongo a disposición para realizar las coordinaciones necesarias con las instituciones estatales competentes, organizaciones de la sociedad civil y organismos internacionales, para impulsar y coadyuvar al cumplimiento de los compromisos que como Estado se han adoptado y que las Ley Especial mandata.

20 de junio de 2020

La Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) es la institución que constituye la piedra angular del Sistema Nacional de Promoción y Protección de los Derechos Humanos cuya atribución esencial es la de supervisar la actuación y omisión de las autoridades públicas frente a las personas en aras de garantizar el cumplimiento íntegro y efectivo de las obligaciones contenidas en las normas internacionales; la rendición de cuentas y la garantía progresiva de los derechos humanos.








Los posicionamientos públicos son un tipo de pronunciamiento institucional por medio de los cuales el Procurador externa su posición de manera pública, inmediata y sencilla sobre hechos que impliquen violaciones o presuntas violaciones a derechos humanos o de trascendencia nacional e internacional, en los cuales puede emitir llamados, exhortaciones, recomendaciones o propuestas. Art. 91 del Reglamento para la Aplicación de los Procedimientos del Sistema de Protección de la PDDH











� Artículo 194, I, 3°, 10°, 11° y 12° de la Constitución de la República.


� Además de las normas contenidas en la Constitución y la ley secundaria, el mandato de esta Procuraduría se complementa y fortalece con los Principios Relativos al Estatuto de las Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de Derechos Humanos, denominados como “Principios de París”, suscritos por representantes de dichas organizaciones en 1991, que contemplan criterios o estándares para su funcionamiento y composición.


� Datos correspondientes a la sede central y enero a junio 2020 delegaciones departamentales


� Datos correspondientes a enero – noviembre de 2020


� Art. 77 del Reglamento para la Aplicación de los Procedimientos del Sistema de Protección de Derechos Humanos de la PDDH


� Datos Departamento de Observación Preventiva y Atención a Crisis, enero a junio 2020


� Datos Departamento Penitenciario, enero a junio 2020


� Datos Procuraduría Adjunta para la Defensa de los Derechos de las Personas Migrantes y Seguridad Ciudadana. Enero a junio 2020


� Periodo entre enero y noviembre de 2020


� Datos enero a junio 2020 Delegaciones Departamentales


� De fecha 10 de abril de 2020, sobre el periodo comprendido desde el 01 junio 2019 hasta el 30 de abril 2020, periodo en el que dio inicio el mandato constitucional de Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos de EL Salvador, el cual sería incorporado al Informe del Secretario General de NNUU en el 45 período de sesiones a desarrollarse el segundo semestre de 2020


� En julio de 2020 fue enviado al Comité de Derechos Humanos de la ONU


� En septiembre de 2020 fue enviado a la Embajada de los Estados Unidos en El Salvador  


� Se envió el 29 de septiembre de 2020


� Se envió el 2 de octubre de 2020


� Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Adoptada por la Asamblea General en su resolución 45/158, de 18 de diciembre de 1990. Disponible: � HYPERLINK "https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cmw.aspx" �https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cmw.aspx�





� OPS/OMS https://www.paho.org/es/documentos-tecnicos-ops-enfermedad-por-coronavirus-covid-19.


� OPS. Protección a la Salud Mental en Situaciones de Epidemia. THS/MH/06/1


� https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/onc-covid-19-coronavirus-policias-con/716009/2020/


� Disponible en: https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/coronavirus-muere-jefe-antiextorsiones-covid-19/714926/2020/ 


� Disponible en: https//www.elsalvador.com/noticias nacionalidez-paliciais-positivos-coronavirus elementos quarentena1712636/20204, de fecha 7/05/2020. httesiwawekalvador.com/noticias/nacional cavid_4-pc-policia-sentes-contagio-soldados-militares/714199/2020/, de fecha 13/05/2020. https://www.elsalvador.com/noticias/nacional/dirigente-policial-denuncia-pnc-no-plan-prevencion-coronavirus-covid-19/714133/2020/ de fecha 13/05/2020.


� Informe del señor Procurador sobre actuaciones policiales violatorias a Derechos Humanos durante la Emergencia Nacional por covid-19, abril de 2020. 


� Pronunciamiento del señor Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, licenciado José Apolonio Tobar Serrano, ante situación de personal de seguridad pública en el ejercicio de sus funciones, dictado el 1 de abril del año 2020. 





� Según noticia presentada en La Prensa Gráfica de fecha 15-04-2020, página 18, titulada “Se metieron a mi casa sin autorización”.


� Aviso del Movimiento de los Trabajadores de la Policía, publicado en su página de Twitter moverderechopnc,a las 11:40 p.m. del día 23 de mayo de 2020.
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